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PRÓLOGO 




¡E escrito esta obrita, porque durante los doce 
^años que he estado al frente de la cátedra de 
U Derecho Internacional, ya en la sociedad Ca- 
^ tólica, ya en el Instituto de Ciencias del Esta- 
'■ do, he sentido la falta que ha9e para la ense- 
lianza un texto conciso y breve que pueda ponerse 
en un sólo curso anual con el Derecho Público; 
pero que al mismo tiempo contenga las doctrinas 
fundamentales de la ciencia y se ccupe de los con- 
flictos que plifedan ocurrir en todos los ramos del 
Derecho, entre legislaciones diversas, tomando en 
cuanta principalmente la de nuestra República. 
Era preciso, además, que ese compendio estuviese 
redactado, no sólo con uniformidad en todas sus 
partes, al tratar de materias tan diversas, sino á la 
luz de los nuevos principios, revelados por las ne- 
cesidades que surgen con las frecuentes comunica- 
ciones que nuestra actual civilización favorece: 
principios que están en armonía con las ideas polí- 
ticas y filosóficas que han presidido á la formación 
de los códigos modernos. 

El estudio de la Jurisprudencia, desde este pun- 
to de vista, es enteramente nuevo y abarca inmen- 
sosi horizontes: hasta hace muy pocos años comen- 
zó á ocupar á los sabios de una manera especial-, 
porque se ha comprendido la necesidad de unifor- 
mar las relaciones de los hombres de diferentes 
patrias, basándolas en la Justicia, y en las reglas 
del Derecho, y no en las caprichosas inspiraciones 
de una política de estrechas miras, de interés ó de 
superioridad pasajera. 






No creo haber suplido esa falta con el ensayo 
que presento al público, porque carezco de las do- 
tes y elementos necesarios para haberle dado cum- 
plida cima. Se trata nada menos que de estudiar 
todos los ramos del Derecho en sus principios pri- 
mordiales y generadores, tales como deben ser re- 
conocidos y proclamados en todas partes, y no con 
el criterio de intereses determinados y preocupacio- 
nes, y de analizar en seguida la naturaleza de cada 
una de las especies de preceptos, comparándolas 
entre sí, para conocer cuáles y en qué casos deben 
prevalecer los de un pueblo sobre los de otro. 

Si bien la consideración de asunto tan vasto y 
tan complexo ha debido arredrarme aunque no 
fuera sino por su universal importancia y porque a- 
bordándolo se entra en competencia, no ya con las 
eminencias científicas de la República, sino con las 
de todo el mundo, me ha alentado la persuasión 
de que las personas verdaderamente entedidas en 
la materia y conocedoras de las dificultades de la 
empresa, serán las primeras en mostrarse indulgen- 
tes para con los defectos en que haya incurrido, 
como lo han sido ya los señores Profesores de la 
Escuela de Jurisprudencia que han honrado con 
su voto de aprobación mi trabajo, para que sirva 
de texto en la cátedra respectiva. 

Confieso que también he acariciado la esperan- 
za, al dar á la estampa estas páginas, de que si lle- 
gan á ser leídas en Ultramar, contribuyan en algo 
para modificar la preocupación que allí se tiene 
respecto al mal trato que entre nosotros reciben 
los extranjeros. 

Séame lícito, por último, mostrar publicamente 
en estas lineas, mi agradecimiento hacia el Sr. Lie. 
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D. Jesús López-Portillo, decano y honra del foro 
jalisciense, por lostérminos lisonjeros en que tuvo á 
bien extender el dictamen qué aprobó la Junta. 
Guadalajara, abril de i886. 

\Francuco J. Zdvo^l^^- 



DICTAMEN 

APROBADO POR LA JUNTA DE PROFESORES 

DE LA 

ESCUELA OE JÜRISFRDDElelit. 

He procurado cumplir con la comisión que se 
me ha conferido, de examinar la obra que sobre 
Derecho Internacional Privado, ha escrito el Sr. 
Profesor D. Francisco J. Zavala, con objeto de 
que sirva de texto en la ensefianza de este ramo; 
y aunque me considero insuficiente para calificar- 
la, el deber que me impone el puesto que ocupo 
en esta Escuela, no me permite excusarme de a- 
quel trabajo. Voy, pues, á exponer mi parecer^ 
esperando que los señores Profesores á quienes me 
dirijo, rectificarán mis apreciaciones con su cono- 
cida ilustración. 

No me propongo hacer un análisis de la obra^ 
porque esta operación sería dilatada, y la conside- 
ro innecesaria. Daré solamente una idea general 



de su contenido y del orden con que están tratadas 
las materias comprendidas en su plan general. 

Comienza el autor exponiendo algunas nociones 
preliminares; trata én seguida de la Historia d^l 
Derecho Internacional, de la condición de los ex' 
tranjeros en México, y por último, de los diversos 
sistemas qae se han inventado para considerar al 
hombre en país extranjero, cuando se trata de sus 
derechos personales, ó de sus derechos reales. Des- 
pués de esta introducción habla de los conflictos 
en materia civil." Este asunto forma el contenido 
de un tratado especial aunque íntimamente relacio 
nado. con Iqs, otros tres, qu? se refieren: á los con- 
flictos merccintiles, á los que suscitan en materia 
de procedimientos y en materia penal, cuyas doc- 
trinas están desenvueltas en otras tantas secciones 
índependiéQtes. 

El autor ha cuidado escrupulosamente de redu- 
cir su exposición todo cuanto es necesario para el 
objeto á que la destina; pero si bien el Sr. Zavala 
es br^vé^ lio' por éso omite nada' de lo que pueda 
ser interesante' para ^l conocimientp de cada ma- 
teria. •*. '. * * '' ■' * • 

En cuanto á la exactitud de las ideas y al fondo 
<ie las doctrinas, e| autor se ha inspirado en los 
mejores tratadistas, dando como seguras la;s teorías 
cuando no ofrecen ningún punto ¿uestionable, ó 
exponiendo los diversos pareceres que se han ma- 
nifestado en casos dudosos é indicando la solución 
que creé ínás acertada. Como la ciencia del De- 
recho e3 progresivo y sus adelantos incesantes, el 
Sr, Zavala ha procurado ponerse al alcance de to- 
do lo más reciente que se ha escrito, para trasmi- 
tirlo á sus alutnnos. 



El estilo tiene todas las condiciones de claridad, 
indispensables en un libro de su especie, y su len- 
guaje no sólo es correcto sino elegante. 

Por todos estos motivos considero que la obra 
que nos- ocupa es muy á propósito para que sirva 
de texto en las cátedras de Derecho del Instituto, 
y que ella honra el talento y la instrucción de su 
estimable autor. 

En virtud de lo que precede, someto á la apro- 
bación de la Junta, las proposiciones siguientes: 

1. ^ La sección de Jurisprudencia, haciendo u- 
so de la atribución que le confiere la frac. III, art. 
26 del decreto núm. 21, recomendará al Supremo 
Gobierno del Estado la obra que el Sr. Lie. D. Fran- 
cisco J.. Zavala ha escrito sobre el Derecho Inter- 
nacional Privado, á fin de que se mande imprimir 
por cuenta de los fondos públicos. 

2. ^ Si el Supremo Gobierno resolviera de 
conforminad, se hará la impresión bajo el cuidado 
y dirección del autor, con quien previamente se es- 
tipulará elnúmero de ejemplares que se le hayan de 
dar, quedando los demás de la edicción en favor 
de la instrucción pública. 

3. '^ Esta obra se adoptará como texto oficial 
en la cátedra de Derecho Internacional del Insti- 
tuto. 

4. ^ Se darán las gracias al Sr. Lie. D. Fran* 
cisco J. Zavala, por el señalado servicio que pres- 
ta á la juventud estudiosa, proporcionándole esta 
obra útil é interesante. 

Jesús Xópex-Tortiüo, 



DERECHO INTERMCIOIL PRIVADA. 



TITULO PRELIMINAR. 

§1. 

Nociones generales. 

Hemos dicho (1) que Derecho Internacional Privado es 
el conjunto de reglas que sirven para decidir los conflictos 
entre legislaciones de diversos Estados. 

Si el hombre pasara toda su vida en un mismo país, sin 
ejecutar actos jurídicos, ni poseer bienes, ni tener que ejer- 
citar algunos derechos en otro lugar, solo tendría que suje- 
tarse á las leyes de su domicilio; pero como tal no sucede, hay 
que. atender algunas veces, para un mismo individuo, á va- 
nas legislaciones. Saber cuál es la aplicable en un caso da- 
do, es el objeto de este ramo de la Jurisprudencia. 

En los tiempos actuales, en que los hombres pasan de un 
lugar á otro con tanta facilidad y en que se ha reconocido 
que con dar hospitalidad y todo género de garantías á los 
extranjeros, no sólo se obsequia la justicia, sino que se pro- 
mueve el comercio y adelanto de la patria, se ha hecho, más 
que interesante, necesario el estudio de los principios del De- 
recho á que debe sujetarse á los inmigrantes. Una nación 
no tiene la facultad de cerrar absolutamente sus puertas á 
los de fuera, ni de negarles el ejercicio de los derechos civiles, 

O) Prolegómenos de Derecho IniemacionaL 
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connaturales al hombre, ni la de poner trabas á su libertad 
ó secuestrar sus intereses. Dios ha dispuesto las diversas 
regiones de nuestro globo en condiciones tales, que sus mo- 
radores se necesiten todos mutuamente, á fin de que se co- 
muniquen, so pena que de no prestarse á ello, se atrasa ó es- 
taciona su cultura, para hacerse fácil presa de los conquis- 
tadores extraños, entrando por la violencia en la comunión 
de la humanidad 

Dado el sistema político de México, que está dividido en 
varios Estados que disfrutan de la soberanía interior ó de le- 
gislación, se percibe otro motivo de interés para el estudio 
del Derecho Internacional Privado, pues no pudiéndose re- 
gir las relaciones de las ecatidades federativas, ó mejor dicho, 
las de los que las componen, sino por las reglas generales del 
Derecho, salvo los casos previstos por la Constitución, que- 
darían muy incompletos los estudios de un abogado de nues- 
tro foro, si además del Derecho Interior local, no conociera 
la ciencia que armoniza á éste con el de los Estados vecinos, 
para resolver la multitud de conflictos que á cada momento 
tienen que presentarse. 

§ II. 

Historia. 

El Derecho Internacional Privado no era conocido en los 
tiempos antiguos, sea porque generalmente no se daba en 
cada país ningún efecto á legislaciones extrañas, sea porque 
no se reconocieran ningunos derechos á los extranjeros, sea,^ 
en fin, porque en las disposiciones del Derecho Privado, se 
hallaban vagando ó dispersas algunas que tenían relación 
con el de Gentes. 

^1 principio, cuando la humanidad en vez de estar dividi- 
da en grandes nacionalidades, se componía de familias, fuera 
de la tribu, todos los demás eran extraños v tratados del mis- 
mo modo. La moralidad de cada uno de estos pequeños 
grupos y otras circunstancias sumamente variadas, hacían 
que fueran hospitalarios hasta la fraternidad, ó recelosos y 
egoístas hasta la barbarie. ^ 
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Cuando las naciones son débiles y están en su período de 
formación, temen á los de fuera y se hacen poco partidas é 
injustas con ellos. Cuando las naciones son fuertes y alcan- 
zan épocas de prosperidad y gran comercio, llaman y agasa- 
jan á los extranjeros, en vez do desconfiarles y maltratarlos. 

Tal es la sinopsis histórica de las relaciones humanas, b^- 
jo el punto de vista del Derecho Internacional Privado, con 
sólo variar nombres y fechas. 

Esos tres períodos recorrieron los hebreos. En tiempo de 
*- Abram y Lot (1) eran una familia hospitalaria; en tiempo 
de Moisés, un pueblo luchando por su autonomía y por un 
territorio en que establecerse; en tiempo de Salomón, una 
nación contrayendo alianzas con los Faraones de Egipto y 
admitiendo á los alienígenas á la participación de todos sus 
bienes (2). 

Los griegos no admitían en sus ciudades á los extranjeros, 
ni los consideraban con derecho á disfrutar de las cosas y co- 
modidades públicas. En Atenas se les obligaba á comprar 
este permiso con un tributo ó impuesto anual (3), y en Es - 
psui;a se les arrojaba por temor de que corrompiesen las cos- 
tumbres y alterasen la unidad política y religiosa del pueblo 
(4). 

Los romanos no conocían el Derecho de Gentes, pues aun 
que tenían la denominación de él, era con significado muy di- 
verso del que se le dá en la actualidad. Entendían por de- 
recho Natural el que «ra -común á hombres y animales; pw 
Derecho de Gentes, los principios de justicia que eran reci- 
bidos en todos los pueblos, y por Derecho Civil, el que era 
propio de los ciudadanos romanos. De modo que lo que ellos 
llamaban ^'uíí gentium, corresponde mejor á loque nosotros 
denominamos Derecho Natural (5). 



(1) (Génesis, cap. XVIII, ▼. 2; cap. XIX, ver. 1. 

(2) Ezeqniel, XliVn, 21. Et dividetis terram istam vobis, per tribus IsraeL 

22. Etmittetis eam in hereditateca vobis, et advenís qui accesserint ad vos, qui' 

f enuerint filloa in medio vestnim et erunt vobis sicut ind'genae ínter fllíos Isra^: 

vobiscum divident possessionem in medio tribuam Israel. 

28. In tribu autem quacumque íuerit advena, ibi dabítis possessionem iU ait Do 
minns Dena. 

(3) IsseuB ap.~Harpocr. in MeTODC— Poli. lib. 3, cap. 4. par. 56. 

'(4)*'ArÍ8toph, in aV.'V.*ÍÓU.— Thucyd. liu. I, cap. 144. 
(6) Instituta,Uíb. I, tít. II, 
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En los primeros tiempos de la República, todo era permiti- 
do contra los extranjeros, que eran llamados enemigos por 
las Doce Tablas: Adversus hostes ceterna auctoritas esto. 

Los derechos de ciudadanla,^Wa civitatié, estuvieron du- 
rante mucho tiempo reservados á sólo los habitantes de Ro- 
ma que no eran esclavos; después se concedieron á algunas 
ciudades confederadas del Lacio; fueron conquistados, en se- 
guida, por toda la Italia, y por último concedidos á muchas 
provincias, y aun dados á todos los subditos del Imperio, por 
Caracalla (Año 212 de J. C.)— (1). 

El que perdía 'a ciudadanía, perdía igualmente casi todos 
los derechos civiles, inclusos los derechos de familia, porque 
sufría la capitis diminutio media, que contenía en sí la mí* 
nima; así como el que perdía la libertad, dejaba de ser perso- 
na para convertirse en cosa (2). El extranjero, pues, carecía 
del derecho de testamentifacción activa y pasiva, del connu- 
bium, ó derecho de casarse con romana, de la patria potestad; 
carecía también del derecho de propiedad plena que era lla- 
mado mandpium.; y, por lo mismo, no podían adquirir los 
extranjeros, ni por usucapión, ni por tradición, ni por nin- 
guno de los medios propios de los ciudadanos; y sólo pudie- 
ron hacerlo por compra, muy posteriormente, cuando ya'sé 
les podía agraciar con el jus comm^ercii. En tiempo de Jue- 
tiniano casi se confundió la prescripción con la usucapión; 
y el derecho de ciudad estaba muy extendido. 

Los que pertenecían á una nación con la cual Roma tu- 
viese tratados, eran juzgados por un magistrado llamado 
prcetor peregrinus. Los funcionarios encargados de vigilar 
por el cumplimiento y ejecución de los tratados, tenían el 
nombre de recuperatores. 

Sería muy difícil enumerar con toda exactitud, orden y 
brevedad, los diversos cambios de la legislación romana con 
respecto á esta materia, en el largo período de su duración; 
sólo hemos tenido el propósito de dar una idea general de la 
manera con que eran tratados los extranjeros por el pueblo 
más culto de la antigüedad. Es de observarse que cuando 
Caracalla hizo ciudadanos á todos los subditos no esclavos 



OrtoUu, Hist. del Der. Rom. 

Ortolán, Explicación histórica de la Instituta, pig. 1(2. 
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del Imperio, no fué por miras de humanidad y de progre«>. 
Sino por motivos fiscales y de interés privado del jefe de la 
nación, como eran las de extender ciertas gabelas ó capitacio- 
nes que recaían sobre los ciudadanos, y ampliar el derecho de 
testamentifacción pasiva á los extraños, á fin de cobrar cier- 
ta pensión de herencias que pertenecía al tesoro imperial. 
Parece que quien realmente suprimió toda distinción entre 
ciudadanos y extranjeros, fué Justiniano (1). 

Como en España fué donde menos asiento tuvo el feudalis- 
mo y su suelo estuvo habitado, en los siglos en que se opem- 
ba la disolución del imperio Romano, por muy diversas razas 
y pueblos, no se desarrolló ese espíritu realista y adverso á 
los extranjeros que predominó en el resto de Europa. Con 
la invasión de los moros, ocupación y evacuación sucesiva de 
las provincias, se introdujo un trastorno en la legislación, 
gobernándose unos pueblos por unos fueros, y otros por 
otros (2). 

En el Código de las Partidas no se notan leyes que hagan 
distinciones entre los hombres, por razón de su origen. 

Carlos V tenía bajo su imperio gran parte de la Europa y 
América, y en aquella inmensa aglomeración de razas, inclu- 
sas la árabe y la judía, las divisiones, más bien que por na- 
cionalidad, eran determinadas por diferencias religiosas. Los 
españoles se quejaban de ver á los tudescos en los puestos 
públicos y los alemanes se manifestaban descontentos de que 
en la corte del Emperador se hablase de preferencia caste- 
llano (3). 

En las Recopilaciones apenas se registran algunas dispo- 
siciones poco importantes relativas á extranjeros, la mayor 
parte de ellas exigiendo la profesión del catolicismo para el 
ejercicio de cargos y derechos; pero en la Península no se 
autorizó el despojo conocido con el nombre de albinagio 6 
confiscación de los bienes de extranjeros. 

En las naciones de origen germánico, y especialmente en 
Francia, estuvo en uso hasta el siglo pasado el derecho de 
aubana, en virtud del cual el Fisco se hacía dueño de la 



(1) Demangeat • 'Derecho Romano. • • 

(2) Sala, Historia del Derecho patrio, Fuero viejo de Castilla. 
(S) Kohlrausch, Deutsche Oeschichte, VI Zeitrauín. 
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sucesión de los extranjeros sin admitir á los parientes, y aun- 
que el Código concedió á aquéllos, que sacasen los bienes de 
sus deudos difuntos, como este permiso estaba restringido á 
la reciprocidad, puede decirse que el inhospitalario albina- 
gio estuvo en uso hasta la vigencia de la ley de 14? de julio 
de 1819. , 

En Italia y en las naciones que tuvieron desdo sus prime- 
ros tiempos un derecho escrito derivado del romano, no es- 
tuvo en uso semejante derecho, habiendo recibido los extran- 
jeros poco á poco la facultad de ejercer los derechos civiles 
como los nacionales, principalmente en las leyes y ordenan- 
zas de comercio. La desaparición de tan bárbaras costum- 
bres del suelo europeo, débese en gran parte á la influencia 
de la Iglesia y del Derecho Canónico (1). 

En Inglaterra no se permitía poseer bienes raíces más que 
á los subditos del Reino Unido, y aunque el Estatuto Victo- 
ria, de 1844 mejoró mucho la condición de los extranjeros, 
no alteró la política recelosa del Parlamento que constante- 
mente se opuso á que el territorio británico fuera poseído 
más que por ingleses. Sólo hasta el año de 1870 (2) con- 
sintió Inglaterra en cambiar su egoísta jurisprudencia en 
este punto, aunque en muchos otros del Derecho Interna- 
cional, no se ha puesto á la altura de las luces del siglo y de 
la civilización. 

En una palabra: á la disolución del imperio romano, diver- 
sos pueblos y tribus más ó menos bárbaras, se fueron suce- 
diendo en el dominio del suelo europeo, principalmente en 
las regiones del Mediodía; y como estos pueblos iban adqui- 
riendo poco á poco costumbres pacíficas unos al lado de los 
otros en un mismo territorio, tenían relaciones jurídicas que 
los legistas del tiempo consignaban en la forma de un dere- 
cho usual. En los países del Norte, donde tales movimien- 
tos eran menos sensibles, se arraigó el feudalismo con to<^ 
su crudeza, el cual no es otra cosa que el derecho absoluto 
de los dueños del territorio sobre todos los hombres y cosas 
que se encuentran en él, ó sea, la ausencia y negación del 

(1) Fiore, D. I. Privato., páf. 8S. 

(2) Naturalization lAW-1870. 
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Derecho Internacional; y por eso vemos esa tradición tan 
arraigada aún en las costumbres inglesas, que no ha podido 
toda^a desaparecer por completo de su legislación. Vice- 
versa, en los países del Derecho escrito, como dice Deman- 
geat, en donde se hizo sentir después más vivamente el mo- 
vimiento de las cruzadas que ponía en contacto hombres de 
tan diversas razas, costumbres y leyes, en donde la influen- 
cia de la filosofía cristiana mezclada con las tradiciones del 
justiciero Derecho Romano, luchaba con el predominio de la 
fuerz£t brutal, — se fué introduciendo de un modo insensible 
la idea de arreglar racionalmente las relaciones de esas varia- 
das gentes, formándose poco á poco el conjunto de principios 
que constituyen el Internacional Privado, pues los juristas se 
veían obligados á decidir casos prácticos y á fijar algunas re- 
glas para concordar aquel cúmulo de fueros y legislaciones 
vigentes en un mismo territorio, á fin de saber qué ley, de 
tantas, era la aplicable en cada caso: y aparecieron obras co- 
mo las de Baldo, Bartolo, Cocceyo y otros. 

Sin embargo, el Derecho Internacional Privado, formando 
un cuerpo ordenado de ciencia y asignando á los extranjeros 
verdaderos derechos, es muy moderno, pues todavía en la 
actualidad hay pocas obras que de él se ocupen especial- 
mente. 

§ III. 
Condición de los extranjeros en México (1). 

El art. 33 de la Constitución determina de una manera 
general los derechos y obligaciones de los extranjeros en Mé- 
xico, los cuales tienen todas las garantías individuales que 
el mismo Código llama "derechos del hombre," están obli- 
gados á contribuir á los gastos públicos y quedan equipa- 
rados á los nacionales en sus relaciones civiles. 

Pueden ser expelidos del territorio nacional por el Gobier- 
no de la República, cuando fueren perniciosos; pero como . 



(1) Me ha parecido conTeniente tratar en párrafo separado de la condici<tai de los 
extraiveros en nuestro país, para no involucrar el orden, con la dilucidación de algu< 
nos puntos que con éste tienen conexión, y que interesan al estudiante de nuestra* 
aulas. 
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este articulo no ha sido reglamentado ni se ha fijado su ver- 
dadero sentido, ha dado lugar á que el Presidente se haya 
creido con facultades para hac^ uso de él, expatríando á al- 
gunos sin formación de causa. 

Entendemos que la calidad de pernicioso no se refiere á 
la comisión de un verdadero delito ó falta, penados por la 
ley común, y en cuyo proceso deban observarse las reglas ge- 
nerales del enjuiciamiento, porque en tal caso no se habría 
redactado un artículo especial en la Constitución; sino que 
la calidad de pernicioso se contrae por el hecho de tomar 
parte en la política del país, haciendo uso de las prerrogati- 
vas políticas de que gozan exclusivamente los nacionales: he- 
cho que puede constituir un delito, y delito especial de los 
extranjeros que, por lo mismo, no está comprendido en las 
leyes comunes de enjuiciamiento y penalidad; pero que no 
por eso prescinde ni puede prescindir la nación de castigarlo 
por medio de leyes propias al efecto, ya que la criminalidad 
no puede declararse más que por leyes anteriores y adecua- 
das (art. 14), ni las penas aplicarse, sino por la autoridad ju- 
dicial (art. 21). 

Sería absurdo ó cuando menos inexplicable que, declarán- 
dose en la primera parte del articulo que los extranjeros go- 
zan de los derechos consignados en el título I de la Consti- 
tución, en la segunda parte se hiciese una declaración in- 
compatible con la primera, aplicando á los extranjeros una 
grave pena de plano, sin juicio ni defensa, por una autori- 
dad que no es la judicial, y violándose los principales artícu- 
los que garantizan los derechos naturales del hombre. Por 
"Oobierno de la Repúblican no es preciso entender el Pre- 
sidente, sino el »• Supremo poder de la Federación, que se di- 
vide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y JudiciaLi 
(art 50); y el que se imponga una pena por un delito, no sig- 
nifica que se imponga de plano y sin figura de juicio, sino 
al contrario, mediante las formas establecidas constitucio- 
nalmente, á lo menos, mientras la misma Constitución no 
diga de un modo expreso lo contrario. Los hechos nada sig- 
nifican y creemos que mientras no se reglamente el art. 33 
ó no haya un número competente de ejecutorias de la Corte 
Suprema, no se puede tomar lo hecho algunas veces, en el 



17 

calor de las pasioues políticas ó religiosas, cómo una genui- 
na interpretación de nuestro Derecho Constitucional, res- 
pecto á la condición de los extranjeros, que de ningún modo 
debe ser contraria k los principios de Derecho Intemacio- 
naL Opuesto es á los usos y principios de esta ciencia que 
los extranjeros puedau ser arrojadlos y vejados, á lo menos 
en tiempo de paz con la nación á que pertenezcan, sin cskU- 
&A jvAitijicada, con arreglo siquiera á las más sumarias for- 
mas del enjuiciamiento, que es lo que distingue esencial- 
mente á una sentencia de un uTcOíse 6 de mvl firman. 

Carecen los extranjeros, conforme al art. 34 de la misma 
Constitución, de los derechos políticos, que consisten en vo- 
tar y ser votados para los cargos públicos; en asociarse para 
tratar de los asuntos políticos, -en ejercer el derecho de peti- 
ción en toda clase de negocios y en pertenecer al ejército. 
Conforme á las leyes, el que se ñlie en éste ó en la armada, 
se entiende haber renunciado á su nacionalidad, quedando 
naturalizado por ese mismo hecho. 

No se les puede obUgax al desempeño de cargos conceji- 
les, pero sí á tomar parte en la defensa de las poblaciones 
amagadas por malhechores, es decir, por aquéllos que no 
pueden considerarse como formando parte de bandos políti- 
cos en guerra civil, ni como enemigos extranjeros en guerra 
nacional. También se les puede obligar á prestar servicios 
en algún siniestro ó calamidad pública, como un incendio, y 
aquéllos que se reputan anexos al ejercicio de algún arte ó 
profesión (1). 

No pueden adquirir bienes raíces, sino á veinte leguas de 
distancia de la frontera, ámenos de autorización especial del 
Ministerio de Fomento. Con estas condiciones quedan há- 
biles para adquirir toda especie de propiedad y acciones en 
las minas (2). 

Los extranjeros, para disfrutar de los derechos que les 
otorgan los tratados celebrados con la nación á que perte- 
nezcan, necesitan inscribirse en un registro que lleva el Mi- 
nisterio de Relaciones (3). A los que carezcan de la certifí- 

(1) Circular de 28 de octubre de 1871. ( 

Í2) Ley de 1. ^ de febrero de 1856. Art. 6. ^ , C<5digo de Minas. 
(3) Leyes de 16 de marzo de 1861 y de 6 de diciembre de 1866. 
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cación de haberse matriculado y que se sepa que no son 
mexicanos, se les tratará conforme á las reglas del Derecho 
Internacional; pero sin gozar de ningún privilegio especial 
concedido á los ciudadanos de determinada nacionalidad, ó 
sea, como individuos pertenecientes á Estados con quienes 
México no tenga celebrados tratados de ningún género. 

Los extranjeros podrán ejercer toda clase de acciones y 
derechos por ante los tribunales y demás autoridades del 
país, á reserva, en caso de litigar como actores, de ser arrai- 
gados ó exigirles fianza de daños y perjuicios si el demanda- 
do lo pidiere apoyado en que esas mismas restricciones se 
exigen á los extranjeros en el país del actor (1). Solamen- 
te los domiciliados en la República tienen acción para recla- 
mar el cumplimiento de obligaciones contraídas en el ex- 
tranjero, ó los que den fiaoza por el equivalente de lo exigi- 
do y los daños y perjuicios. Pero no pueden demandarse en 
México las obligaciones exigibles en determinado punto del 
extranjero (2). 

El art. 19 del Código Civil del Distrito dispone que el que 
funde su derecho en leyes extranjeras, debe probar la exis- 
tencia de éstas (3). 

El comercio marítimo entre dos puertos de la República, 
llamado de cabotaje, sólo puede hacerse por buques naciona- 
les (4), siendo el capitán ciudadano mexicano (5). 

§iv. 

Diversos sistemas. 
Un hombre puede hallarse de paso en un lugar, teniendo 



(1) Art. 496 del Código de Procedimientos Civiles. 

(2) Código de Comercio, arts. 726 y 727. 

(3) Bivier en su nota relativa al par. 11 de Asser, opina que los jueces deben apli. 
car de oficio las leyes extranjeras, cuando así lo ex^an los principios de Derecho Inter- 
nacional Privado; pero no es aceptable esta opinión, porque supone en los jueces una 
obligación] ilimitada para conocer el Derecho de todo el mundo, cosa que es moralmen" 
te imposible. Por .otra parte, casi todas las legislaciones y autores consignan el princi. 
pió del Código Mexicano (Véase Bouvier, A Lav Dictionary, Word, «Conflicts of lawB,** 
donde se citan multitud de autores y disposiciones en confirmación del principio "Foreicn 
laws must be pro ved as matters of fact.>< 

(4) Acta de navegación de 1854. 
(6) Código de Comercio, art 1,064. 
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Bü domicilio en otro y perteneciendo por nacionalidad á otro 
distinto. También se pueden poseer bienes en diferentes Esta- 
dos y tener relaciones jurídicas con personas domiciliadas 6 
pertenecientes á varios países. En todos estos lugares pue- 
de haber leyes sobre la misma materia, y como es preciso sa- 
ber cuál de las legislaciones debe tener preferencia respecto 
de cada punto determinado de Derecho, se hace indispensa- 
ble establecer las bases de donde puedan deducirse las reso- 
luciones de estos conflictos. 

Al efecto, los autores han escogitado diversos sistemas. El 
más antiguo consiste en considerar que cada Estado es arbi- 
tro absoluto de las cosas y personas que se hallan en su te- 
rritorio, y que es una mera gracia ó concesión suya el permi- 
tir que las unas presten ciertos servicios, y que las otras dis- 
fruten algunos derechos. Inútil es decir que esta téfría, que 
68 en sustancia 1$ del Derecho feudal, en un sentido absolu- 
to, es contraría á los principios sociales y filosóficos que pro- 
fesa actualmente el mundo civilizado, porque la soberanía te- 
rritorial tiene ahora muy diversa significación. 

Sin embargo, Félix (1), modificando el mismo principio, en- 
seña que cada nación tiene, en virtud de su soberanía, el de- 
recho de reglamentar todo lo relativo á las personas y cosas 
que están en su territorio, y concluye: "que el hecho de per- 
mitir una nación que en algunos casos se apliquen leyes ex- 
tranjeras, es una pura concesión, que sólo puede extenderse 
hasta donde ella lo consienta expresamente, debiendo servir 
de temperamento la recíproca utilidad internacional y el evi- 
tar los perjuicios que, de observar una conducta contraria, se 
seguirían á los miembros de todas las naciones, cuando asu- 
mieran el carácter de extranjeros." 

De esta teoría, se deduce, por lo menos, que el derecho de 
los extranjeros á gobernarse por sus leyes en determinados 
casos, no es perfecto, puesto que depende del soberano terrí- 
toríal, sin que se le pueda exigir en justicia que lo consien- 
ta ó permita; pero en tal supuesto se arruina por completo 
la noción de Derecho Internacional Privado, porque resulta 
que es solamente un derecho gracioso, que un realidad no 

(1) VoL I, Chap. ni, núnu. 0—11. 
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68 derecho, como que se ocupa de facultades que no son corre* 
latí vas de obligacíoiies. Es muy cierto que en dkda nación 
no se dá más efecto á las leyes extranjeras, que el que ella 
misma permite: pero se trata de saber á cuáles está obliga- 
da en justicia á conceder ese permiso de extraterritorialidad, 
y por lo mismo, no puede servir para establecer el fundamento 
de esa justicia, equidad, ó conveniencia, el tomar por punto 
de partida que el hecho de la admisión depende del soberano 
territorial. 

Ya se sabe que el Derecho Internacional positivo de )in 
país, es el establecido por sus leyes propias y por los trata- 
dos que tiene celebrados. El jurisconsulto mexicano, en es- 
te concepto, tiene que estudiar, ante todo, los derechos que 
á los extranjeros concede el Código fundamental y lo que 
sobre ^ particular establecen las leyes nacionales y los trata- 
dos. Pero la cuestión es, vuelvo á decirlo, conocer los princi- 
pios cientíñcos para poder aplicarlos en el silencio de la ley 
expresa, que será lo más frecuente, no habiendo en la Bepú- 
blica código de extranjería (1), y no estando comprendidos 
todos los casos en los Códigos que existen. Se trata, en fin, 
de estudiar el Derecho Internacional universal, que es el que 
tanto ejerce su influencia en México, codio en Asía y en Eu- 
ropa, y que descansa sobre bases comunes á todas las legis- 
laciones del universo. 

Este Derecho no depende tampoco de la contingencia va- 
ga, incierta y movediza de la reciprocidad. Debe estable- 
cerse una regla fíja, sea cual fuere la conducta de las demás 
naciones, y prescindiendo de lo que en ciertas oportunidades 
puede practicarse por vía de retorsión, que ya entra en otro 
orden y categoría de ideas. El sistema de la reciprocidad 
puede admith-se para muy determinados casos: para que sir- 
va de base á los tratados, pero no á un código ni á toda una 
jurii^prudencia, porque además de estar muy en descródito 
para con casi todos los tratadistas, se percibe sin gran esfuer- 
zo que coloca esta parte del Derecho en tal grado de incer- 
tidumbre, vaguedad y anarquía, que quedaría convertida en 
un empirismo casuístico que exige el conocimiento de todas 

(1) En 15 de octubre, presentó á la Cámara de Diputados una iniciatita á& ley ^e 
•ifcraqjerla el señor Ministro de Balaciones. 
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las legislaciones del munáo, vigentes al tiempo de la resolu- 
ción de que se trate, en vez de ser un conjunto de reglas 
científicas y fijas, en virtud de las cuales deban decidirse los 
conflictos de esas mismas legislaciones. 

El sistema de un presunto pacto es tan impropio, apli- 
cado al Derecho Internacional, como lo es, aplicado al Público 
Interior. ¿Es acaso posible que las presunciones de convenio 
y aceptación tácita^, sean la base y origen de un código? Ni 
los tratados internacionales de otras naciones, ni la voluntad 
presunta de las partes, pueden servir de norma constante 
para establecer jurisprudencia en la universalidad de los ca- 
sos. 

El Derecho Internacional es de dos maneras: necesario y 
voluntario. El primero es el que no puede variarse, siendo 
uniforme en todas partes, como el que condena la piratería 
y el tráfico de esclavos. El segundo es el que depende del 
consentimiento de las naciones, como sucede con la partici- 
pación de los derechos de ciudadanía á los alienígenas, me- 
diante tales ó cuales requisitos; y no repugna, por lo mismo, 
que en un lugar sea de un modo, y en otro viceversa. Pa- 
ra establecer el necesario, no hay que recurrir á la hipóte- 
sis de los pactos, puesto que aun dada la voluntad expresa 
de quebrantarlo, no por éso quedaría derogado é insubsisten- 
te. Kespecto del convencional ó voluntario, no se puede pre- 
sumir pactada» nada, porque los interesados podrían haber 
concertado el «^ ó el no con la misma facilidad y licitud. 

Por lo demás, así como los contratos privados no podrían 
suplir la legísldción civil, así los tratados internacionales 
entre Francia é Inglaterra, no podrían arreglar las relacio- 
nes entre México y los Estados -Unidos. Las presunciones 
sólo pueden dar servicio en muy señalados casos, en que se 
presume pactado lo más conforme á la equidad En conse- 
cuencia, jamás podríamos salir de este círculo vicioso: es jus- 
to y racional lo que se presume pactado, — se presume pac- 
tado lo más justo y racional. Lo primero, pues, que nece- 
sitamos saber, es la regla para distinguir lo justo y racional 
en la materia de que se trate: que es volver al mismo punto 
de partida de nuestras investigaciones. 

Otros han dicho que la justicia universal y la pública 
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utilidad del común délas naciones pide, que en cada país se 
dé efecto extraterritorial á las leyes, de cierta índole, de las 
otras naciones. Para determinar esas leyes, han recurrido á 
clasificarlas en grupos diversos, y á ese fin, han ideado el sis- 
tema de los estatutos. 

Todas las leyes, se ha dicho, ó ven directamente á una per- 
sona, áunac^saó á un acto. Las que se dirigen á ordenar 
la persona misma, independientemente de las cosas y de de- 
terminados actos, forman un conjunto de disposiciones á que 
se ha dado el nombre de estatuto personal. Igualmente, 
las leyes que tienen por objeto ordenar las cosas, que las 
afectan á ellas directamente, sin cuidarse de quién sea su 
dueño ó poseedor, nacional ó extranjero, mayor ó menor, etc., 
forman otro grupo muy diverso que se llama estatuto real; 
y por último, las disposiciones de cada legislacidn, relativas 
á la forma de los actos, independientemente de la persona á 
quien se atribuyan y de las cosas que puedan tener por ob- 
jeto, verbigracia, las reglas del enjuiciamiento, un acto de 
última voluntad, etc., componen otro sistema de leyes ente- 
ramente distinto de los anteriores, y que podría llamarse 
estatuto formal, aunque otros le denominan estatuto raixtOy 
porque creen que las disposiciones de que se forma, partici- 
pan de la naturaleza de las reales y personales. 

Hecha esta clasificación, proceden á dar las reglas para 
aplicar la ley nacional ó la extranjera, estableciendo en se- 
guida las excepciones y tratando de probar, cada uno á su^ 
manera, si las disposiciones relativas á tales y cuales puntos 
del Derecho, pertenecen mejor á un estatuto que á otro. 
Esas divisiones y clasificaciones, excepciones y contraexcep- 
ciones, dan pié á multitud de sutilezas y reñidas disputas, 
pues basta cambiar el punto de vista en que el observader 
se coloca, para hacer variar la realidad, personalidad ó for- 
malidad de un precepto legal. 

Por otra parte, sólo los tres estatutos d(j una misma na- 
ción se corresponderán con alguna exactitud; pero no pue- 
de estar en armonía el conjunto de leyes reales de Francia, 
por ejemplo, con el conjunto de leyes personales de China ó 
viceversa, sino por una rara casualidad. Viene entonces for- 
zosamente la insoluble dificultad de saber si la ley de Fran- 
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cid, invocada por un francés en Pekín como personal, lo es 
así 6 real» como lo pretende su contrarío, apoyado en la ley 
territorial, para hacer que se aplique en aquel punto el 
código del Celeste Imperio; y como tal controversia haría 
retroceder en cada caso la cuestión á un terreno muy abs- 
tracto y cubierto de nubes, más espesas quizá que las que en- 
vuelvan al litigio primitivo, se palpa la ineficacia de la doc- 
trina de los estatutos, que descansa en una base movediza y 
en una hipótesis falsa, cual es, que por la filosofía y por las 
legislaciones positivas esté perfectamente deslindado el cam- 
po de esos grupos artificiales en que se ha querido repartir 
el dominio del Derecho. 

Las reglas cardinales del sistema de los estatutos, prescin- 
diendo de la dificultad de reconocer cuando una ley perte- 
nece al uno ó al otro, son muy perceptibles y lógicas. Las 
leyes personales, dicen los estatutistas, sea que provengan 
de la nación de que es originario el individuo de que se tra- 
te, ó de la de su domicilio, siguen á la persona adonde quie- 
ra que vaya. 

Las leyes reales deben aplicarse á las cosas que están en 
cada territorio, y las da el soberano territorial, salvas algu- 
nas excepciones relativas á cosas muebles. 

Las leyes ferales y de forma, son las del lugar en que pa- 
sa el acto y, algunas veces, las de aquel en que ha de tener 
efecto legal. 

"Las personas están sujetas únicamente al soberano de 
la nación de que forman parte, dicen los modernos partida- 
rios del principio de nacionalidad, porque el hombre, en tan- 
to 09, subdito, en cuanto libremente pertenece á una aso- 
ciación, que puede dejar cuando le plazca y convenga á sus 
intereses, para entrar en otra. "Estos son los principios del 
derecho social moderno, á diferencia de los del feudalismo, 
que hacía muy secundarias á las personas humanas respec- 
to de las cosas y del territorio: el soberano del territorio era 
soberano y arbitro de las persorías que en él se hallasen, por- 
accesión, como si se tratase de un apéndice que debía se* 
guir la suerte de lo principal, n 

"Hoy es lo contrario, las personas son lo principal de un 
Estado, y el territorip y las cosas son lo accesorio ó menos 
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principal: la nacióu ia formaa los ciudadanos, y loa hom- 
bres reciben la ley del Gobierno que ellos mismos se impo- 
nen: luego el estatuto personal del lugar de que cada uno 
es asociado debe primar respecto de su persona, y no la ley 
territorial. Viceversa: la soberanía territorial, se ejercs pre- 
cisamente sobre el territorio y sobre las demás cosas que lo 
forman y están ligadas con él. No se puede ejercer esa so- 
beranía sin dominar todas esas cosas, que por lo mismo no 
se pueden eximir de sujetarse á la ley del señor de la tierra, 
si no es en aquellos casos en que por estar unidas con una 
persona, desaparezca, por decirlo asi, la consideración de cosa^ 
y formen parte ó sean accesorios de un individuo. En esta 
eventualidad, deberían regirse por la ley que gobierna á la 
persona misma, ti 

Estas razones son mity buenas en contra del sistema feu- 
dal ó realista puro, respecto del cual la teoría de los esta- 
tutos fué un verdadero progreso humanitario, porque se co- 
menzó á delinear con ella los principios de la ciencia actual; 
pero en la práctica ese sistema es absolutamente ineficaz, 
porque no se puede distinguir con claridad cuándo una ley 
es puramente personal y cuándo es real ó formal, y los mis- 
mos estatutistas no han podido jamás ponerse de acuerdo 
sobre este punto y formular una regla clara é inconcusa, 
llegando algunos á sostener que, según como la ley mencione 
en primer término, la persona ó la cosa, así será de el estatu - 
to personal ó viceversa, aunque el asunto sea el mismo (1). 

También teóricamente es impropio el sistema de los es- 
tatutos, porque si bien las relaciones internacionales deben 
fundarse principalmente en las leyes personales del indivi- 
duo, una nación no está obligada á dar efecto a disposiciones 
extranjeras en su territorio, cuando sus intereses públicos 
sean vulnerados por ellas. 

Subordinadas á esta última consideración deben estar 
las ideas de leyes personales, reales ó formales, porque nad^ 
importa que una ley-sea personal si trastorna el orden pú- 
blico, para que el sjberano del territorio tenga derecho á 



(1) Bartolo decía: ••Primogénitas succedat,ii w un estatuto personal.- -••BonaTeniant 
ad prlmogenitum,!! es un estatuto real. 
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fie 

impedir su aplicación, y viceversa. Supongamos que un 
n éktoiti|e90 i dañ^: . .á o t ro , mi -M ) Y>^vfim%f' f }p4v^4^)^\^%\fñ\%'^9^ 
'(}&tey !que| Deprima y, casiljgjtie t^l-t;^Jio>., ij^ft. i^s^df^uimWW^ 

che de a,ip\ic&f'á^.ñ^(>Bíeiim\iA9i\^f\kifiyi\t^ 
n<i©leé^vioh»r^.ttl»D<?Tech9 nl^ábliqp / ;^l tóo;?íi^^ 
o,^jicpriqo¿ mq baídé^teHier t }>ipotec¿; J# mVÓ^^ ^^fW?*ff^fifj<>J?f ® 
cJw.bieiiesf raíce8ídejdaiiíiaric}%ít*ít)bién ^^h>^Í5^jíq,^|8jií.^í^{^^ 

'í^iiííártíjefapufifiítosedfibHiíajfcpwoíí^n'U pí!ii|^D¿9Í fte^^PíflfflW** 

yuges en el país de la sitiiacióu;^.flft-^íÍÍ)a%/jííq^g¡|^^^ 
K<iQ|t9mtt de'e!)tad)utus( idi^b^riéí <iiriii4po^;i^r^ ^\\ rf^f^fí^ HB^^^^°* 

'>iH6bKfOf>del lbgair|dopd^ sfiídiefí^ efoaA9|) ^ir;gii^4Í9ffÍÍ)l7ftj'» 

.í-iefkróiibaBa^aieD^o, porj «tmí part^ey ,^js^y . j^sbQ.yj^^fj^j^^vQ 

niqi»élaaiuajeí'/difl&utam}deh««,pniyilí'g)^e)%j^ 

oqp©áav en| noqspfi«üi>éÍ»'Q<^i J ti» áttiPÍW; j d^írj^chfts yj^f^f Sífe ^9^ 




•lEste Altimt><eaaanpiálmó8j) etoftmfi^tfe «J.J>rifi9ÍfSQ3.»c5i^ñ*'^ 
irpapi 8ajcud¿r el yugó dfeJa .tíadiriónj8fi{3i^%,íti,if j^pqji^ji^a 

^eyii^inceitDientf á l<«í(jit)mMe,bie$i np , ^\m^\ nlflrl^fiTOÍ^W'- 
.%ail ipiriiBidipio fijlé el id^l itiícr^i? < ^mrqlf 4.,.cval)^p ¿l'fj^^mle 
jteiijando se ¿rkta de hipoteoaa^.porjc^u^ ^^'^^ilT^^h^PAt^j^^ 

lüena : conexión. íiitim^ cot.U)0lnUiáis.grate;^{M4l^r<^s^?ifÍ^ miR^' 
'ciédad; yioüandoiseitrat^ d^ ¿?eTiV^v|n^b{ije^,,pí>^jqM^^\gs^,tó^ 

.:jrelajfciyas á óstíití. .tíeiien por,i)bj^to¡^u'iafut4?i{;^*F^)W5fiVftf 

predios á.aefligaW^íP deiqíugtíQ iq^e /^OR.iujCoivfiíVt^ipj^^.^jCpii 

Híil sisieüía econdmico ^tlejl paía.; ^'Pera, <pí^gu.u,tft,.¿tmj9L^eiá- 

-jifión tiene icón la n ti lidíid; pública de uí^ I^SM^vftu^^j^gwpo 

• legué el inmiuebid que. tf^ngaen él, áijín tío iQfjcvr,qJUf^,^j5»ú 

i8í)brÍQ0, qut> es ál que llama la ley. territorial, gjL.j^p^i^ jr.9^0 

O) V^ase «u tratado ..Syste - de hcutigen I?oemia<5heii '&ec\xü\^[^'] '' "*^*'' ^j' 
(D día Lehíe von der Ck>lIidion cler Gamím. 
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' íBOri igualmente forasteros? Cuando yo hago uDa donaatSn 
Apeisoaaque me es ingrata, y jKir esta causa puedo re TO- 
^la, ¿qué aventaja el país en que está la ñoca objeto de 
Dli muniticeDcía, cou que quede subaisteute/" 

vEstaa reQexiouea son justas, aunque en desacuerdo coo 
' It^ tradicióu y no han sido todavía atendidas por completo 
' «u ia» legislaciones modernas, no ya en las de procedeocia 
hi'glesa, que tanto se han apegado al sistema feudal, pero ni 
én joa países dondo ñgen los principios del Código Napoteóo, 
Kstro, y exceptuando Italia que ha adoptado en 
s más liberales. 

pió del interés públicc^ lo mismo que las re^^Iaa 
utos, no podrían bastar por si solos para resolver 
iflictos que se presenten, porque el concepto t^ue 
I algo vHgr y se presta ti equívocos é iluñooes, 
ttunhas veces, autores que estáu de acuerdo en 
o, no lo están en sus aplicaciones, porque el n^io 
;eré3 público y muy relacionado con él, lo que si 
otro parece interés puramente privado, 
'I ' '-'Dadoi que la ayuda de ese piincipio sea de mucha ts- 
)\ÍMíeia preciso no desatender en su desarrollo las reglaa de 
'<'U Moral y de la Filosofía del Derecho, principalmente aque- 
■■ '''41afi que son la base del romano que ha prestado tantos ser- 
Vticios á ta humanidad. En segundo lugar, conviene fijarse 
'.•a ia noción precisa de Derecho Público para distin^ir a- 
'!qu«llo que está en mano de los particulares dispensarse, 
'cuando sea contrario á sus intereses; no olvidando tampoco 
i^ue aun el mismo Derecho Publico positivo debe estar cal- 
cado sobre la moral y la justicia, porque no serían verdadero 
Derecho Público, las prácticas de un pueblo que exigienu 
' rócríScios humanos, ni habría obligación de respetarlas. 
Ya hemos dicho en otro lugar (1) que Derecho Piiblicoes 
el conjunto de leyes ó disposiciones que arreglan las rela- 
ciones de las autoridades entre sf , ó de las autoridades con 
' los particulares, enteudiéndose por autoridades, todos loa in- 
dividuos que desempefian algún cargo ó empleo público. Es 
Derecho Público el Internacional, y -se reputan también co- 

<1) PrslagiSoiCRiM de Refecho Iiitcroacianiil. 
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mo tales, por eska consideración, el Constituciünal, todas las 
ramas del Adtninistrativo, como el de Policía, el Fiscal, el 
Militar; el Marítimo, el OÍ4ninal y el de Procedimientos Pe- 
nales y Civiles; quedando solamente como Derecho Privado 
el que arregla las relaciones de los particulares entre sí; pero 
aquellas relaciones que no tengan conexión con el orden pú- 
blico bajo ningún concepto, ó sea, el Derecho Civil propia- 
mente dicho y el Mercantil. 

Debe advertirse que en los códigos ó compilaciones que 
traían de cada uno de ^stos ramos, suelen hallarse náezcladas 
disposiciones que se pueden clasiñcar en las de otro orden; 
es decir, en lo^ códigos de Derecho Público, suelen hallarse 
disposiciones del orden puramente privado y viceversa; pero 
la generalidad está en el Sentido antes indicado. Sin em- 
bargo, las prescripcionea de tn teres purainente privadoi las 
3üe pueden renunciarse por aquél en cuyo beneficio han si- 
o consignadas, deben reputarse por pertenecientes all Dere- 
cho Privado para los efectos de la doctrina antes sentada: 
sea por ejemplo, la responsabilidad civil de los delincuentes» 
que se fija y regula en los códigos de Derecho Penal. Vi- 
ceversa, las disposiciones que se encuentran en los códigos 
de Derecho Civil, relativas á la autoridad paterna, á la ma- 
nera de celebrarse los matrimonios, &, son de Derecho Pú- 
blico y no podrán alterarse por las prescripciones del derecho 
extranjero, haciéndose aplicación de ollas ó dándoles efectos 
jurídicos en nuestro propio territorio. 

Concluiremos este punto trascribiendo aquí las palabras 
de Fiore sobre la distinción del Derecho en Público y Pri- 
vado, como fundamental para decidir los conflictos entre le- 
Sislaciones: «Querer enumerar de una manera precisa las 
isposiciones de una legislación que pertenecen al Derecho 
Público y las que pertenecen al Privado, es una tarea casi 
imposible en la práctica: es, por decirlo así, toda la ciencia 
del Derecho, y sólo puede conseguirse sucesivamente; pero 
no debe Címcluirse por éso que no tenga una base científica 
y una grande importancia práctica Las leyes tienen por 
fin arreglar y dirigir las relaciones sociales, y como los inte- 
reses y relaciones son de orden y naturaleza diferentet. las 
leyes son también de orden y naturaleza diferentes. La 



í. I 



■í 



• 28 

I AiÁÚnUjÓn entra !ás ky«a .que ti?pi^»j.j^pr.olgékqjl^ Pl*^- 
'tiiaacñín pulí tica' jy tí !pcidQrp6l)l¿poh qy^^^^íj!^' istatfimiTffi' 
' ^uhlicíB. spectáity .j ha: .^¡^bWrCi^B^, píora .pr(>tjf^t*r^ U^Sj.íp- 
"'toreses de liis qpájuculf^r^ eq su9:]3^utu^a'rela<^<V4^S;^gtfod 
' '4X^.:BÍmgitlarefrL- ftíitilitaUm w^ ,,Y4P%.,j4i- 

/fefrncia. vólauréntB de pal^bfa^, .api^o. Mi^a clc^^fig^p^p^.^^i^- 
dameDtal couocida por los jllri6QQQ^3i|ltp;B d^ Í9f49Í^^}: mua- 
^>i^..\i.. Admitida éslajbtsei bást^qo% jtJeciicf^^isi^u^jj^lta- 
i'ídMl ppáctiews cüí)si«t€»>€j» quft pÍ9g^D^ ,3rfiíijippia..j9 j^mjga- 
;ícii6n pn^de &acei*SQ p^c i^8 f^^tÁc^I^r^s. 4 iai9j«yi^s,;4é],;t|^e- 
o^okó' ^i%Wieo; mieiíWikásqu^jU^í<jtfl.fl)/tór^f!^ É^Y**4í^i Rft^v?** 
uey »»nufi«iadas <fi<Mr/kí8^ 0íÍaipW;A/qujo?ifay9i^;jP^t^-ef|^ 
(da8.»^^usn¿do. lkai)ra;dciid» <d^ qu^ upai^i^poai^i^ 'i^fi^^y^ipA 

ÍC8 wíVir áe ¡sal vmxHtvoiaí ^ó jx^ ^r^^^.^íÍYftííSí^f ^»IPflffis^|W<> 
'xlel ( Ibg^ deode jd«l^ «p}i^¥iü9« .^f \ ,ú,ij4^ ¿í^;? |5jpí*l?J^^A^ 

*'-'" ■''''•'■' • -i '- -s'l >j:I -lo.: < >7i:rwj;^: .i.,tí. j, ,,^, , (,^jf^ 

' ' • ■ • 
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.s;;.;j2feR^::l?Rll«lE|?o:'í"r^:i:.;:: 

Conflictos en materia civil. 

najara trataremos á'^'lbá d6iiflfet(6s éti materia dvíl; feo > i¿ 'áé* f 
g.vl'Qdá de los conflictos en materia tótencátitilí y' á^iM|vre^proí*í> 
pijamente el Procéd\mf^ntq r 'eM>éí^chbi Ferái tiétiéo poecf> 
qu9 estiiáíar fcajo él' puntó dé Vístá'iútirnáciotot.'pw fiísr^dv}} ' 
ordéñí público cásí tóíl^s sué ipáhíféstaciónes;coñip1utiíarei]|i9tí< 
nuestro cuaítrrt dedicando á Jos conSidtbs'de ese drdett' lo8|> 
dos últimos tib^rós. ' í. ; .: : M 

T*odo6 los institutiataa del Derecho Oitil, lo dividen gene'^,' 
rál¿bente en Personas, Cosas y Obligaciones, poniendo en ca- 
da una de estas partes las mataríais qtle les corresiDotidf.ii -é^ 
qup. tienen alguna analogía cdti éflás. A ese rñ^tbdó tíos* 
acomodaremos nosotros, tratando pmñel-amenté del estado 
y capaeidad de ías personas y de !ós dlefecho» dé familia ' » 

pondremos en párrafos separados ío cótícetñieilte á la il¿»» 
gislación mexicana ¿ de Jalisco, cuándo su impotí^ani^ifi óln' 
naturaleza del asunto )o requieran. •' «f 

;]E1 conjunto de cualidades y ficúltádes qiié[ ^jeitieoéceb ^V 
cííídf^dario y qué forman la baí^e dé su« d*»r4éfit>b pótítí^os/ 
cohs^ítuyén su estado públícb. El coiijKnto dei'cuaHdí^dea'y' 
facultadíes que la ley 'atribuye á'cadá individuó, én m eatidad^ 
do persona, determinan su estado privado. * ■ ^ ♦ -'r' 

1 ^": I / • •/ -- 

< 

' ^ ^ ( , , . . • ' . I 

'"^ "' .'" ÜÉLtóTiliO I^tÍTÍCOirfeiLAS^PBisOKlS. ' v. m. . í .■; 



«*-•'. ,' 


1 


» • t 


fi' : .' 


j •. . ' 


'■.\ 1, 


* f. ».»ji 1 ''> 


/ 


• , >'. 




r 


• r 1 




»ll', ''¡'ill'i ..»►• 



Nacionalidad es la cualidad que hace á una persona «úb- 
ifito'de'iitk país ioon obligación de í^spetat süá Ife^es donde 
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quiera que se halle, como miembro de él. La ciudadanía e» 
la cualidad que atribuye á los oacioBales de \ny Estado, el go- 
ce de los derechos políticos. Kl estado pñbllCíO de una per- 
sona es su calidad de nacional ó ciudadano de determinado 
país. 

Es indudable que nadie puede disfrutar de los derechos 
políticos de una nación, sea en su totalidad como los ciuda- 
danos, sea en una parte como los nacionales ó subditos, que 
tienen derecho á la proteccáón de su gobierno en cualquier* 
territorio que pisen> sino conforme á las leyes de esa misma 
nación, porque esas leyes forman parte de^u constitución, ya 
que en ésta deben consignarse las cualidades que se necesi- 
tan para ser miembro de aquella asociación y los derechos, 
que por serlo se tienen. 

Luego, la nacionalidad y la ciudadanía se determinan por 
las leyes del lugar en donde se ejercen, que será regularmen- 
te en la residencia de la persona. 

Puede acontecer, según esto, que un individuo siendo ciu- 
dadano de una nación y que conforme á sus leyes no pueda 
adquirir otra nacionalidad ó tenga que cumplir antes algu- 
nas obligaciones personales, se traslade á otro país y adquie- 
ra la nacionalidad de él, conforme á sus leyes, despreciando 
las del lugar á que antes pertenecía La jurisprudencia uni- 
versal ha decidido que queda nacionalizado en el segundo de 
estos países, mientras resida en él, de manera que no pueda 
ser extraído para obligársele á cumplir los deberes políticos 
que en su primitiva patria había contraído (1). 

Cada país es dueño de dictar las reglas con que admite en 
su seno y participa á los extranjeros sus derechos políticos ó 
de ciudadanía. La tendencia actual es á facilitar esta par- 
ticipación que favorece el aumento de población, y como las 
naciones americanas la necesitan, son las más liberales con ella, 
habiendo algunas en las cuales basta el hecho de una sim- 
ple manifestación, para que la nacionalidad ó ciudadanía se 
adquieran (2). La ley del padre legítimo ó del natural re- 
conocido, determina la nacionalidad del hijo, cuando el padr& 

(1) Calvo, Tomo I, página 184. 

(2) Sobre la manera de adquirir la nacionalidad en diversos países del mundo^^ Wk- 

96 á OalTO, Tomo I, párrafo 188. 
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Y el hijo residen en el mismo pais de la nacionalidad del pa- 
di»; de lo contrario, es prefei^nte la ley de la re8Ídeiio¡ar4fl; 
hijo. Antiguamente la ley inglesa atribuía la cualidad q^- 
ciudadano de la Gran Bretaña al hijo de inglés nacid^tiien 
tonitorio extranjero. Se suscitó la cuestión, á propósitp de,, 
un individuo nacido en Buenos Aires, cuyas leyes repfuta¿, 
ciudadano al allí nacido, y que no quería ser engancHaido 
en la milicia de la nación. Lord Palmerston reconoció píor £p 
que no podía sustraerse de esta obligación, mientras residie- 
se en el lugar de su nax;imiento (1). 

Los hijos menores de un francés que se haya naturalizado , 
en Italia, serán franceses si residen en Francia (2) é italia-' 
nos si residen en Italia (3), porque las legislaciones de' am- . 
bos países son opuestas en este punto. Pero la generalidad 
de las naciones admite el principio de que los hijos menores 
sigan la nacionalidad del padre (4) con todos los cambios 
que éste suñu, si bien no puede darse á estas mutaciones un 
efecto retroactivo respecto á los hechos anteriores (5). 

Es cierto que la cualidad de nacional de un país debe des- 
pender priucipalmente de la voluntad del que la tiene Ó 
adquiere, conforme á los principios expuestos en el tituló 
preliminar; pero también es necesario convenir en que los 
niños no tienen una voluntad perfecta, y que la ley en todos' 
casos atribuye el derecho de completai'la (6) ó manifestarla á 
los padres. Por otra parte, sería impropio que en una misma 
familia y tratándose de derechos y obligaciones correlativas, 
se aplicasen dos leyes diversas y quizá contrarias, si no es en 
el caso en que el mismo padre explícitamente hubiese re-^ 
servado & sus hijos la nacionalidad de orgen al adquirir él, 
por naturalización, otra diversa. Creo, por consiguiente, más 
adoptable el sistema del Código'italiano y de la ConstitiíciÓn 
de México, que el del Código francés y la opinión de Fiore. 

Algunas legislaciones hacen al hijo natural, de la naciona- 

(1) William Beach Lawrence, Tomo in, pág. 204 y eiguiente. 

(2) Alt. 9.0, Código francés. 

(8) Art. 10, párrafo 4, Código italiano. 

(4) Art. 80 de la Constitución Mexicana. ^ 

(6) Art 11, Código italiano. 

(6) La patria potestad, ••anctoritas paterna", viene de la palabra latina "aq^flM, en: 
yo nipino es ••anctam", qae significa "aumentar". 



pW|pl*iáridB'ltí|feíMffe'Wl%ielíMÍi(^'^ 
pftóiér'i-eéono6imienW'íid(Í¿iritílílí.l' ■■■^t'^u-c-u.' .úU-.^f .„, .un. 
' de ' HaicÍAnatidttd;; iddicaao^ - 
wíiííiidii to (2}. ' ! ■ 'Fniptiftí, ka 

■<leclarafd<í!qiié.r6putiiÉHaii - 

ñEiAKk) á'ittaipedn^^'RéilMai^ 

jUt'flic" ■■^n'd ai 'ínjo' de'jtííy ' 

lacidó efi '■Méiítti; IniéntlfftS! 

coiny'por'lá' v^adré' 'tü^tf'l 
njuentralí, ^ esf as' circUliS-" 
►litbstíe liis'txíBferVatíos-lRír^ 

tí''stistériers3' (ute' \&. iriajüt','' 
aHotiáHdá^ dfel •atrindoXiy: 
H lifttUi^lizatWri '(teJ matídík' 
Sdigtt itáliat^'lo Üetílafit á^' 

Qiíoioti'stt'ptifii^tWit'íia'ería'í 

'sti obligada Jt ■fid^mr''A''¿tí- 
í nícncs dé pfttito ErfitéH^ipt' 
ri de Ida tfiboaftW;' tó Wlal 
indica que con excepción do pj<t,03 casos, adquiero la naciona- 
lidad del marido. -,■.■■ '',.,'',!,',;•',/'!',. ',,/. j,! 

<1) Dmll. I. Prin; nüm. CXXXL .■■■;■ I' -. ■ .-j. .-..i :' ,',.■■.■,/ (n 

(I) Resoluciones dol Instituto da D. I, (Anannire (W'lWsíi 'InlefAaUoriit Itm 
T..piie; -CT). ftlimtóchH. OW. HottL,art:siW1)íí. ■ ^ -. -:■: ' -I <^-,' 

<q nrochor.T.pJg. 70. -VdaaeelpinWoíólírefWsadBiW tapj'tóí.- - ' " t-""-' - 
(*) Alt. Il.Ciíil, it.-art. 19, CJd. Nap.-- .Stitut Tanci.8 Viclori.i, chnp. Rl. «rt. 11 
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QMflrpw ) mftsii«?^<i^i «ííftt^i^ji^^ae »a4?i,Qíiaija^g. ^ copy\^^s y ios 
hijíifft wwresi «pift ^l ,GW»l^<?i ^eí pa4re^ ^ rpa,^ ji, reea^i á )ta^. 
im^^ft,patói^ (&€^l> 5íc, Es^ j^^ap?^deíl9?L9• Yf Ae: ^fj^ierdo, cqiaj 
el I^QWfsi^iqf ^ qw Uv&miíjía debe ^tar^iyeta4.^W spta;J,^7. 
gi¿l8ei<^i!^>Sn,4e. ^iritaj^iwJisiopies^utre .Ip^ iiefceries y deri^-j 
choB dQ)|Q0 miftiubms que laf fiíi7flL9^ tiepQ pn sucon-^^ 

tmip,ijmeroaos,.opo8ÍtQyes (l).'^ .\ • \. . , , * 
;.^JDe;:s9fta^^^ alendo^ coiyóracionés fórmáx^iio 

pí^»,,^rjéipíieD intereses privados, tienen lánácí(maÜdad' 

q0^)á^ I¿Y,4el lugat qijie lé^ dá existencia. Si el ^establecí-' 
ni;iMjt¿,pfi,jBÍ4Q áiudad^ por tina ley extranjera, $u peisotiá-' 
lidaid será extranjera, porique lá naciónaflidad de loá índivl-' 
duosyque entran, e^ la corporación no influye en la de la persó^- 
na'mojra,!.^ Así se decidió por la Corte dé -apelación de Roüía 
q1 t dé féb¿éro de 1$72, en ¿1 asijnto del ••Motíastério de seí-' 
ñorad irajacésás».. 

"-.^''.••■.^-■■^ CAFiTXJLOrll, • . •• 

- ííhiti 1 o'/:i)-) ^' '. '['t ■■::.•, ••:;-| •..,:; - ;, , , ; .. , , . . ; I . 

Í. r . . • > 

I.- .X. I ■■ . / ..'.!''.,. • ; í : ■. ) . c . . . . . . ' ■ . ■ , • , : f . 

Jllt'!!''"!'""''*! <••,•>.' III. • .'. ' 

Ai\yn\\:i-\\ ' 'ií ■/! ^■ilEXilAiSGENiaU.LES.-- ••> . •■" ' -..'.'i 

; ^^ QStadQievtfil .ó. privado de ibi 'peráfo^a oompuende tódaijí 
»ii^;^V^$JS<}ad»^) j,ii!ii;ídic£^s<i co^O'de. c^sjado ó soltero, de^ hyq 
tegítiWOy»aWM ó,.^pííre9;^de;In¿^^ ó ménór de edad;'4j9 
ausente y sus demias, ;?,ptiíi^4p^lpSf^*^s. , •' ,.. , .. . i .,,,;. 
Todos reconocen que es preciso arreglar el modo dé ser 
jufkÜM de' 1^ persona poc» tUka^<sQ)la ley; para iq«ie Jos. actos 

3ue, por su capacidad, séatítáHífós ^éi^'un-luj^i tío: ^tengan 
iversa apreciación en otro; de fQ''"'óbiífrafib^ .j^on cl'^^ 

•^— .'"w^- .• •( .w: / . .| ,5 ; (I • ■. . ', .'í i. . 

(1) Yéafie sobro esta materia á Foelix, lUivue EtranK^re, IS-lO, Tom. VII, pág. 201. 
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pie cambio de residencia^ de una persona» se alterarían sus 
derechos y obligaciones con perjuicio de intereses de terde- 
ros y mediante el más completó trastorno de latí relacio&el^ 
civiles y la incertidumbre en todas las transaocio&ea \í¿ 
individuo que fuese maybr en un lugar, en otro sería m^^dr; 
El que en su país pudiese contratar como célibe, sin intéis 
vención de su consorte, no sería reputado capaz en otro pSkra 
aquel acto, ya porque se le tuviera como casado, ya porque' 
estuviese obligado en ese último punto, á deferir al conse»-^ 
timiento de otras personas, &c., &c.; por éso casi todos loB 
juristas y la mayor parte de las legislaciones moderníks están 
de acuerdo en la conveniencia del principio- enunciado. 

Pero en lo que no hay una sentencia uniforme es, sott^ 
cuál deba ser esa única ley respecto de cada persona, ni' el 
estado de la ciencia permite sostener un principio como , se- 
guro, por los grandes intereses que militan de parte de cád^' 
uno de los dos principales campos en que sé dividen las le- 
gislaciones é institutistas. 

Savigny (1), Story (2), Demangeat (3), Pothier (4), Wes- 
tlake (5) y otros muchos que sería largo enumerar, sostienen 
entre los modernos, que debe darse preferencia á la ley del 
domicilio de la persona para fijar su estado jurídico, y se 
apoyan, entre otras razones, en que á favor de esta opinión 
está el común de los antiguos jurisconsultos, como BouUe- 
nois, Rodenburgh, Hert, Froland, Bouhier, los Voet., Bur- 
gundius, Huber, &c.; pero Laurent y Basilesco, analizan las 
doctrinas de estos últimos y ponen de manifiesto que mu- 
chas veces, por domicilio, de una persona, entendían el de 
origen; y que en otras se refieren á las diferentes provincias 
de un mismo reino en las cuales, como sucedía en Italia, 
Francia y España de la edad media, había diversos fueros y 
legislaciones, y que para fijar la ley personal á que debía suje* 
társe cada uno, era preciso atender al domicilio y no á la na- 
cionalidad, que era la misma para todos. 



(1) Savigny, System des heutigen Roemiacben Rechts, tom. vm, rsúm. 809 á 

(2) Commentaries on the conflict oí laWs, núxn. 40 s. 
<3) Demangeat sur Foelix, Tom. I, pág. 28. 

(4) Coutume d' Orleans, núm. 18. 

(6) Reme de D. L, Tomo Xni, pág. 486. 
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»»Porque para los antiguos autores (1), la cuestión de la. 
extranjería era diversa que para nosotros. Los conflictos de 
leyes en la época en que era un sueño la unidad legislativa 
de los Estados, se hacían sentir entre fueros y legislaciones 
de una misma nación y no entre legislaciones de estados di- 
ferentes. Por ejemplo, había conflicto de leyes de un marse- 
Ués ó tolosano que sus negocios llevaban á Orleans, ó de uñ 
normando en Borgoña, y el caso era mucho más frecuente 
que el de un inglés en Francia ó viceversa, n 

"Una influencia natural de los hechos sobro las ideas hacía 
ocupar á los jurisconsultos, de los conflictos de estas legisla- 
ciones locales, y por éso, en vez de hablar de nacionalidad de 
la persona para fijar su mayoría, su estado de casado ó para 
darle tutor, se investigaba solamente su domicilio. Esto su- 
cedió con los antiguos estatutistas casi por regla general, • 
aunque hay ocasiones en que por domicilio entienden el país 
de origen, como sucede con Froland (2).n 

La teoría á favor del domicilio para fijar la ley de la per- 
sona, ha tomado el nombre de sistema anglo-americano, porr 
que está enraizado en la jurisprudencia de la Common Law 
de la Nueva-Bretaña y de los Estados-Unidos (3) que es 
también la de Rusia (4) y la Argentina (5). 

Otras legislaciones siguen un sistema medio, es decir, que 
en unos casos se guían por el domicilio y en otros por la na- 
cionalidad. Así el art. 23 del Código Prusiano establece 
"que las cualidades personales y la capacidad, se rigen por 
la ley del lugar donde cada uno tiene su domicilio..; y en 
el art. 35 se dice "que la capacidad de las personas para el 
efecto de la validez de los contratos, debe regirse por la ley 
del lugar que sea más favorable á su subsistencia n, entre la 
nacional de los contrayentes, la de su domicilio, la del con- 
trato y la de su ejecución. 

La ley general alemana sobre letras de cambio, § 84, 

(1) Basilesco, Etudes de Droit International Privé, pág. 78. 

(2) Memoires sur les Statuts, tom. II, pag. 184. 

(8) Warton, párrafos 8-87, expone las razones que obligan á los anglo-amerícaBOs 

á flostener la doctrina del domicilio, y concluye": We must continué to take domlaü« 

and not nationality as the standard of personal lawu. 

(4) Leyes personales, IX, 902. 
Código, arts. 6 y 7. 
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ciíménjtós; i^é^á' i» de- ib.' n&didiialkjad' a&;etimlviw *o^nU^^ Síi9.' • 
i£\¡étii:eríg^ ^*611á, ^ 16» íbiíttiO' dispone íla:ley/día^ 
cáhiliiiéDtá'yla/éuiiá'jííl). -••'•'í » '^u: ^■■' c.-u-v-.-f - < .J»^-;;^:-{ ..,[ r,;', 
■ ^l';C(!ydigrb jaü^riktíó'daUj&éaárlos 'extranjeix» |)^Í% Wi/^íi 
sú 'dbinicilio, ¿ero. tratándole' ide stis^iaácicfDftk^,) dispone, qjip:* 

eii'todás partas sekn' rejados -[^or^la/jey persbnf^I fl#§t|;í»,oa'(2V[f 

«*, ^,. < - . > . ^ dispb: 




; ti jj . ' X ^ X - • - » 1 .X" ' • • 

ab$tiene de hacer declaración bmgimá resp^t^o )4 lop í?xti^? . 
jer6á; aunque Kpre; Assefrí y liaurent, creéa que par ifnaiut , 
terpi^ta^ión extensiva debe apticarse <Ia -miis^ regla á los 
extranjeros en Práricia, ya que su le^láción- proclama la de 
la reciprocidad iñtemacioníU» " - . 

El principio de nacionaKdad es consagrado por elíOódigot. 
Ití^liaup (3), por ^1 Holandés (4), por el dé Btígica (5), por j 
el del cantón de Berna (6;, píxr el de Sáíoilia (7)j aunque con 
algunas restricciones, y casi por todas las legislaciones biot 
demás. " ; . . .. . ».:,...•...... 

La escuela italiáiia, á cuya cabeza podeitios'' oonsídéroir á- 
EJsperson ¡por su monografía soibré' este punto (S^yáMatiQi-: 

:-* ■ ' . . •' •"• =■ •• . ■ . ■:i .•• •' 

r 

(1) 'Puede cónsulCarse sobreesté ^untó'á Stolibe, :$attdbúcli des dcBtoehen Piiml- . 

rechtd, tdm.. I, pág. 180y j*gtíÍQX>teír. " . ,..; ' f.¡. - t.r , 

•<2), <>5di^.CMldéA¿«triff,ií4iTaíós4,y3i. ...,. • . ; '■■, 

i(f| PispQsiiaómt act. 0. '•;'•. 

1(4). vírt.6. ■ ' •' . ■',•,.'■' ' ■ ' •■'••'■•■•;■' :^ •• .í ií! 
(5>"L¿uTent, "Droit Intemationhl feiríl»»; T. I,'nútól ffj.állií. ■.>'.: i ■ :\: , . , ' , 
•<6)f Art'.'í;. ! : .' :• -. ' ;!• J ■. . . ; . ,,. ;, , r ■ ."'.' •. 

*(V)-.ArtS./rya, >,- ;,-.;.:.. . •■;... .. -. '^ 

(8). /'H >rincipip de muionalita, applicato á lé relaz'ono cívile intcmationálci^. Ftó'-' 
re sostiene la misma doctrina en su nEsame crítico del ^rínéipio á6 Áa^bnáBta^^t^Úfi»-! 
que en «u obr^ ••Diritto Intemazionale Publico», 188D-1884{ tom.. JJt, jiit^ 9¡t jtAgeáfg^^ 
t^ entm 9» tuut cuestidsiKle palabms aeAffp el ü^iñqaAii de'<<cittaAiiMtnza t. i^i^naJ 
lita,ti diciendo que la ley personal es la del país de donde uno es' ciudadano, y nó la de 
la nacionalidad que puede ser <li verso,. porque á su juicio, "nacionalidad» es referente 
al país del nacimiento y no á aqiioí de donde el hombre es miembro.' 'Ceristím á lÁt- 
BBnt, BroeJ^ecy Maacim, porque usan de la pp labra nacionalidad' etr él!tentíá<r^e tía 
« mitJrfft . qw.ó su juicio corresponde 4 la alemana "Staatsángébqrígiréit»*. ' ^-"^^ \> 

El Instituto de Derecho Internacional usa dichos vocablos fen él sentláo qüélw tffe.* 
mos dado en el texto. l>ropone que la mujer por ¿í matrimonio ádqaicrt, la 'Wléfolill- 
lidadn del marido, lo que á todas luces no es el lup^ir del naciliflcn,tíy,^bi^tiefi(rffa'éii. 
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'.'á'íbé ct;áféá á^téí-efe 'p^d^naigFe^ Barij.iEfftíQhef .y,,p¿{os 

. , IB^Q tóúf los -prindpálé^f u«idaainentos : ,de ^r^a- 

■'''úxmaXiútJÍ^(^^^ Jl<>írecibe ba- 

' ^jÓ «gil í^r'otétítóófí 'deistie ^^m^oúñiitío'éGm^vmnú^^ ¡y",aljj]^- 

'''<!éíJ3''deiiláíáÍ'4ivMe*«i«b^^^ ¿gíiUBuo, ^5^tu- 

' ''iM'B'fefepfúffeói'^titóáiidoí'étí'Cdantáíci' ydjBmás^ circvDs- 

tancias d^l ^2Á&,(mQUi&^y^m>Qji>lB^\íD^^ 
'*jÜ€4 Mbitffcííié, étóí^dkl'i'áft dbr.te» fpariefiyüps^éíiudíYi^u^p con 
* V ádlefi^h'&'^déf^ tíktáiílprdinariaífBeniaííy loíi 4^qíÍiiíg^. jr^ij^^ 
'^ííoá d'éjeéíSéf-'fíir 'ñíÉlriei^, íQüefraáíi^^ itójt-iiraJ/quQ ^af:|i¿s^a 
'^'fé?í éí¿af^iSMé¿(te ífcá^t<díy>«B¿a4oídte^ 





iiiiíi fíí^dipiu ^^áW]^afe^/yeliiiáia%aÍ€»ri^ iie@í^4á^ijg^ 




h^í 

*'' '|íofattttt¿sy áéf 'ééiá«íÉléil-'(í«á todílsfdasnrQlaoix«i;eKíáifíft<ÍQiPpri lo 
'^'tiifetíl6'^Wíái^'^'ñ<jílto;íci*i!¿í¿á5 y 'iili»íraral;que á é^«^, óiUi^as 
" '%yé¿ 'sé.lé ítíjeté íléípi4^ V -^ i- •'■' '•''•:■ i .' -;;;o- 

' ' ' Tétb'lóá'iiációííaltóÉtó tío'is^idan pra** VBBci4o^í.9lC^ÍQ§il|%Il- 
do que por nacionalidad no se entiende precisamente elpiiís 
"' delnacjitñiehtóí tioiíeííclusiód de aquél-de>quieíel tkOiftjtlre es 
• '; Mén^bríí tÍQl*fttód (2^, ¿orno Étfeetattí;creer.l08 <?antr£griQ&^.iW«no 
Vpüíjí^'i'á.^ecirsé eñ Idirimá vulgar;, ^piqúoísepuedocanabjar 

'dé nacfotíáiyad yeón^éíla H ley perstaial, cuando íje^^sit;^!:^!^ 

' él cásóstipübstói }íor 'iotí dofffíicÜialrios.' Nadie m?ej.Qr qu^ el 

' 'ítiteÜD^dó i¿^tátá en pógidrfn de saber cuándo le oo^vieAe 

— -*—. . ■ ^ ' . .' • «* ,:i : 

• tioslblg.- VfifPrAdUrirddcrét.enauinQtaal pM.mfQ¿3,d<3 Fiore, Droit International 
. t?lÍTé| a4^i*rt©' Jp. aajpciíJu díwifi; por éste á la palabra "clttadinanza"-, y Ifc» átfíbiiye 
á una especialidad del italiano. ' '• 

Por lo demás, nosotros los mexicanos, conforme á la Constitución federal, .vepioftqiie 
se puede ser mexicano ó nacional de México, sin ser ciudadano de la Ilepública, lo cual 
4ja para nosotros el verdadero sentido de la exprosiún. 
(1) Véase atrás, pag. 2S. 
<8) Véase la nota 8 de la púgina anterior. 
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adoptar para su personalidad las leyes de su domicilio y ha- 
cer de él su nueva patria: Que la noción de nacionalidades 
clara y precisa, porque todos tienen alguna, habiéndose adap- 
tado el principio de que no puede haber hombres sin patria, 
y el de que cada uno se repute nacional del lugar de su naci- 
miento, mientras no se aduzca prueba en contrario. 

No sería propio reproducir en estos Elementos toda la dis- 
cusión habida acerca de la materia. Tanto sobre este pun- 
to, como sobre los demás cuestionables, nos limitaremos á una 
exposición concisa, remitiendo á los que deseen estudiarlos 
in extenso á las obras de consulta. 

Repetiremos que en el estado actual de la ci^icia y. de 
las relaciones internacionales, no se piíede sentar una, regla 
fija ni es conveniente adoptar un sistema invariable, limi- 
tándome á manifestar que me parecen de más peso las razo- 
nes que militan á favor del principio de la nacionalidad, oon 
. algunas restricciones, como sucedería cuando ésta fuera du- 
dosa ó cuando la ley personal, cualquiera que se adopte, se 
oponga al orden establecido del lugar donde debiera tener 
su aplicación. 

Debe advertirse también, que la ley personal es la de, la 
nacionalidad actual, cuando se haya cambiado de patria por 
naturalización ú otro motivo; si bien los hechos consumados 
bajo el imperio de una ley, no cambian de valor por otro he- 
cho posterior, tanto en sí mismos como en cuanto á sus efec- 
tos. 

En la teoría de los estatutos, esta disputa es de más im- 
portancia, porque la regla sería decisiva en todos los casos; 
pero conforme á lo que se ha indicado en el título preli- 
minar, no basta saber si las leyes personales deben ser las de 
la patria de origen ó las de la actual, sino que para la resolu- 
ción de un caso dado, hay que tomar en consideración otros 
prindipios combinados, ya que la división de leyes en perso- 
nales, reales y formales, no es del todo clara y precisa, por 
haber asuntos en que no se percibe el estatuto que predo- 
mina. 
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§11. 

Derecho mexicano. 

JBl Código del Distrito (art 12) y el de Jalisco (art. 13), 

:disponen que serán obligatorias á los mexicanos de sus de* 

ZBbarcaciones las leyes relativas á estado y capacidad perso- 

aal respeqto de los actos que ejecuten en el extranjero y que 

: hayan después de tener efecto en aquellas circunscripciones. 

En primer lugar, se nota que esos códigos guardan si- 
lencio sobre la ley á que se considerará sujetos á los ex- 
tranjeros en esos mismos puntos. Probablemente el espíri- 
'.:tu del legislador fué respetar el principio de nacionalidad, 
.. porque no es admisible que proclamando esa teoría para los 
mexicanos en el exterior, haya querido aplicar otra á los ex- 
tranjeros que vengan al país. 

En segundo lugar, se advierte que tampoco se dice nada 
rde loa mexicanos pertenecientes á las demás entidades fede- 
rativas, á pesar de que se ha de presentar con sobrada fre- 
cuencia el caso de que los vecinos de un Estado pasen á otro, 
donde haya legislación diversa respecto á estado y capacidad 
personal, porque siendo soberanas todas las entidades fede- 
rativas, pueden adoptar, y de hecho han adoptado en mu- 
chos puntos, legislaciones diferentes. 

. Para decidir esos conflictos, no nos queda más recurso que 
la aplicación de los principios del Derecho Internacional Pri- 
vado; pero como todos los mexicanos tienen la misma nacio- 
nalidad, habrá que atender á las doctrinas de los domicilia- 
rios, á que aludíamos en el párrafo anterior, por tener per- 
fecta y cabal aplicación. Es decir, que cuando haya dod 
domicilios, preferirá el de origen, y cuando no haya ninguno, 
la ley del lugar de la última residencia, &, pues aun en ma- 
tma de domicilio puede presentarse el conflicto entré^varias 
le^laciones. 

JPor tanto, las doctrinas que más adelante expongamos, re- 
lativas k matrimonio, filiación, legitimidad, tutela, &, se en- 
tenderán aplicables, vcuriando sólo la idea de nacionalidad, por 
la de domicilio, para resolver los conflictos que se susciten 
entre nuestras legislaciones locales. 
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un individuo se rija poí una soía ley en todas partes, que las 
que militan para que haya uniformidad en la apreciación de 
los demás estados ó condiciones personales, porque la ausen- 
cia 6 presencia es un modo de ser de la persona, que debe 
considerarse igualmente donde quiera. Hay que observar 
que la ausencia sólo es relativa á un lugar, al del domicilio; 
y todos los autores convienen en que la declaración de ausen- 
cia y nombramiento de procurador, debe hacerse siempre en 
el sitio de la í'esidencia ordinaria, y que este procurador se 
considere legal y autorizado en todas partes, á diferencia de 
los demás representantes de incapacitados que son nombra 
dos en la patria de estos últimos. Luego la paridad de la 
ausencia con la tutela está muy lejos de ser completa 

Por esto, sin apartarse del principio de nacionalidad que 
es el reconocido como más admisible, se puede sostener que 
la ausencia se rige por la ley del domicilio. En favor de 
esta opinión hay razones de orden público que no es posible 
desconocer. Siendo el juez del domicilio el llamado á decla- 
rar la ausencia y á nombrar el representante del ausente, tie- 
ne que sujetarse al procedimiento de su ley nacional; y como 
esa declaración y nombramiento son casi en su totalidad ac- 
tos de procedimiento, difícil sería discernir qué plazos, qué 
términos y qué formas y audiencias pertenecieran al interés 
privado, y cuáles vieran al orden público del lugar del uom- 
bramiento. 

Por otra parte, el que la personalidad se rija por la ley na- 
cional, es un punto muy controvertido, como lo he manifes- 
tado en su lugar, pues gran número de autores y legislacio- 
nes se deciden por la del domicilio. No queda, por tanto, 
enteramente aislaba la opinión antes expuesta, ya que puede 
contar á los partidarios de ambos sistemas, porque los que 
siguen el principio de la nacionalidad la pueden apoyar, en 
que las leyes personales ó de situación de las cosas no deben 
aplicarse con violación del orden público de ningún país. 

La presunción de muerte se forma con arreglo también á 
la ley del domicilio; si bien á la sucesión d« ban ser llamados 
los que sean herederos conforme á la ley personal del difun- 
to, según se verá en el lugar correspondiente. 
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CAPITULO II. 

DERECHOS DE FAMILIA. 

§ I. 

MATRIMONIO (1). 

Para estudiar debidamente el matrimonio en Derecho In- 
ternacional, es ni cesario tener presente que no sólo es un con- 
trato y como tal comunica á los cónyuges ciertos derechos re- 
cíprocos en sus bienes y produce obligaciones entre ellos; sino 
que también las causa en pro y en contra de terceros, porque 
modifica el estado privado y la capacidad de los consortes pa 
ra sus ulteriores relaciones jurídicas y aun el estado político 
y social, ya porque en la mayor parte de las naciones es un 
medio de adquirir la ciudadanía ó la mayor edad, ya porque 
imparte cierta autoridad sobre la familia con facultades y 
obligaciones de dirigir, educar, corregir y alimentar á los que 
la componen; por lo cual, no sin razón entre los romanos, los 
padres de familia ejercían una especie de magistratura civil, 
uuctoriías» 

Esto supuesto, no basta examinar el matrimonio bajo el 
punto de vista del sello que le imprime el nudo consenti- 
miento de las partes, como sucede con los demás contratos, 
ni probarlo en la piedra de toque de la ley nacional de los 
contrayentes para decidir sobre su existencia, como en los 
demás estados personales, sino que hay que considerarlo co- 
mo una institución política que se relaciona íntimamente con 
la constitución social de los pueblos y como tal, las uniones 
conyugales deben someterse también á las prescripciones de 
las loyes del lugar donde surten algunos efectos. 

Esto persuade que para evitar conflictos y complicaciones, 
recargo de fórmulas y embarazos, nada sea mejor que ad- 
mitir una ley internacional sobre matrimonios que garantiza- 
ra, no sólo su autenticidad en todas partes, sino hasta la ho- 
nestidad de las uniones y el cumplimiento de los demás fines 
humanitarios y sagrados á que está destinada su institución. 

(1) Creo innecesario advertir que no se trata aquí del matrimonio considerado canó- 
nicamente. ' 
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El matrimonio, pues, como institución social, se rige por 
la ley del país donde sus efectos se verifican, y aun su misma 
existencia no se admite, cuando pugna con las prescripcio- 
nes primarias del Derecho Natural, aunque hubiere sido ce- 
lebrado conforme á la ley de algún país. Así, los enlaces 
entre consanguíneos en la linea recta, ó el que se hubiere 
hecho con otra persona, viviendo aún el primer consorte de 
alguno de los contrayentes, son tenidos por nulos y aun por 
criminales. 

Pero es preciso seguir algún método para sintetizar las 
doctrinas corrientes sobre la materia. 

Toda nación tiene el derecho de fijar las reglas á que de- 
ben sujetarse sus nacionales para contraer matrimonio en el 
extranjero, á fin de que surta efectos en su territorio. Tan- 
to el Código fi-ancés (art. 170) como el italiano (art. 100), 
exigen las publicaciones en el país de origen; aunque no de- 
claran nulo el matrimonio ipso fado, sólo por esta falta, 
cuando no media impedimento dirimente. 

La unión conyugal celebrada en país extranjero por naciona- 
les de allí mismo, debe considerarse válida en todas partes, 
con tal que no se oponga á los principios de Derecho Natu- 
ral primario, reconocidos en el lugar donde se trate de que 
tenga efecto. 

El Código del Distrito (art. 174) reconoce como válido y 
que produce todos sus efectos el matrimonio celebrado por 
extranjeros con aquella calidad, en el lugar donde tuvo efec- 
to, y no hace excepción del que se haya celebrado contra 
las prescripciones del Derecho Natural. El Código de Ja- 
lisco y el italiano no contienen semejante declaración. 

Respecto á la unión contraída en el extranjero por mexi- 
canos ó por mexicano y extranjera, extranjero y mexicana, 
será válida siempre que no haya habido ninguno de los im- 
pedimentos dirimentes señalados por la ley del país, con tal 
que se haya ajustado á las leyes formales del de la celebra- 
ción y que se registre en el domicilio del cónyuge mexica- 
no, dentro de tres meses de ingresado á la República (arts. 
175-180. Código del Distrito). 

Por lo que ve á las leyes á que deben sujetarse los extran- 
jeros fuera de su país, para que sus matrimonios tengan va- 
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lidez en otro cualquiera, primeramente se estará á las leyes 
personales de estos extranjeros; pero es de advertir que la 
mayor parte de las legislaciones de los pueblos eurppeos exi- 
m un certificado de la autoridad competente, del domicilio 
le la persona de que se trate, que declare su aptitud y li- 
bertad (1). 

Cuando el impedimento consiste en la falta del consenti- 
uaiento de los mayores, el magistrado del lugar de la cele- 
bración, oirá la demanda de oposición del quejoso y decidirá 
conforme á las leyes del pretendiente (2). Además se res- 
petarán las leyes del lugar de la ceremonia, que establezcan 
algunos impedimentos en que se interese el orden público, 
incurriéndose en las penas impuestas por contravención á 
impedimentos impedientes, como los relativos al plazo de 
viudez, y al que tienen los tutores, según lo prescribe el art. 
101 del Código italiano. Las formas exteriores deben anre- 
glarse á las leyes del lugar donde pasa el acto. Por tales 
son tenidas las publicatas, la presencia del oficial del regís- 
tro civil, la manera de redactar el acta y las personas que 
deben intervenir en la ceremonia. Cuando los requisitos de 
forma se prescriben como sustanciales del acto, no se pue- 
den eludir pasando los contrayentes á otro lugar donde no 
se exijan, con el fin de sustraerse á ese requisito; pues en 
tal evento el matrimonio adolecerá de nulidad como sucede 
(3) cuando la ley de una nación prescribe la presencia del 
páaroco y dos testigos, y los contrayentes se trasladan á un 
punto donde basten solamente formas civiles. Este matri- 
monio sería nulo. 

En cuanto á los efectos, se distinguen de dos especies: los 
que ven tan sólo al interés privado de la familia, como dere- 
chos y obligaciones relativos á los bienes y garantías que se 
deban mutuamente, y aquellos otros que se relacionan con el 
orden público. Los primeros se rigen por la ley nacional del 
marido, sea cual fuere la de la mujer, que pierdfe la suya por 
la unión conyugal. Los segundos están sujetos á la ley del 
lugar donde se verifican, ó mejor dicho, donde tienen aplica- 

(1) Fiore D. I. Prirato, núm. 90. 
<2) Fioro D. I. PriTBto, núm. 91. 

(») ídem núm. 99.— Véase Lib. IL, tít HI, cap. I par. I. 
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ción. Así, por ejemplo, el régimen disciplinario de castigos 
del jefe de la femilia á los hijos y á la cónyuge, las licencias 
para verificar ciertos actos, etc., se sujetan á la ley del lugar 
de la residencia; mientras que la venta y administración de 
inmuebles de la familia, si bien se regirán en cuanto á la apti- 
tud personal y al fondo, por la ley nacional del marido, debe 
obsequiarse la forma impuesta por la ley de la ubicación, por 
ser parte del régimen general de la propiedad territonal, 
que es de Derecho Público. Los alimentos interinarios que 
no pueden demorarse sin peligro del alimentista, se deben 
conforme á la ley del lugar donde están los obligados, aun- 
que sea de tránsito; pero las prestaciones ordinarias de ali- 
mentos por contrato y los no urgentes y definitivos, como la 
dote que están obligados en algunas naciones á ministrar los 
ascendientes á la mujer, casada ó al marido, se deciden en el 
domicilio del obligado (1) y conforme á sus leyes perscHiales, 
pues bien puede suceder que un miembro de la familia ten- 
ga una nacionalidad y otro, una distinta. La razón es por- 
que sólo las leyes personales de un individuo determinan sus 
obligaciones personales, principalmente cuando en su nación 
se le encuentra al tiempo de la contienda Actor sequi de- 
bet rei forxum. 

Los contratos relativos á los bienes nupciales que atacan 
el orden público del lugar de la residencia, no tienen valor 
lún^no, como si un mexicano quisiese alterar en Italia las 
capitulaciones matrimoniales durante el matrimonio, con 
fundamento del art. 2,114 del Código mexicano, aumentando 
ó constituyendo la dote de su esposa; por prohibirlo expre- 
samente el art. 1,391 del Código italiano; ya que la razón de 
esta última prescripción es evitar los firaudes contra terceros 
contratantes. 

Del divorcio. 

Conforme á nuestro Derecho (Cód. del Dist., art. 226— 
Cód. de Jalisco, art. 239), el divorcio no disuelve el vínculo 

(1) Cód^ isíi. Proa., art. 068 y sig. 
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conyugal y sólo suspende algunos.de sus efectos; pero en 
otras naciones sí lo destruye, dejando á los cónyuges en apti- 
tud para un nuevo enlace, y ésto por causas muy ligeras y 
aun fiitiles, como sucede en Prusia (1). 

Ahora bien, como el matrimonio no sólo es un contrato, 
sino un estado de la persona, surgen las siguientes cuestio- 
nes: 1 * Si el estado de célibe de un divorciado debe reco- 
nocerse ep. otro país para el efecto de que pueda contraer 
nuevo matrimonio. 2.* Si este segundo enlace contraído 
donde sea válido, deba reconocerse en todas partes; y por 
último, si en caso de ser negativa la resolución de la segun- 
da cuestión, tal enlace no tendrá ningunos efectos legales, 
reconocidos en otro país. 

En cuanto al primer punto, como una nación tiene el 
derecho de autonomía respecto de sus instituciones públi- 
cas, que es el de impedir que las leyes de otra las vulne- 
ren, produciendo efecto en su territorio, es evidente que 
puede oponerse á que el divorcio sancionado en otro lugar, 
dé derecho á los divorciados para contra;ér un nuevo enlace, 
porque siendo la unión matrimonial un acto de Derecho 
Público, que constituye á las familias de una sociedad, sus 
efectos están sujetos á las leyes del país en que se verifican, 
cuando atacan el orden público allí establecido. 

Por lo demás, queda apuntado ya, hablando de impedimen- 
tos del matrinionio que se respetarán los impuestos por las 
leyes del lugar donde se celebra y que estén fundados en 
algún principio de Derecho Natural. 

La Corte del Estado de Massachussets ha sostenido esta 
misma doctrina, fundada en que la sentencia que pronuncia 
el divorcio tiene el carácter de criminal, y por lo mismo, sus 
efectos no pueden extenderse fuera del territorio donde se 
dá (2). Westlake asegura que, "aunque autores respetables 
defienden el divorcio como permitido por Derecho Natural 
en algunos casos, es indudable que no se puede sostener á 
priori su licitud (3). 



(1) Fiore, ob. cit. núm. 333. 

(2) Westlake, párr. 353. 

(8) Citado por Fiore en el núm. 132 «de la misma obra. , 
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En cuanto al segundo punto, puede afirmarse que una 
nación tiene derecho de negarse á reconocer en su territorio 
los matrimonios de bigamos. Toda nación, efectivamente, 
puede imponer penas á los que en su territorio in&injan su 
Derecho Penal, que es la encamación de lo que se llama 
Derecho Público. Luego, es evidente que no sólo puede 
negarse á otorgar efectos civiles á los segundos matrimonios, 
viviendo el primer consorte, sino que está en su derecho pa- 
ra imponerles penas, considerándolos como delitos de biga- 
mia De lo contrario, podría decirse que un habitante de 
la Polinesia estuviese autorizado en nuestros países civiliza- 
dos para devorar á su propia prole, so pretexto de que tal 
alimentación fuese permitida en la isla de su procedencia. 

Por cuanto al tercer punto, diremos, que sólo un efecto 
remoto del divorcio, ó mejor dicho, del segundo matrimonio, 
es reconocido en los demás países, aunque ese matrimonio, 
en sí, no tenga valor. Este efecto es que sean tenidos 
como legítimos los hijos de los bigamos, nacidos en el país 
dónde era válido dicho matrimonio; aunque con la taxativa 
de que no se lastimen derechos de tercero, nacional del país 
donde tales hijos pretendan ejercer sus derechos de legitimi- 
dad (1). 

Se deduce también de lo dicho, que la acción de divorcio 
debe intentarse, conforme á la ley del lugar donde los cón- 
yuges residen (2), principalmente en lo relativo á los efectos 
de la unión conyugal que atañen al orden público: tales son 
los de separación corporal por delitos ó sevicia, los de ali- 
mentos provisionales, los concernientes á la educación de los 
hijos, etc. Por este motivo, entre nosotros es parte siem- 
pre el Ministerio Público (3). Pero para que la sentencia 
tenga valor en el país del marido, no ha de oponerse á lo 
que en él disponga la ley, porque debe respetarse el estatuto 
personal, en cuanto no vulnere el orden público del lugar de 
la residencia (4). La simple residencia es fuente de juris- 
dicción en materia de divorcio (5\ 

(1) Demangeat, notas á Foelix, tft. prelim., cap. III— Westlake, cap. 11. 

(2) Aner, Elementos de D. I. P. ntun. 53. 
(8) Art. 278 y 298 del Código Civü. 

(4) Westlake. B. D. I. Tom. 10, pág. 646 y 646. 
(6) Notas de BiWer á la pág. 122 de Asser. 
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Por lo que ve á los efectos de puro interés privarfo, cómo 
lo tocaate á los bienes y á la aptitud dé los dónyuges para 
contratar y presentarse en juicio, debe s^^irse la regla ge- 
neral, esto es, habrán de sujetarse á la ley nacional del ma- 
riflo, que es la que rige al matrimonio y á la familia, cuando 
por circunstancias extraordinarias no tengan los miem- 
bros de ella una nacionalidad distinta, segán se ha hecho 
notar en el lugar respectivo. 

§ III. 

FILIACIÓN. 

La filiación legítima se resuelve por las leyes del matri- 
moino de que se origina, 6 lo que es lo mismo, por la ley 
personal del jefe de la familia, que es el marido. Las accio- 
nes! que se dan á los herederos del padre ó la madre para 
desconocer la legitimidad de un hijo, deben seguir esa mis- 
ma ley, aunque dichos herederos sean de otro país y haya 
muerto el padre; porque tales acciones, siquiera las ejerzan 
los sucesores del padre, lo hacen en su nombre, por ser per- 
sonales. 

La paternidad y filiación natural 6 ilegítima, es algo más 
complicada, porque regirla por las leyes del padre ó la ma- 
dre simplemente, es presuponerla; y por lo mismo, debe de- 
cirse que la paternidad no puede investigarse, sino conforme 
alas leyes del padre ó madre que una persona pretende tener. 

La madre puede reconocer á su hijo natural ó espúreo se- 
gún sus leyes propias, porque se trata simplemente de un 
hecho material que, una vez probado, existe legalmente; y el 
hijo adquiere entonces la nacionalidad materna. El padre 
en tal caso, sólo puede reconocer al hijo según lo permita la 
ley nacional de éste; pero cuando una persona no tiene legal- 
mente madre reconocida, el padre sólo puede reconocerle si- 
guiendo la ley del lugar del nacimiento del hijo, porque ese 
niño tiene la nacionalidad del nacimiento, mientras no ten- 
ga otra (1). 

(1) Taulier, tom. I, pág. 101. Alanzet núm. 8, par. 7. 
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Reconocida por el padre conforme á la 1^ áél hijo ó de 1% 
madre, según lo hemos explicado, adquiere dicho hijo la na- 
cionalidad del padre, y en tai caso la filiación produce Jos e- 
fectoe de la legislswjión á que personalmente esté sujeto el 
piare. 

Nues^a Ocaistitución declara mexicano solamente al hijo 
de padres meayicano^. ¿Querrá ésto decir que no es mexi- 
cano el hijo natural de madre mexicana, no reconocido por 
su padi*e, 6 él hijo natural rec(mocido por padre mexicano y 
madre extriatnjera? ¿querrá decir también, que no es mexica- 
no el nacido en territorio mexicano de padres no conocidos? 
A tales cuestiones se presta indudablemente el texto del ar- 
tículo 33. Pero negar á todos éstos la calidad de mexicanos, 
sería reducirla estrechamente á sólo los hijos legítimos y na- 
turales reconocidos por ambos padres mexicanos, lo cual no 
parece conforme al espíritu de nuestra legislación. Es de 
(H^eerse, por el contrario, que el artículo entiende por padrea 
mexicanoa el padre y la madre, en caso de ser legítimos; y si 
no lo son, el padre ó la madre, según el que los hubiere reco* 
nocido. Es probable también que el hijo de padres desconoci- 
dos, nacido en México, sea mexicano, mientras no se prueba lo 
contrario, ésto es, mientras no se reconozca por padre ó ma«- 
dre extranjeros, pues entonces debe presumirse que éstos son 
de la nacionalidad del país donde tuvieron origen (1). 

Preciso es hacer á lo dicho una restricción que surge de 
las dos personalidades de padre é hijo que hay que conside- 
rar en las cuestiones de filiación ó paternidad. El recono- 
cimiento de parte del padre no se puede hacer, sino de a- 
cuerdo con su legislación propia, en lo relativo á su capaci- 
dad Por ejemplo: un casado mexicano no podrá reconocer 
en otra nación á su hijo adulterino de mujer extranjera, aun- 
que las leyes del país de la madre lo permitan (art. 338, Có- 
digo civil del Distrito. — 365, Código de Jalisco) (2). 

Innecesario parece decir que la acción que una persona 
crea tener para llamarse hijo ó padre de otra, es decir, para 
el reconocimiento forzado, debe acomodarse á la ley del de- 

(1) Dunuid,DTOÍt. I. Privé núm. GXXXm,— Foeíix, Berue Etraogére, 1840, VI2« 
pAg.201. 

(2) Por lo relatiTo á la forma del reconocimiento, véase tít. m, cap. I. 
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mandado; pero podrá intentarse la acción por alimentos del 
hijo contra suq padres, ó viceversa, en el lugar de la residen- 
cia de actor y reo, ó de éste soló, porque seim una medida del 
orden público, que no serviría de reconocimiento | ejecuto- 
ña de filiación en el país de donde el demandado fuese nacio- 
nal; si bien Fiore (núm. 142) opina que la declaración hecha 
por tribunal extranjero, de que un individuo es padre de o- 
tro, aunque en su patria esté prohibida la investigación de 
la paternidad, debe surtir efecto también en ella. 

La obligación de dar alimentos en este caso, se reputa por 
muchos autores como proveciente de delito, y por lo mismo, 
que no puede pasar del lugar donde la declaración 6ea hecha, 
es decir, del loctus ooncubitus. Aunque hay opiniones y e- 
jecutorias en todos sentidos (1), porque las obligaciones ci- 
viles provenientes de delito, e» admitido que pueden exigir- 
se en todas partes. 

Siguiendo los principios desarrollados en otra parte, es ne- 
cesario convenir en que la legitimación debe hacerse de con- 
formidad con las leyes del padre, sea cual fuese el domicilio 
de éste y del hijo, no obstante que algunos autores hacen 
la distinción de estatutos, aplicando el de la situación de los 
bienes raíces, respecto de ellos, y prescindiendo de la califi- 
cación de la ley personal; cuya sentencia siguen los tribuna- 
les ingleses (2). Perg es forzoso convenir en que la ley que 
tiene fuerza para declarar á un hijo legitimado ó no, debe 
tener efecto en todas partes, y también para la distribución 
de los bienes del patrimonio doméstico, en donde quiera que 
se encuentren situados. La legitimación será válida por ma- 
trimonio subsecuente ó por decreto de autoridad legítima, 
según que lo permita la legislación personal del que la haga. 

La adopción es una ficción de la ley, y por lo mismo, no 
puede tener efecto sino en el lugar donde se hace, conforme 
á las prescripciones que esa ley establece. Pero se pregunta: 
cuando una persona ha adoptado á otra y conforme á las le- 
yes de adoptante y adoptado tenga la una respecto de la otra 
ciertos derechos de sucesión, ¿pueden hacerse efectivos esos 

(1) Bar, par. 105.— Asser, núm. 40 

*(2) BttTgnndius, trac. I. nútns. 8, 10, 25 y 26. 
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derechos en otra parte, donde como en México, no se reco- 
nozca tal institución? Los partidarios de los estatutos con* 
testarían indudablemente que las calidades personales de un 
individuo permanecen en todas partes, y como éstas, una 
vez admitidas, producen su efecto real, los derechos de suce- 
sión se conservan; pero es necesario advertir que si á tal con- 
clusión es adverso el Derecho Público del lugar en que se 
pretenda hacer efectivos esos derechos, no pueden recono- 
cerse. Este caso se presenta cuando nacionales del último 
de estos países sean lesionados con el reconocimiento de tales 
derechos. Sin embargo, confieso que la solución de es- 
ta cuestión ofrece serias dificultades, pues principio recono- 
cido de jurisprudencia internacional es, que la sucesión debe 
abrirse con arreglo á las leyes d§J autor de la herencia, aun- 
que las calidades del sucesor se regulen por las leyes perso- 
nales de este último. 

Para la emancipación, Asser opina que debe observarse la 
ley del padre (1), y Fiore sostiene que en caso de ser dife- 
rente la nacionalidad del hijo, predomina su ley personal (2); 
cuya opinión va de acuerdo con loa principios qu^ antes se 
han expuesto. ^ 

Tutela y mayor edad. 

.Admitido que la capacidad personal debe regirse por una 
sola ley, y que ésta ha de ser la de la nacionalidad, no hay 
que discutir la legislación que debe consultarse para saber 
si un individuo es mayor ó menor de edad, siendo ésta una 
de las calidades más importantes de las personas, que tiene 
que atenderse en todos los actos de la vida y que está rela- 
cionada en los códigos con sus demás estatutos y prescrip- 
ciones. 

Cuando un individuo cambia de nacionalidad, se sajeta 
^ una nueva ley, pero sus actos verificados baio el imperio 

(1) Páff. 12T. 

(3) Pág. 288. D. I. PriT&to. 
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de 8u ley; primitiva^ x^o cambian de valor aunaue el sujeto 
di!|je de ser t)i^az <S adquiera esta cualidad por la legislación 
de 3u mieva patria. 

La tutela ó cúratela deben da^rse al menor según suts pro* 
pia9 leyeis, porque la asociación política ú que pertenece, 'es 
laque tiene obligación y dereeho de vigilar por sus intere- 
ses» de acuerdo y en combinación con el resto de facultades 
que lé otorgue y de los deberes ^ue le imponga en las di- 
versas situaciones que atraviese; pero la rendición de cuen- 
tas del encargado del huéríanOf debe someterse á las reglas 
de la legislación del lugar donde se discernió la tutela; por- 
que laa obligaciones de éste provienen de un cuasi contrato 
celebrado en el lugar donde se defiere y acepta el cargo (1), 
legislación que será comunmente la propia del menor, por- 
que olla, como ya se ha dicho, es la llamada á proveer á sus 
necesidades en su estado de incapacidad; á, no ser en el cmo 
de ün tutor interino, dado en país extranjero para necesi- 
dades uigentes y transitorias. 

Por consiguiente, la duración de la tutela y cúratela^ la 
edad en que ambas deben recibirse; las facultades del tutor 
ó curador, y las personas que á esos cargos deben ser llama- 
. das, así como las que deben intervenir para que el nombra- 
miento sea valedero, serán las que designen las leyes del 
menor, sin que haya diferencia entre la cúratela ó tutela da- 
das principalmente para la persona ó para los bienes, porque 
en "ambas, la persona del pupilo es la que se trata de po- 
ner á cubierto con la ayuda de uno que complete su modo 
de Ser legal. Los bienes son siempre accesonos de la per- 
sona^ 

El representante del menor debe ejercer su cargo, una 
vez nombrado, conforme á las leyes de este último, en todos 
los lugares donde tenga bienes ó derechos que ejercitar, por 
más que esta tesis esté en contradicción con las prácticas 
inglesas y anglo-americanas (2); 

Késpecto á la caución que eí tutor deba deur en favor del 
pupilo, será también la que dispongan las leyes de éste, ad-^ 



(1) VéM6 adelante: "Ob gacioneBlegales.ii 
(t) Wertlake, R. de D. P., tom. Xm, pág. 4S5. 
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TÍrtiendo que aunque la obligación de constituir hipoteca 
exista conforme á la ley del país en que se defiera la tutela, 
habrá que sujetarse á los requisitos impuestos por la lej de 
la ubicación, en cuanto á la forma para exigir la declaración 
correspondiente y para registrar el gravamen. 

Los tratadistas están de acuerdo en que el extranjero puede 
ser nombrado tutor, protutor ó curador de un nacional (1). 
También es jurisprudencia uniforme que se puede dar tutor 
proTisional al menor extranjero por el juez del lugar de la 
residencia actual del incapacitado, por ser una necesidad de 
orden público, que uo se podría eludir en rirtud de las dis- 
posiciones de las leyes personales del menor. 

Las mismas regláis deben observarse respecto de los inca- 
pacitados por otro motivo, como por debilidad de inteligen- 
cia, exceptuando al que esté sujeto á interdicción por vía 
de pena, cuyo estado sólo es reconocido en el lugar de la 
sentencia y donde deba ésta ser aeeptada, en virtud de tra- 
tados internaeionales. 

Las enajen'aciones de bienes raíces de incapacitados de- 
berán acomodarse, no obstante lo dicho, á las fbrmas estable* 
cidas por la ley de la situación, porque si esas formas sirven 
para asegurar el interás de los incapacitados, tienden iguaU 
mente á garantizar á los compradores la validez de su ad- 

auisíción, que no podría quedar á mereed de una legislación 
esconocida. Es, pues, punto de interés público, como todos 
los de procedimientos judiciales. 

Conviene advertir, por úitámo, que los actos de corrección 
que algunas legislaciones encomiendan al encargado de un 
menor, deben subordinarse á la ley del lugar donde tienen 
su verificativo, aunque sea el del tránsito. 

(1) Sentenda d« la Corte de GasMión de Pails, de 21 de agosto de 79. Duiand núm. 
94. 

(8) Demolombe, tom. I, núm. 70. 
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TITULO II. 

COSAS. 

CAPITULO I. 

Principios fundamentales. 

EL sistema realista puro ó feudal primitivo, consistía en 
atribuir al soberano del territorio la propiedad verdadera, no 
sólo de la tierra, sino hasta de las cosas, que se hallan en ella, 
excluyendo á los extranjeros del disfrute de la primera. 

Estas ide£^ han ido sufriendo diversas atenuaciones. En 
Turquía (1) el Sultán entra en la posesión de los terrenos 
de los que mueren sin hijos varones. En Inglaterra hasta 
1870 se concedió á los extranjeros poder suceder en algu- 
nos bienes raíces (2). Allí y en los Estados-Unidos se aplica 
la ley de la situación á las fincas, y respecto de los muebles, 
86 sigue la del domicilio de los propietarios. En Rusia hasta 
1861 se concedió á los campesinos el nombre de propieta- 
rios, pero siempre pagando ciertos tributos en reconoci- 
miento del señorío (3). En Francia sólo se concede el de- 
recho de sucesión á los extranjeros, lo mismo qñe en Sui- 
za (4), mediante la reciprocidad. En nuestro país se aplica 
la misma regla que en Francia para las fincas, y nada se ex- 
presa con relación á los muebles; pero en algunos casos se 
aplica la ley nacional del propietario. 

El sistema del Código italiano es que todos los bienes raí- 
ces están sujetos á la ley de la situación, menos en materia 
de sucesiones, y que los muebles se regirán por la ley na- 
cional del propietario, menos en lo que se oponga la de la 
situación. 

Tendría que ser muy difuso si tratara de presentar un cua- 
dro siquiera aproximado de las principales legislaciones del 

(1) Montesquieu, Esprit des lois, lir V., chap. 14. 

(2) Estatuto Victoria. • 
(8) Vkase del 19 de febrero (5 de marzo) de 1861. 

(4) Código Suizo, cap. 5, y ley de 8 de diciembre de 1818. 
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mundo, cuando es solamente mi objeto dar una idea de los 
diversos sistemas filosóficos que se pueden seguir. 

Los autores modernos se dividen en dos grupos principa- 
les: el primero es de los que declaran que la regla general 
debe ser la sujeción de todos los bienes raíces y muebles á 
la ley de la situación (1), porque á su juicio no hay razón 
para que el soberano de un lugar no tenga bajo su jurisdic- 
ción las cosas que están sobre su territorio, y que el argu- 
mento que se aduce para eximir á, las personas, en lo que 
re á sus relaciones privadas, no puede valor para las cosas, 
porque ellas no forman parte de ninguna comunión' política. 

Por otro lado, añaden, el adagio de que los muebles si- 
guen á la persona (Tnobilia sequntur p€rsonam)y es dema- 
siado ambiguo, porque no se sabe si bau de seguir á la del 
propietario ó á la del poseedor; y como muchas veces se tra* 
tara de averiguar precisamente quién lo sea, se incidiría en 
ese caso, en una petición de principio. 

Las excepciones las basan en consideraciones de diverso 
género, que sería sobrado difícil reducir á una enunciación 
breve y precisa. , 

En sistema de la escuela italiana, á cuya cabeza figura 
Fiore muy justamente, es que las cosas raíces y muebles si- 
tuadas en una nación, deben estar sujetas á las leyes de esa 
misma nación que tengan por objeto conservar el orden po- 
lítico, económico y constitucional, del Estadu y la organi- 
zación general de la sociedad; y esas mismas cosas, en lo que 
no te oponga á dichas leyes, y sólo sea de interés privado 
del propietario, deben regirse por las disposiciones de la ley 
nacional de éste (2). 

Se pasa en seguida, en las obras de Derecho Internacio- 
nal, á plantear las reglas secundarias, combinándolas y con- 
cordándoos y descendiendo á la resolución de los diversos 
conflictos que pueden presentarse, adoptando para ello el 
método que á cada escritor le parece más á propósito. 

Sin entrar por ahora en detalles, y antes de tratar de re- 
solver las cuestiones propias de este título, es de advertir 

(1) Véase á Asser, Búm. 42, que cita á Sarigay, j á Wachter con algunos otros. 

(2) Fiore, núm. 195, ob. cit. 
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que en un código caben bien diversas disposiciones, con tal 
quef seim clams y precisas, aunque no establezcan principios 
abstractos que son ocasionados i. interpretaciones contra- 
dictorias y á favorecer grandes injusticia^, por aquello, de 
que omnis definitio injure peri^^dosa est Mientras que 
8Í las obras didácticas se prestan al desarrollo de teorías fi- 
losóficas, no consienten un alistamiento de resoluciones ca*- 
suísticas, y necesitan algunas claves generales para las que 
se ofrezcan, clasificándolas con algún método y fundándolas 
en alguna razón, á fin de que se apropien á la memoria y á 
la comprensión. 

Lo primero sería totalmente inadecuado para una obra de 
enseñanza, porque sería preciso vaciar en ella los códigos de 
todo el mundo, á fin de resolver los conflictos posibles en los 
diversos puntos del globo, y sobre todas las materias ex- 
puestas á ellos. 

Hay que notar, además, que aunque los institutista^ a- 
doptan sistemas diversos y se proponen medios diferentes 
para la solución de las cuestiones, llegan cIeisí siempre al 
mismo resultado por esos diversos caminos y apoyánd(»e en 
razones diferentes. 

Así, los que defienden que los bienes muebles, deben re- 
girse por la ley del propietario, hacen la excepción de los 
casos en que la «entienda verte sobre puntos de posesión, 
porque debe seguirse la rei sitce; y se ponen de acuerdo coa 
los que fijan por norma el orden público y los intereses po- 
líticos del lugar donde la ley se aplique. 

Los estatutistas dan por regla general que las fincas se 
sujetan á la ley de la situación, y como loís de la escuela ita- 
liana convienen en que la mayoría de las cuestiones relati- 
vas á esos bienei son materia en que se interesa el régimen 
político de la propiedad del lugar donde radican, vienen 
p®r diverso camino unos y otros á convergir en la resolución. 

Mi norma será, por lo mismo, antes que todo, ser breve, 
conciso y claro en la exposición de las doctrinas, aunque se 
pasen en silencio algunos casos poco frecuentes, porque el 
objeto de estos apuntes es que presten alguna utilidad á los 
estudiantes, y no que sirvan de consulta en las resoluciones 
forenses. 
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CAPITULO II. 

CONFLICTO DE LEYES REALES. ^ 

Los derechos enóá las cosas, segán que se refieren á éstas 
sin relación á persona determinada, y el modo de ser de las 
cosas mismas, se rigen por la ley de la situación. 

Los estatutistas quieren que el estatuto personal se refie- 
ra á las personas de vina manera abstracta; pero que ya cuan- 
do se deba hacer aplicación de él á cosa determinada, se 
aplique el estatuto real. Por ejemplo, si la ley del lugar de 
una persona requiere veintiún años para la mayoría, esa per- 
sona será mayor en abstracto, porque si la ley de la situa- 
ción de la cosa exige veinticinco para que sean válidas las 
ventas, la misma persona de que se trata no tei^á aptitud 
para enajenar una finca ubicada en este último punto. 

Pero ésto origina una confusión completa en las ideas^ 
que haría las reglas un juego de palabras. La mayoría de 
edad es una cualidad de la persona, y por consiguiente, de- 
be arreglarse, para todos los efectos y aplicaciones, á la ley 
personal. La de la situación sólo tiene influencia en las ap- 
titudes de la cosa misma, si es licito usar de esta palabra, 
en su estado y modo de ser, y por tales se entienden el que 
la cosa sea raíz ó mueble, que se deba ó no registrar la ena- 
jenación de ella, que sea susceptible de enajenarse y prescri- 
birse, que sea objeto de comercio, etc., etc. — Puede decir la 
ley de la situación que las cosas de los menores no están su- 
jetas á la prescripción, y la misma ley exigir sólo veintiún 
años para la mayoría de edad. Si la ley personal del dueña 
requiere veinticinco para ese mismo efecto, la cosa de que se 
trata será imprescriptible, en virtud de la ley rei sitas, y el 
dueño será menor, en virtud de su propia ley; habiendo en 
este caso dos puíitos de hecho regidos por legislaciones dife • 
rentes. Es cierto, y todos los autores lo confiesan, que pue- 
de haber colisión entre la ley de la persona y la ley de la 
situación que arreglen el mismo punto, porque la misma re- 
lación, vista bajo un aspecto, parezca un derecho provenido 
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de la cualidad de la persona, y vista de otra manera, aparez- 
ca como aptitud ó estado de la cosa misma. 

La ley de la situación es la regla más general que se pue- 
de dar respecto de las cosas y de los derechos que á ellas se 
refieren directamente, y en ésto casi no hay disputa, tratán- 
dose de las raíces; pero en las muebles sufre algunas excep- 
ciones. 

La ley de la situación tiene menos excepciones tratándo- 
se de fincas que de muebles, porque la manera de adquirir 
las primeras y su reglamentación se liga con el orden gene- 
ral de la propiedad y en cierta manera 'interesa al modo de 
ser del territorio; mientras que las transacciones sobre bie- 
nes muebles, casi siempre se escapan de estas consideracio- 
nes, y sólo en un sentido muy lato puede decirse que su ad- 
quisición y cambio de dueño, interesan al orden social. 

No sólo proclaman este principio las legislaciones eminen- 
temente realistas como la inglesa y la norteamericana, sino 
hasta las más liberales como la italiana. Esto significa que 
los derechos puramente reales sobre efea especie de cosas, se 
rigen por la ley de la situación, ó más bien dicho, las obli- 
gaciones correlativas á esos derechos que no provienen de 
contrato ó de un hecho del obligado directamente enlazado 
con ellas. 

Para saber, por tanto, si un contrato ó un hecho cualquie- 
ra produce acción real, si bien debe examinarse la ley donde 
tuvo verificativo el contrato ó hecho, es preciso que no se 
oponga á ello la ley de la situación por lo que contenga fa- 
vorable á intereses de terceros, á diferencia de la acción per- 
sonal que seguirá en todo caso las vicisitudes adversas ó fa- 
vorables á que la exponga la ley donde se verificó el contrato 
ó hecho que la produjo. 

Si para la existencia misma del derecho real se consulta á 
la ley rei sitce, se comprende que con mayor razón debe su- 
ceder ésto mismo para su duración. Es decir, para saber si 
la venta de una cosa produjo traslación de dominio; para sa- 
ber si hay derecho de perseguir la cosa hipotecada que está 
en poder de terceros no obligados; para saber cuánto tiempo 
dura esoc derecho; para saber quién es el legítimo poseedor: 
en una palabra, para todos los derechos reales y las obliga- 
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ci<mes de las personas que quedan comprometidas por ellos, 
debe estudiarse únicamente la ley de la situación; aunque 
los contratos de venta y de hipoteca con todos sus demás 
efectos, sigan la ley de su procedencia. 

Como el dominio es el derecho real por excelencia, los 
modos de adquirirlo siguen la suerte de aquél, principalmen- 
te los originarios; y por consecuencia, la ocupación, la ac- 
cesión y la tradición se acomodan & la ley de la situación de 
la cosa al tiempo de adquirirse, puesto que si fuera de otro 
modo, una vez adquirida la propiedad en un lugar legítima- 
mente, este derecho sería revocable en cada uno de aquéllos 
por donde la cosa pasara, y jamás sería verdadera y definitiva. 

En la prescripción hay que iiotar que, si bien el tiempo 
que dure la posesión, ésta y el título del traspaso se deben 
rerir por la ley de la situación (1), — en cuanto á la aptitud 
del prescribente, vale su propia ley nacional, como ^ueda 
advertido en su lugar. Sobre esta materia las opiniones de 
los autores son muy varias. Algunos juzgan que por lo que 
vé al tiempo, jie ha de estar á la ley del lugar en que se cum- 
ple, porque allí es donde se opera realmente la traslación de 
la propiedad; pero ésto no es exacto, porque, si bien es cier- 
to' que allí se perfecciona la usucapión, la adquisición debe 
reputarse hecha desde que comenzó la prescripción y que 
fué bajo el imperio de una ley que no puede variarse por un 
hecho posterior. Si la cosa pasó á manos de otro poseedor 
en lugar distinto de aquél en que la primera prescripción 
empezó, como también empieza una nueva posesión, el que 
la obtiene puede hacer valer mejor su propio derecho, si así 
le conviene, y contar el tiempo con arreglo á la ley de este 
último lugar; pero entonces se aplica también la ley de la 
situación al adquirirse últimamente la cosa. 

La posesión interina y las acciones que la tienen por ob- 
jeto, deben ajustarse igualmente á la ley de la situación, 
porque pertenece á la autoridad pública de un lugar, de- 
terminar conforme á sus propias leyes, quién deba conservar 
la cosa durante un litigio, pajra evitar que se apele á las vías 
de hecho, ó sea, para mantener el orden público. 

(1) Biáx GoTurabiM, D. I. Pririuio, núm. 887. 
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Otro tanto debe decirse de las servidumbres reales, es de- 
cir, de las de predio á predio, ya sean rústicas ó urbanas. 

En cuanto al derecho personal que se tenga para pedir la 
inscripción de las hipotecas tanto legales como judiciales y 
convencionales, debe atenderse á la ley del contrato ú obli- 
gación que le dio origen, aunque respecto al modo de hacerse 
ó exigirse el registro, al de ejecutarse los derechos hipoteca- 
rios y á la preferencia que deben tener ó sufrir respecto de 
otros derechos, se observa la ley de la situación, porque se 
trata de garantir derechos de tercero, que incumbe á la so- 
ciedad donde cütá fincado el inmueble. 

Para la propiedad no se atiende á la situación actual como 
en la posesión provisional, sino á la que tenía la cosa al tiem- 
po de la adquisición cuyo título se controvierte (1), menos 
cuando se trata de adquisición por título universal ó here- 
ditario, pues entonces se atiende á la ley de la sucesión, que 
es la personal del autor de la herencia, y ésto, en razón de 
que los derechos hereditarios no interesan á la sociedad en 
que están situadas las coéas de la herencia, como relaciones 
personales que son, ó de familia. Para la sociedad, lo mis- 
mo es que suceda un tío ó un sobrino, que el cónyuge con- 
curra ó no con los hermanos, etc., porque los derechos y de- 
beres recíprocos de todas estas personas están equilibrados 
por la ley de su nacionalidad. 

Innecesario es advertir que la expropiación por causa de 
utilidad pública sigue la regla general, pues cae de lleno en 
la razón principal en que se fonda, á saber, que la utilidad 
pública del lugar de la situación así lo exige. 

Las servidumbres ó derechos personales de usufructo, uso 
y habitación, cuando están constituidos sobre inmuebles, su 
duración y modo de criarse y extinguirse se rigen por la ley 
de la situación; pero cuando provienen de contrato ó testa- 
mento, las obligaciones privadas de las personas que inter- 
vienen en ellos, deben seguir las reglas del contrato ó suce- 
sión que les dio origen (2). 

La enfiteusis, que es el derecho de gozar de un fundo en 



(1) Fiore, D. I. Privé, núm. 201. 

(2) Fiore, Diritto Intemazionale Público, edición de 1880—1884. Tom. II., núm 876. 
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que no se tiene el dominio absoluto, mediante el pago de 
una pensión anual, como es un derecho real, sigue la ley de 
la situación del predio. 

Para saber si se necesita la tradición á fin de que se ope- 
re el traspaso del dominio de una cosa, debe consultarse la 
ley de la situación efectiva, excepto el caso en que se trate 
de mercancías que van de tránsito y que por lo mismo no 
tienen una ubicación cierta, determinada y permanente, 
pues entonces se aplica la ley del dueño, sobre todo, si éste 
no es dudoso ni disputado. 

Las cosas incorporales que no tienen situación propiamen- 
te, se rigen por la ley del propietario; de modo que tratán- 
dose de cesión de acciones ó derechos, la validez de la ena- 
jenación, por lo que ve á lá aptitud de ser cedidos ó enaje- 
nados los créditos; depende déla ley del dueño (1), excep- 
tuando si el derecho versa sobre cosa corporal determinada, 
porque entonces seguirá las reglas aplicables á la cosa que sea 
su objeto. Si el crédito estaba sujeto á otra ley diversa de 
la del propietario, á esta ley se acomodará su enajenación, 
porque el deudor que ha adquirido el derecho de que su a- 
creedor le notifique la venta, no lo pierde solamente porque 
la ley de éste no le imponga tal obligación (2). Mejor di- 
cho, para todas las obligaciones entre cesionario y cedente, 
se aplicará la ley del cedente; pero para las obligaciones en- 
tre cesionario y deudor, se aplicará la de este último. 

La propiedad literaria, artística ó industrial, no es una ver- 
dadera propiedad en el sentido técnico de la palabra (3), tan- 
to porque no radica en ningún lugar, como porque es el efec- 
to de un privilegio que la ley concede á los inventores. Los 
privilegios sólo se extienden al territorio en que domina la 
autoridad que los otorga. 

Para convencemos de que el derecho concedido á los in- 

(1) Fiore, núm. 840. 

(2) Troplong, Vente, núm. 926. 

(3) El Instituto de Derecho Internacional ha creado una comisión para el estudio 
de loa derechos de autor, como puede verse en la B. D. I., tom. XV, pá^. 604. Se na* 
eesita tener precaución contra las exageraciones de esos derechos, que los intereaadoe 
han e<iBiparado á los de propiedad, á cuyo fin puede consultarse la monografía de Fio- 
re, titulada: "La propieta industríale e privativa, secondo il Diritto intemasionale.-— 
1883. 
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tenitoño donde tiene jurisdicción la autoridad que loe con- 
cede. 

El tít. 8.*> del lib. II del Código del Distrito, se ocupa de 
los derechos de autores é inventores, cuyo título, por ser una 
reglamentación del art. 4íP y de la fracción XVI del 85 de la 
Constitución, se ha reputado una ley para toda la Federación 
mexicana, que se ha reproducido en los Códigos de los Es- 
tados. 

Como el Código novísimo (art. 1,234 y sig.) solamente im- 
pone la obligación al autor de manifestar su voluntad de re- 
servarse la propiedad de su obra y de depositar en el Minis- 
terio de Justicia algunos ejemplares de ella, sin limitar esa 
facultad á los mexicanos, parece que pueden ejercerla aun los 
extranjeros, y por lo mismo entre nosotros no se necesita nin- 
^n tratado para que se respete la propiedad ó privilegio de 
mvencidn de un extranjero, con tal que observe el mandato 
de la ley, y con lo cual se equipara á los nacionales y se cum- 
ple con lo acordado en los tratados de amistad y comercio á 
que antes he hecho referencia. 

TITULO III. ' 

0BLIGACI0i\S8. 

Las obligaciones pueden resultar de contrato ó conven- 
ción de las partes, de un hecho lícito ó cuasi- contrato, de un 
hecho ilícito y de la ley. 

Aunque hay elementos comunes á toda especie de obliga- 
ciones, estudiando las convencionales, estudiaremos éstos á 
fin de exponer por separado solamente aquello que sea ca- 
racterístico de las otras. 

CAPÍTULO I. 

OBLIGACIONES CONVENCIONALES. 

Los elementos que hay que atender en las obligaciones y 
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principalmente en las convencionales, por ser el tipo más ge- 
nuino de ellas, son: 1.^ La capacidad de las personas que 
las contraen: 2.^ La forma de los actos 6 contratos de que 
nacen: 3.° La naturaleza de la obligación: 4.° Los efec- 
tos que se derivan de ella: 5.° Las obligaciones accesorias 
de la principal que no están ligadas necesariamente con 
ésta, sino que nacen con ocasión de un hecho diverso aun- 
que relacionado con aquél de donde la principal tuvo origen; 
y 6.* La ejecución de las obligaciones. 

§1. 

CAPACIDAD Y FORMA. 

La capacidad de los contrayentes queda estudiada en otro 
lugar, y se ha indicado que la que les recocí íce á las perso- 
nas ta ley nacional, no debe considerarse en abstracto, sino 
con relación á toda clase de actos jurídicos, porque de lo 
contrario todas aquellas disputas serían vanos paralogismos 
sin resultado ninguno en la práctica. 

No solamente debe oírse á la ley de la persona para saber 
8Í es mayor ó menor, sino para decidir qué actos no puede 
ejecutar siendo menor, ó del estado de que se trate; de modo 
que aunque la ley donde pase el acto lo dé por válido con 
que ia persona tenga las cualidades personales que ella exi- 
ja álos nacionales, ese acto puede justamente desconocerse 
en cualquiera otra parte. Así es que no sólo deberá reco- 
nocerse que una mujer sea casada, por ejemplo, sí lo está 
conforme á su ley personal y á la de la celebración del ma- 
trimonio, sino también que las aptitudes que tenga para 
contratar dependen de la ley que rige á dicho matrimonio. 

La forma no es un elemento sólo de los contratos, sino de 
casi todos los actos jurídicos que producen efiectos diversos, 
como habilitaciones, licencias, discernimientos de tutela, &.; 
pero como las doctrinas son uniformes en todo caso, convie- 
ne hablar aquí de ella en general para no tener que multi- 
plicar las divisiones. 

Los juristas conocen varias clases de formas: habilitantes. 
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intrínsecas, extrínsecas y de ejecución. Las primeras son 
aquellas que hacen capaces de ciertos actos á personas que 
no lo son, como la autorización marital ó del consejo de fa- 
milia. Estas no son forrrudidades propiamente y deben su- 
jetarse á la ley de la persona que las ejecuta, para que ten- 
gan validez; pero cuando esa ley exija una forma determina- 
da que no pueda ejecutarse en el lugar donde se verifica, se- 
rá preciso distinguir cuando ella sólo tenga por objeto reves- 
tir al acto de autenticidad para que no quepa duda de su 
existencia, y en ese caso se podrá suplir con otra correspon- 
diente en el lugar donde tenga verificativo el acto. Por 
ejemplo, si la ley de la persona manda que sea ante notario, 
y en el lugar de la ejecución no hay notariado, los actos simi- 
lares se ejecutan por ante un juez de paz ó vice versa. Pero 
cuando se prescribe alguna solemnidad ó requisito que no 
tenga únicamente el onjeto indicado, verbigracia, que la li- 
cencia marital á la casada la supla el juez del domicilio, 
entonces no se podrá habilitar á la mujer en otra forma. 
Condensando estas doctrinas en una regla general, bien se la 
podría formular de la manera siguiente: "las formas habilitan- 
tes de estado ó capacidad, se arreglarán á la ley del lugar en 
que pase el acto, siempre que no se oponga la personal de 
aquéllos á quienes afectan.if 

Las formas intrínsecas, ó no se distinguen de la sustancia 
misma del acto de que se trata, ó son condiciones esenciales 
para su validez. La regla general es que se obedezca la ley 
aonde tiene lugar el contrato; pero hay casos en que hay 
que atender á la ley del lugar en que deba ejecutarse lo 
pactado y aun á la personal del que lo celebra. 

Ejemplo de la regla podrá ser entre nosotros la renuncia 
de derechos que, conforme al art. 1,307 del Código del Dis- 
trito, debe hacerse citando la ley que se renuncia. Si un 
contrato celebrado en México no se acomoda á esta forma 
imperativa é irritante, será nulo en donde quiera llevarse á 
efecto; y vice versa: tendrá valor aquí una renuncia de ese 
género, sin la cita ni expresión de la ley en que se consigne 
el derecho renunciado, si no lo exige así la ley del lugar del 
contrato. 

Un ejemplo de la primera excepción se ve en el reconocí- 
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miento de hiios naturales. Cuando en el pais del padre se 
exigen formL determinadas, como la que prescribe el art. 
340 del Oódieo Civil del Distrito, no bastaría otra, aunque 
fuera reconocida por auténtica en el lugar en que se hiciera 
el reconocimiento. 

Asser (núm. 28) opina que cuando la ley nacional no dá 
las reglas para que esta especie de actos se ejecuten donde 
no existan elementos para sujetarse á ella estrictamente, es 
porque permite que se ejecuten en la forma de la ley del lu- 
gar donde pasan, como sucede en el Código holandés. 

Fiore pone algunas restricciones para que el acto, con fir- 
ma privada, sea reconocido como válido en el lugar donde se 
exija la forma auténtica (núm. 140), y son que dicho acto es- 
té sujeto á las mismas acciones de nulidad y rescisión á que 
ló esté en el lugar donde se acepta coíno válido en la forma 
privada, admitiéndose en contra de él todas las pruebas que 
allá sean legales. 

Parece, como se dijo hablando de las formas habilitantes, 
que no es el único objeto de la ley que las impone, asegu- 
rarse de la existencia de los actos, ó precaver las falsedades, 
sino que puede tener otros muy diversos, por ejemplo, obligar 
á una reflexión madura, tanto por los perjuicios que se puedan 
seguir al que los ejecuta, como á otros; dar tiempo y conoci- 
miento á terceros interesados para que se opongan á que el 
acto se consume, etc., etc.; y por lo mismo, cuando la forma 
vea á la sustancia del acto y no simplemente á su autentici- 
dad, no bastará sujetarla á la ley del lugar en donde pasa (1). 

Por último, la forma que se exige para la enajenación, gra- 
vamen y desmembración del dominio de los bienes raíces, 
por ser cosa que tiene relación con el régimen de la pro- 
piedad de cada país, que tiene el derecho de formar catas- 
tros y de imponer contribuciones á esa clase de actos; en fin, 
por ser materia de interés público, debe sujetarse á la ley del 
lugar de la ubicación. 

Como la mayor parte de laís legislaciones facultan á los 
nacionales para valerse de las formas prescritas por sus leyes 
personales aun en territorio extranjero (2), algunos autores 

(1) Véase la página 44. 

(2) Cóáigo mexicano, art. 14.-~C<5digo italiano, art. 9. 
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(1) al formular el principio locus regit actum, agregan que 
es potestativo valerse de las formas impuestas por la ley na- 
cional ó de las prescritas en el lugar donde se ejecuta el ac- 
to; mas es de observarse que esa dispensa ó facultad, sólo 
puede valer cuando los actos ó contratos deban tener efecto 
ó ejecución en el país de sus autores y no en otra parte, por- 
que las dispensas no se extienden á más territorio que al re- 
gido por el soberano que las concede. Las razones que se 
aducen para que un acto valga en la forma prescrita en el 
territorio en que pasa, militan para demostrar que no debe va- 
ler en otra distinta, aunque sea la de la ley personal; y si és- 
ta los habilita en otra forma, tal habilitación no vale sino 
respecto de la jurisdicción donde impere, y no de un tercer 
Estado (2). 

Formas ejecutorias son aquellas con que se hace efectivo 
por el juez de un lugar el cumplimiento de una obligación 
resistida por el obligado, ó con las que se tramita un juicio. 
Se hablará de ellas al tratar de lo relativo al procedimien- 
to (3). 

NATURALEZA DE LAS OBLIGACIONES. 

El elemento esencial de las obligaciones convencionales 
es el consentimiento, y por lo mismo es éste el que les dá la 
ley antes que todo, siendo la regla general, que los contratos 
se rigen por la ley á que voluntariamente se hayan sujetado 
los contrayentes, en aquellas cosas en que no hieren intere- 
ses de tercero ó del orden público, sea del lugar en que cele- 
bran el contrato, sea de aquél en que deba tener su ejecución. 

Pero lo ordinario es que no se haga manifestación expre- 
sa sobre este punto, y muchas veces tampoco pueda inferirse 
del contexto de las convenciones, quedando en pió entonces 
la cuestión de cuál ha sido la intención de los contrayentes. 
Cuando puede presumirse cuál sea, por algún indicio, la difí- 

(1) Foelix, núm. 83, editión de 1866.— Fiore, núm. S45. 

(2) Corte de casación francesa, sentencia de 9 de marzo de 1863, citada por Deman- 
geat sur FobUz, núm 83. 

(3) Véase también cap. 11 de este título. 
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cuitad cesa, porque el consentimiento presunto suple al ex- 
preso, como sucedería en el caso de que dos personas de una 
misma nacionalidad contraten en el extranjero (1); presun- 
ción que, sin embargo, deja de existir cuando alguno está 
domiciliado en país diverso, y ésto porque la primera supo- 
sición se forma de que es natural que uno conozca mejor su 
legislación propia y esté más acostumbrado á ella que áotra 
cualquiera. Pero respecto del que tiene su. domicilio en di- 
verso lugar, no hay razón para hacer ni una ni otra conjetura. 
Absteniéndome de trascribir las diversas opiniones que 
hay sobre la ley que ha de regir los contratos, me concreta- 
ré á hacer presente, que fuera del caso dicho, la ley del 
lugar donde tiene su yerificativo el contrato, es la que lo ri- 
ge é interpreta. 

A la sustancia del contrato pertenece la forma intrínseca 
ó visceral, como es el consentimiento y modo de expresarlo, 
si para la validez se necesita 6 no la tradición, ó por lo me- 
nos, la existencia de la cosa en poder del vendedor, como su- 
cede en el caso del art. 109 del Código francés, en que no 
se dá valor á la venta de documentos de crédito público (e- 
fectos públicos) si no están en poder del vendedor, 6 como 
sucede entre nosotros, que para que haya venta es necesario 
que el precio sea cierto y en dinero y haya cosa vendida 
(art. 2,939 del Código de Jalisco). 

Cuando el contrato es válido y produce obligación en don- 
de se celebró, pero no lo es donde debe cubrirse ésta, forzo- 
so es "distinguir, porque si la nulidad se deriva de razones de 
orden público ó de moralidad, no se puede exigir en el se- 
gundo punto, puesto que el juez no puede declarar una obli- 
f ación contraria á las buenas costumbres, np más porque se 
aya creado en otra parte. Un ejemplo de ésto lo tenemos 
en laá deudas de juego. Si la nulidad se tomara de otro 
motivo, no habría inconveniente para la ejecución en otra 
parte. 

Cuando la obligación es nula en el lugar del contrato, no 
puede hacerse efectiva en otro, aunque los contratantes tie- 



(1) Esta excepción está consagrada por muchos códigos j la consignan casi todoa 
los autores. 
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Den facultad de referirse á la ley interpretativa que má^ les 
acomode (]). Pero cuando la ley es prohibitiva ó imperati- 
va nulifica los actos pasados en su territorio que le son con- 
trarios, ya que de otra manera, no se concibe la soberanía, 
sino cou derecho á prohibir ciertos actos y á declararlos in- 
subsistentes en caso de ejecutarse, ó de no atemperarse á las 
condiciones que impone, que es una consecuencia de la pro- 
hibición ó del mandato mismo. Ahora bien, lo que una 
vez 68 nulo, no puede convalecer después, dice una regla de 
Derecho. 

Dada la doctrina general de que la ley del lugar rige tam- 
bién el acto en sí, precisa saber en dónde ha tenido existen- 
cia el contrato, cuando se celebra por mensajes ó por inter- 
mediario. 

El primer caso divide mucho á los autores, porque real- 
mente es muy difícil señalar el momento del concurso si- 
multaneo de las do8 voluntades, que es lo que dá ser á la 
obligación; pero parece más aceptable la doctrina de Fiore 
en el apéndice al § 247, opuesta á la que había sostenido en 
el cuerpo de su obra. Esta opinión es que el contrato exis- 
te desde el momento en que el que recibe la propuesta, la 
acepta por medio de un hecho externo, destinado á hacer 
saber al otro su consentimiento, ya que es imposible fijar el 
primer instante en que ambos consienten y saben que el 
otro consiente en lo mismo; siendo preciso en todo caso, dar 
cabida á alguna ficción. 

Los contratos hechos por intermediario, se entienden ce- 
lebrados en el lugar donde éste los arregla con el tercero, 
siendo independiente el acto en que el mandante autoriza al 
mandatario ó comisionista. 

Cuando hay mandato, el punto es incuestionable, porque 
el mandatario se sustituye en lugar del mandante y éste, en 
representación ajena, concuerda con el tercero para for- 
mar el concurso de voluntades en el lugar donde se tienen 
las conferencias. Luego el contrato pasa en este último 
punto y sigue las leyes de él: Locua regit actum. 

O) ÁBser, núm. 36.— Durand, núm. CCm, tiene la opinión contraria, porque dic«, 
••la ejecución y no el convenio de las partes, será lo que altere el orden público. n 
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Cuando no ha habido mandato, sino comisión, es decir, que 
el comisionista obró á nombre propio, pero por cuenta aje- 
na, aun cuando haya declarado el noml)re de su comitente, 
pero sin mostrar su procuración ni comprometerlo, es toda- 
TÍa más perceptible que el contrato pasa en el lugar d<^nde 
comisionista y tercero arreglan el negocio, sean cuales fue- 
ren las acciones y derechos que mandante y mandatario ten- 
gan entre sí. 

Para poder asignar la ley á que el contrato de procura- 
ción, mandato ó comisión estó sujeto, importa conocer el 
punto ea que se verifica, que, como todos los bilaterales y 
consensúales, se perfecciona por el consentimiento, no del 
que propone, sino del que acepta, como se dijo en el núme- 
ro anterior. Las doctrinas últimamente expuestas no son 
controvertidas (1). 

Si el mandato se dio en un país como Massachussets, don- 
de termina por muerte del mandante, sin (jue queden obli- 
gados sus herederos con los terceros que ingnoren el su- 
ceso y hayan seguido contratando con el mandatario, pero 
estos contratos se hayan verificado en un punto como Mé- 
xico, en que sí quedan obligados los herederos del mandan- 
te ¡con los terceros de buena fé (art. 2,405, Cód. Civ. del 
Dist.), la opinión más equitativa que Fiore sostiene en el 
núm. 335, es que deben observarle las leyes de este últi- 
mo país, aduciendo por razón, que dándose la procuración 
para que se ejercite en otro lugar, los actos pasados en vir- 
tud de ella deben regirse, aun en cuanto al mandante, con 
sujeción á las leyes de este último país; y se pronuncia por 
la aplicación en Italia del art. 1,762 del Cód. Civ., que es 
más expreso todavía que el del nuestro antes citado, aunque 
el mandato haya sido conferido donde quedase irrevocable- 
mente fenecido por la muerte del mandante. 

Casaregis trae un caso que trascribiré por ser muy fá- 
cil de presentarse y útil conocer su resolución. Si un eo- 
merciante encarga á otro la compra de ciertas mercancías y 
el comisionista, sea porque no las halle en poder de otro, ó 
porque él mismo las tenga de la clase y condiciones pedidas, 

w 

(1) FioTO, ohta citada, núm. 2tó j sigui^ntos. 
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remite de las suyas, ¿se dá por hecha la venta? Puede inte* 
resar mucho conocer esta resolución para saber en caso de 
concurso, declarado al comitente antes de recibir las mer- 
cancías, si son de la masa ó ajenas, ya que si el comisionista 
las hubiese comprado á otro, serían de la propiedad del co- 
mitente en el tiempo cuestionado. 

Casaregis (1) resuelve que el dominio del comitente es 
revocable, es decir, que el comisionista puede mandar reco- 
ger su mercancía del camino antes de que llegue á poder 
y conocimiento de aquél, porque habiéndose introducido 
una novación, se necesita la aprobación del primer propo- 
nente para que las obligaciones tengan vida; y si en el man- 
dato ó propuesta del comitente había la alternativa de que 
comprara el comisionista la mercancía ó mandara de la su- 
ya, aun podrá decirse que el interpelado accedió con una 
condición resolutiva, de qué se hiciese el pago al recibirse 
la mercancía, condición que se presumirá por los hechos y 
circunstancias. 

Termino este párrafo, reasumiendo lo dicho en muy po- 
cas palabras, .^fiuforme ala ley del lugar en que se per- 
feccionó la obligacfÓD, debe regirse ésta y decidirse si es na- 
tural, civil, mancomunada, condicional, de cosa determinada 
ó de género, y todo lo demás que tenga relación con la exis- 
tencia y modo de ser del vínculo jurídico llamado obliga- 
ción. 

§111. 

EJ.ICTOS Y CONSECUENCIAS DE LAS OBLIGACIONES. 

Pasemos ahora á los efectos de la obligación para saber 
cuándo se rigen por la ley de la obligación misma y cuán- 
do por la legislación del país donde deba cumplirse, advir- 
tiendo que hay escritores que sostienen exclusivamente en 
todo caso, uno de estos extremos, apoyándose en textos del 
Derecho Romano. 

Pero analizando cumplidamente esos textos, que á prime- 

(I) Casaregis, Discours. 979, núm. 2. 
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ra vista parecen contradictorios, se puede establecer la dis- 
tinción siguiente: Las obligaciones que provienen del con- 
trato misnto, sin dependencia de un hecho posterior ó dife- 
rente, se gobiernan por la ley que rige al contrato, porque 
la obligación desde que nace tien« que estar sujeta á una 
ley, y si se admite que el contrato produce obligación, ésta 
ha de existir con arreglo á alguna ley; ^pero si esa ley de- 
pendiese de un hecho posterior, como es el cumplimiento de 
la misma obligación, no sería asi, y habría además una peti- 
ción de principio ineludible, como es, que el cumplimiento 
de la obligación dependa de la ley, y que la ley dependa del 
hecho del cumplimiento de la obligación. 

Por tal motivo es preciso admitir que la existencia de las 
obligaciones, en abstracto, provenientes de un contrato, de- 
penden de la ley de donde se concierta ese contrato; mien- 
tras que los modos de cumplir la obligación que no afectan 
á la sustancia de la misma, se rigen por la ley de donde se 
producen tales efectos. 

Fiore llama á los primeros vinciduvi juria, y á los se- 
gundos omus conventionis; pero no parecéj^e estos térmi- 
nos encierren por sí la distinción expuesta, sino mediante 
una explicación convencional; y por lo mismo, en todo even- 
to, lo más acertado para la inteligencia de la regla propues- 
ta, es hacer algunas aplicaciones. 

El contrato de trasporte produce desde luego las obliga- 
ciones de pagar el flete y de entregar la carga sin deterioro 
causado por culpa del porteador ó capitán. Estas obliga- 
ciones se rigen por nuestro Código de Comercio, si el contra- 
to se celebra en puerto mexicano. Pero el modo de entre- 
gar la carga en Cádiz, por ejemplo, los días que tenga el 
consignatario para recibirla, la manera de estimar los daños 
y perjuicios por averías del camino, el modo de hacerse el 
pago, si éste produce ó no liberación de ulteriores reclama- 
ciones por mermas y faltas, y la consignación de su importe, 
&, &, todas son cosas que dependen del Código español (1). 

Así, pues, por la ley del contrato debe decidirse si la cosa 

(1) Molengraff, Etudes sur le oontrat d'i^ffrét«iBent. R. D. I., toro. XIV, pA^s 
39 et 260. 
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perece para el dueño ó para el acreedor; si el deudor res- 
ponde con la culpa levísima ó con la gfave, ó solamente por 
d(»ln ó por el caso fortuito; el plazo en que se debe cumplir 
la obligación, cuando no se hubiere señalado expresamente, 
pero se deduzca d-i loa mismos términos de la convención; 
fii el acreedor tiene derecho en la cosa, á la cosa, ó sólo á da- 
ños y perjuiciop; la garantía del vendedor; las acciones que 
competen para la rescisiÓJi por h siÓn, la del quanti mino- 
tííí, la redhibitoria y la de restitución in integrv/m. 

Vice vnrsa, los efectos que ven al modo de hacerse el pa- 
go, se rigen por la ley indicada para la prestación: así la es- 
timación de la cosa que debe entregarse y la de los daños y 
perjuicios por la demora en la entrega; la manera y medida 
con que d^ba verificarse la entrega, la graduación de la cul- 
pa ó del dolo que haya habido en la misma entrega, se ha- 
rán conforme á las reglas de donde d^ebió hacerse el JwyjfQ» 
por ser ésa la voluntad presu- ta de los contrayentes. 

El rrufdü de la ejecución debe ajustarse, no á las reglas 
del lugar d«»nde debió hacerse el pago, sino á las del lugar 
del juicio salvas las preferencias que establezca la ley de la 
situación de las cosas ejecutadas. En el modo de la ejecuciifn 
comprenden los tratadistas», no sólo las fórmulas del procedi- 
miento que es preciso emplear para pedirse el pago ó con- 
signarle, sino los bienes que pueden ser embargados, la par- 
te de ellos en que pueda hacerse efectiva la obligación, y la 
preferencia que sobre ellos tengan otros créditos ó personas, 
porque éstos son puntos que afectan al orden público del 
lugar de la ejecución y que ninguna legislación puede dejar 
á merced de leyes extranjeras que entrarían en conflicto eoi 
Crida caso, sin norte para saber cuál fuera la preferente, pues- 
to que podría haber muchos acreedores de diversos paíse» 
d'* un mismo deudor, cada uno con privilegio para el pago» 
seg&n su propia ley. 

En g»'n«*ral, cuando los efectos están conexos con un he- 
cho po>teri«»i, este hecho s(í somete en su apreciación y las 
oblig4ci')!ie8 qtie de él emanan, á la ley en donde pasa. Por 
eso la fianza y las arras, aunque incidentales á otro contrato, 
se. s«. meten á la ley del punto donde se dan (I). 

(1) Ias resoladonea de estos párrafos son tomaiUis, en gran parte, de la el)!» de 
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La materia de ingreses, por ser de mucha práctica, suelen 
tratarla los autores con alguna extensión; pero nosotros que 
no podemos hacer estudios especiales sobre ningún punto, 
por no permitirlo el tiempo de la asignatura, sólo diremos 
que si los intereses se deben por contrato, se ajustarán á la 
legislación del contrato mismo, y si se adeudan por mora en 
el pago deben arreglarse á la ley del lugar donde la mora 
se verifique, es decir, donde debiera haoerse el pago. Cuan- 
do dos comerciantes se adeudan réditos mutuamente, es- 
tando en diversas plazas, cada uno carga en la cuenta que 
lleva, el interés corriente en su plaza, notándose entonces que 
la ley á que se sujetan no es la del lugar del contrato, sino 
aquella que se presume fué voluntad de las partes aceptar 
en cada caso particular, y así es como los autores lo resuelven 
en la larga serio de casos que se propouen y de cuyo aná- 
lisis me abstengo, porque juzgo inútil y muy gravoso para 
la memoria el casuismo, siendo que estos apuntes están á 
ella (Jestinados. 

Debo cerrar este capítulo haciendo una última salvedad á 
las reglas que he apuntado, á saber: Se atenderá á la ley 
del lugar de la situación de la cosa sobre* que el contrato, ver- 
se, para todo lo que se relacione con el orden público de allí 
mismo, como verbi gracia: en un arrendamiento concertado 
en Inglaterra de una finca ubicada en México, ¿cuánto tiem- 
po tendría derecho el locatario })ara conseivar la finca? y en 
generstl, ¿cómo se decidirían todas las cuestiones relativas á 
la cosa misma? — Es indudable que con arreglo á la ley de la 
situación del inmueble, por más que el contrato hubiese pa- 
sado en otra parte. 

CAPITULO II. 

OBLIGACIONES LEGALES. 

Por tales se entienden aquellas que nacen de la ley, inde-- 
pendientemente de la voluntad del obligado, si bien median - 

Fiore sobre D. I. Privado, núms. 258 y 25^, á quien sigo con preferencia á Asser que, 
en el núm. U7 (lo su obra, niega toda diferencia entre anos y otros efectos. 



75 

te un hecho ú omisión, ó alguna otra circunstancia. En es- 
ta categoría están comprendidas laá que nacen de los cua- 
BÍ-contratos, de los delitos y cuasi-delitos y las puramente 
legales, como la ad exhihevduvi, las de comprar y vender 
por causa de utilidad pública, las de policía y las fiscales. 

Todos los autores están de acuerdo en que esta especie de 
obligaciones se rigen por la ley del lugar en que pasa el he- 
cho quo les dá nacimiento, ó en donfle se realiza la situación 
en que la ley las impone (1). 

Es cierto que todas las obligaciones las impone la ley ó 
están garantizadas por ella; pero las convencionales son acep- 
tadas directamente por la voluntad expresa ó presunta; mien- 
tras que existe otro género en que la ley desempeña el pri- 
mer papel, por la declaración que hace de que algún hecho 
ó circunstancia, que bien pueden no concurrir con la volun- 
tad de la persona, le imponen á esta alguna obligación. Ahora 
bien, así como las obligaciones convencionales reciben su ley 
de la voluntad, las legales se sujetan á la del lugar en que 
pasa el hecho, sin el cual no existirían. 

Deben reputarse de esta categoría las indicadas en el ca- 
pítulo II, tít. II. correlativas de los derechos reales que tie- 
ne, no el obligado por contrato, sino el tercero, cuando se hace 
efectiva sobre la cosa una acción ó derecho rtal porque el 
poseedor en este caso no ha celebrado contrato ni ejecutado 
hecho alguno de donde se infiera la presunción de su con- 
sentimiento á comprometerse á entregar la cosa á quien la 
ley lo ordena, sino que la obligación le viene por la circunn- 
tanda de ser poseedor La ley del lugar donde esa circuns- 
tancia se verifica, es competente para asignarle consecuencias 
de obligación en fuerza de la soberanía territorial. Por ésto 
el poseedor de la cosa hipotecada tiene el deber de entregar- 
la, conforme á la ley del lugar de la situación y en los térmi- 
nos que ella disponga aunque esté ignorante del gravamen 
que la cosa reportaba; y por ésto el tercer poseedor de una 
cosa robada también está obligado á volverla al dueño si lo 
prescribe la ley del lugar donde aquél adquirió su posesión. 
Estas conclusiones, deducidas de la doctrina sobre obligacio- 

(1) SaTÍgnf. "OMigaciones", pán-aft>« 371, 578. — Brochor, núni. 181, 182, etc. 
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nes, son enteramente idénticas á las que se infieran de los 
principios relativos á las cosas, como puede verse en el tít. 
II de este libro. 

Una sola excepción hacen algunos autores á esta doctrina, 
y es por las obligaciones que provienen de delito ó de cuasi 
delito, porque creen que no se puede pedir sino conforme á 
la ley /o /i. fimdados en que el Derecho Penal, que pertenece 
al Público de una nación, no puede tener efecto fuera de su 
territorio (1). 

Pero hay en ésto un equívoco. La acción penal persecuto- 
ria de la pena, es de Derecho Público, es verdad; y por lo mis- 
mo sólo podrá ejercerse con arreglo á la ley del tribunal don- 
de se deduzca; pero la acción privada de daños y perjuicios 
en reparación del mal causado por un delito, no tiene ese 
carácter, porque es acción civil que sólo interesa al ofensor 
y al ofendido, idénticamente á las demás acciones civiles que 
provienen de otra causa, y aun lleva el nombre de acción ci- 
vil ex delicio. No hay razón, pues, para que tenga otra 
apreciación distinta de la que le señala la ley del lugar don- 
de pasa el hecho que le dá nacimiento (2). 

TITULO IV. 



SVCE8I0JVES. 

CAPÍTULO I. 

DERECHO 
FILOSÓFICO. 

Comienzan los autores por disputar sobre el lugar que de • 
be asignarse á esta materia en los tratados. Durand dice que 
las bucesiones son un derecho de familia, y como tal debe fi- 
gurar entre aquéllos. Fiore lo trae entre los derechos patri- 

(1) Savigny, par. 374. 

(2) Asser, par. 12. -Bar, Enciclopedie d' Uoltzondoríf , pág. 069. 
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moníales; y los estatutistas, como Foelix, enumerándolo entre 
los derechos reales, lo hacen formar parte del estatuto de es- 
te nombre. 

Pero precisamente en esta materia es donde el sistema de 
los estatutos ha resultado más ineficaz porque depende de 
la diferente enunciación que se haga del derecho de sucesión, 
el estimarlo de uno ú otro estatuto. Si se pregunta, por 
ejemplo, qué debe hacerse con los bienes de un difunto, la 
materia parece relativa á las cosas mismas; y decidir la cues- 
tión de á quién deben entregarse, pertenecería á la jurisdic- 
ción real ó á la soberanía, bajo la cual se encuentran aque- 
llos bienes, como opina Demolombe (1); pero si se pregunta 
quién tiene derecho á heredar, ó cuáles son los derechos de 
una persona para nombrarse un sucesor ó para disponer de 
sus cosas después de su muerte, la«uestión cambia total- 
mente de aspecto; se trata de derechos y aptitudes persona- 
les, y los estatutistas se volverían del lado de la ley personal 
para atribuirle la competencia sobre este punto. 

La jurisprudencia española consideraba esos derechos co- 
mo mixtos, si bien no es de olvidar que la calificación de 
real y personal de nuestro antiguo Derecho Civil y la del De- 
recho Internacional, han tenido muy diverso alcance y sig- 
nificado. 

Demangeat (2) J otros creen que las leyes do sucesión son 
leyes políticas que interesan al bien público del Estado en 
que tienen aplicación, y que por lo mismo, ninguna nación 
puede permitir que las sucesiones se rijan en su territorio 
por otras reglas que por las que ha juzgado adecuadas al 
desarrollo de su prosperidad y á la organización política del 
Estado. 

El sistema antiguo iba aún más allá, reputaba que el de- 
recho de suceder era de creación puramente civil, sin deberle 
nada al Derecho Natural: que la persona que muere deja de 
tener el dominio en sus cosas, las cuales quedan abandonadas 
para pertenecer al primer ocupante, y que por tal motivo, el 
soberano del territorio donde se encuentran esas cosas, se 



(1) Tom. I, núm. 79. 

(2) Htstoíre de ]a oomlíti«3n civil des ctrangera cu Franco, pág. 837. 
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hace dueño do ellas y puede, siguiendo su albedrío, adjudi- 
carlas á quien mejor le cuadre ó al tesoro público, según con- 
venga á los intereses de la sociedad que dirige. El supuesto 
derecho de aubaua ó albinagio está basado en estas argumen- 
taciones que, como la que se hacía para legitimar la esclavi- 
tud, no pasan de groseros paralogismos; pero que no por eso 
ha dejado de tener brillantes sostenedores, pues en la misma 
Asamblea francesa lo defendieron Mirabeau, Robespierre, 
Tronchét (1) y la sección legislativa en el Tribunado (2). 
Dt)mat y Pothiur son de opinión que no se pueden impedir 
los actos entre vivos de los extranjeros, porque pertene- 
cen al Derecho Natural; pero que sus disposiciones por cau- 
sa de muerte, sólo puede validárselas el Derecho Civil (3). 

Glassni, en su ohrsi ^Elenieyíis da droit franjáis, etc., 
Ti))) i. 1, I ib. V, Des siicceaions, se ocupa de refutar los argu- 
mentos contra el derecho de disponer de los bienes para des- 
pués de la muerte, y, entre otras cosas, dice: "que si un hom- 
bre no pudiera trasmitir su propiedad á otro para después de 
su muerte, por acto legítimo de su pura voluntad, no debe- 
ría reconocérsele esta facultad, para guardar consecuencia, en 
ningún otro cas^, porque el que vende una cosa, también só- 
lo podría trabmitirla durante su vida; ¿por qué habría de res- 
, petarse una voluntad que ya no existe, según las palabras 
de Robespierre en la tribuna do Ib, Asambrea? Es válido el 
contrato por el cual se enajena una cosa con condición sus- 
pensiva, y no es válido si esa condición es la muerte del 
propietario: he aquí, exclama, la contradicción en que incu- 
rren los que sostienen que el hombre no puede disponer de 
lo suyo sino para durante su vida.ii Una cosa es que nadie 
pueda disponer de su propiedad con perjuicio público, y éso 
sería cuando caprichosamente un individuo mandase en su 
testamento aniquilar sus bienes y que sus cauípos quedasen 
para siempre incultos. Pero de éso, á que sólo la sociedad 
tenga derecho á disponer de una sucesión, hay una inmensa 
distancia. 



(1) Ilistoire parlementaire, tom. IX. 

(2) Chabot, rapport au Tribunat, seance du 20, genn. an XI, 

(3) Pothiér, Traite de pera., Part. I, tit. 11, secc. II.— Domat, Des lois civiles dan 
leur ordre naturel, pilg. 345, par. 13. 
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He tratado de apuntar, aunque ligeramente, los fundamen- 
tos del derecho de testar, porque sobre él reposa el de los er- 
tranjeros para disponer de sus bienes aun fuera del suelo de 
su patria, y para que se perciba que una nación no tiene el 
derecho de mezclarse en las sucesiones de los extranjeros, co- 
mo no lo tiene de legislar sobre sus derechos de familia, sobre 
la copropiedad que cada uno de los miembros de ella tiene en 
los bienes del jefe y de los demás que la forman, sobre la auto- 
ridad paterna, los alimentos que se deben, etc., etc. Tanto 
derecho tendría un gobierno para impedir que un extranjero 
deje su casa á quien mejor le parezca ó á quien lo permitan 
BUS leyes, como para impedirle que la venda ó la permute. 

Podrá, es cierto, oponerse la ley territorial á que la ena- 
jenación no se haga sino mediante algunos requisitos que 
aseguren la autenticidad del acto, á fin de impedir los plei- 
tos y las discordias que turban la paz pública, ocupan á los 
tribunales expensados por el Estado y paralizan la explotación 
de los inmuebles y establecimientos industriales, con pe^r- 
juicio económico do la sociedad: podrá reglamentar lo relati- 
vo á servidumbres, á duración de arrendamientos, á privile- 
gios establecidos sobre las fincas por causa de nobleza, y 
otros que se opongan á los principios constitutivos de su mo- 
do de ser; pero no tiene que meterse en asuntos que perte- 
Jiiezcan al interés de los particulares, como son que la finca 
pase á la eSposa ó al sobrino entera al hijo legítimo ó con 
algún gravamen para el espúreo. 

No digamos que los derechos hereditarios activos y pasi- 
vos son reales ó personales, sino que son derechos naturales 
que ninguna ley tiene la facultad de suprimir, aunque sí de 
reglamentar, y que esa facultad pertenece al soberano del 
dueño y no al soberano del territorio en ([ue están las cosas 
sobre que versan. 

De lo dicho ya, se puede inferir que la ley que debe regir 
la feucesión de los extranjeros es la de la nación á que per- 
tenecen, y así lo sostiene la escuela novísima (1) y los auto- 
res modernos, especialmente Basilesco que en su obra Covjlit 

(1) Piore, cap. sucesiones. — Mancini, relación al I. de 1). L, sesión de (JúnoTa en 
1874.— Asser, par. 18. 
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des lois en vitüiére de sitccp'<ínn ah ivfrstat, expone toda 
la historia relativa á esto punto y menudamente los funda- 
mentos de la teoría, haciendo palpar las contradicciones é 
injusticias de las doctrina^» divergentes y encargándose de 
refutar todas las objeciones. Termina su trabajo con la 
exposición de las legislaciones vigentes en el mundo civili- 
zado, sobre el particular que sirve mucho al abogado prác- 
tico para resolver los casos que se le presenten. 

Cuando se meditan los inconvenientes que trae consigo el 
fiistema que hace depender la sucesión de la ley del lugar 
de la situación de los bienes, se decide uno á admitir aquel 
en que hay unidad, pues resultan en el sistema realista 
tantos patrimonios cuantos son los lugares donde existen 
bienes raíces, por lo menos y los acreedores no saben á quién 
dirigirse, por no haber un sucesor universal 

Los llamados á la herencia en cada lugr • pueden ser di- 
versos y no podría decidirse, por razón ninguna conocida en 
Derecho, si todos ó alguno solo de éstos estaban obligados á 
pagar las deudas, en qué proporción, 6 cuáles obligarían á 
uno y no á otro; ó si siendo todos sucesores parciales ningu- 
no quedase obligado á pagar las deudas porque S'')lo el suce- 
sor universal de una persona sigue con sus derechos y- obli- 
gaciones. 

El Derecho Romano consideraba que con la herencia y 
mientras no se liquidaba. Be prolongaba la persoiaa econó- 
mica del difunto, la cual tenía una existencia única, y esa 
entidad era representada por el heredero universal surcesor 
in universuvi jus. En las legislaciones posteriores se ad- 
mitió el sistema de albaceas ó ejecutores testamentarios, que 
representan en todo caso, esa personalidad jurídica, dotada 
de las cualidades inherentes á la persona que es la indivi- 
sibilidad. 

Ahora bien, como esta persona económica de la herencia ó 
el patrimonio, es la sucesora, la prolongación de la del di-, 
funto, debe tener también las consideraciones de las demás 
personas, que son principalmente ante el Derecho Interna- 
cional, la de sujeción á una sola ley, y la de ser dirigida en 
las relaciones personales por la ley nacional. Aquí pueden 
reproducirse las razones expiK^stas en otra parte para probar 
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que las personas deben ser regida^ por una sola ley, y que 
esa ley es la nacional 

De esta manera se tienen resueltas todas las cuestiones 
relativas al orden de la sucesión, á determinar las diversas 
clases de herederos, hasta donde se extienda la reciprocidad 
bereoitaria, lo relativo á reservas y al derecho de acrecer; 
porque todo ésto es concerniente á la mayor ó menor exten- 
sión de los derechos y deberes mutuos de los miembros de 
una familia, puestos en combinación los unos con los otros, 

3ue sólo pertenece reglamentar á aquel que legisla respecto 
e la familia, pora que haya unidad y coherencia entre esos 
derechos y deberes, es decir, al soberano nacional, puesto que, 
como se ha dicho en otra parte, las familias son los elemen- 
tos orgánicos de que las naciones se forman; y por lo mismo, 
cuanto vé al régimen de ellas, á su constitución, á los debe- 
res y derechos que ligan á sus miembros, son asuntos de vi- 
tal interés del Estado de que forman parte, y no de aquél en 
que accidentalmente se halle alguno de sus miembros ó de 
los objetos de su patrimonio. 

Vice versa, lo relativo á cuestiones de posesión de esos mis- 
moB bienes, para saber en qué forma se debe adquirir la de 
los que han quedado á la muerte de una persona, es visible 
que interesa al orden público del lugar donde esos bienes se 
encuentran y por tanto, sus leyes están llamadas á deci- 
dir qué clase de herederos entran de por sí en la herencia, y 
cuáles con mandamiento judicial; qué se necesita para que 
loó arrendatarios y tenedores reconozcan al nuevo adminis- 
trador ó poseedor, etc., etc. 

En las sucesiones testamentarias tienen cabida multitud 
de cuestiones especiales de Derecho Internacional, que aun- 
que pertenezcan á otros capítulos, por la conexión que tienen 
con los derechos hereditarios, revisten una fisonomía nueva, 
pareciendo á primera vista no comprendidas en los prin- 
cipios generales. Vienen en primer término las de perso- 
nalidad, por tener más analogía con los derechos de su- 
cesión. No cabe duda que las calidades del sucesible ó au- 
tor de la herencia, se rigen por las leyes de su nacionalidad^ 
y por la misma, las formas internas ó la sustancia de los tes- 
tamentos. Pero si, conforme á esas leyes no puede norabrar- 



y 
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86 hereden) á cierto individuo por inhábil, siendo hábil por 
sus propias leyes, ¿á cuáles debe atenderse para decidir el 
punto? Fiore (núm. 403), parece que se inclina á la ley del 
testador, porque, filosóficamente, primero es la capacidad de 
éste para nombrar un heredero, que la aptitud del segundo 
para ser nombrado; pero en realidad se necesita la coñcu-' 
rrencia de las dos aptitudes como en los contratos. Es decir, 
en México no bastaría que un ecuatoriano testara á favor 
de una corporación religiosa, sino que se necesitaría que esa 
corporación perteneciera á un país donde le fuera lícito ad- 
quirir, por lo menos, si la sucesión se abre en el lugar de don- 
de sea nacional el incapaz. 

Si la ley del autor de la herencia (del de cujus en los 
otros idiomas europeos) llama á los hijos legítimos, y ésta 
misma no considera en igual rango á los legitimados por sub- 
secuente matrimonio, por rescripto, ó por privilegio que dé 
el Cuerpo legislativo, pero el de cujus tiene hijos nacionali- 
zados en otro país, legitimados allí; ¿serán copartícipes con 
los otros legítimos? Fiore opina por la afirmativa (núm. 309), 
dando por razón que la ley del abintestato sirve para mar- 
car las cualidades en abstracto de los sucesores; pero ya para 
decidir si tal ó cual persona tiene esa cualidad, es de la com- 
petencia de la ley nacional de esa persona, como sucede en 
los demás actos jurídicos: la ley de México exige la mayor 
edad para la validez de un contrató; pero la ley del contra- 
yente señala la edad que se necesita para que él tenga esa 
cualidad, y por consiguiente, siendo prusiano, sería nulo el 
contrato celebrado en México por un individuo de esta na^ 
cionalidad á los veintidós años. 

El caso del hijo legitimado conforme á leyes distintas 
de las de la nacionalidad del padre, me parece sumamente 
difícil, visto lo dicho al tratar de esta materia; pero dado él, 
quizá sería preciso hacer algunas salvedades á la doctrina de 
Fiore. Si la ley del sucesible excluye expresamente á los 
legitimados, no tendrían aptitud para suceder, como los na- 
turales ú otros parientes no llamados á compartir el abintes- 
'tato por la ley de la sucesión: ésto es indudable, pues de lo 
contrario, no tendría sentido el decir que la ley nacional del 
difunto arregla lo relativo á la vocación á la herencia. 
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Cosa muy distinta es que los hijos nattirales declarados en 
un lugar donde sea lícita la investigación de la paternidad, su- 
cedan ^n el país donde no se admita esa investigación, por- 
que entonces la ley^del sucesible llama á los naturales si 
bien no dá derecho para pedir la declaración de tales á loa 
que no se encuentren en las circunstancias previstas por ella; 
pero la ley nacional del hijo puede conferir á éste el derecho 
de investigar la paternidad ó de ser declarado hijo por los 
tribunales; y como la ley nacional de una persona arregla su 
estado personal, se infiere rectamente que aquél es hijo na- 
tural y que como tal es llamado por la ley del de cujus. Em- 
pero, debemos hacer las salvedades apuntadas respecto á hi- 
jos legitimados, aunque confesando que las razones en que se 
apoyan tienen menos fuerza respecto de los naturales. 

La declaración de quedar vacante una sucesión, deberá 
hacerse con arreglo á las leyes del sucesible; pero ent* )nces 
no entra el Fisco de la nación de éste, porque el derecho á 
las vacantes no es realmente un derecho de sucesión, aun- 
que en la práctica se le equipare para muchos efectos, como 
son el de representar la personalidad del difunto, cobrando 
sus créditos, pagando sus deudas y presentándose en juicio 
en su nombre. La propiedad de los bienes vacantes se ad- 
quiere por ocupación, y como el primer ocupante es el so- 
berano del territorio en que se encuentran los bienes, la pro- 
piedad es adquirida legítimamente por él. 

CAPITULO IL 

DERECHO POSITIVO. 

Hasta aquí hemos estudiado la materia d(3 siicosionea de 
extranjeros solamerito á la luz del raciocinio y de la filoso- 
fía; róstanos ahora consultar el Derecho práctico do las na- 
ciones, no acerca del orden do suceder y demás punto.^ del 
Derecho Privado, que no entran en el plan de esta obrita, 
pues tampoco hemos hecho estudios de legislación civil com- 
parada sobre la materia de los capítulos anteriores. M»* refi-. ro 
á los diferentes sistemas de Derecho Internacional adoptados 
por las principales naciones del mundo, respecto á sucesio- 



84 

nes de extranjeros, pues resuelto que tal ó cual es la legisla- 
ción aplicabl-, fácil i'S consultar los códigos mismos ó sus 
comentarios, uo siendo realmente adecuadas para estudio tan 
compl xo las obras de Derecho Internacional Privado, en que 
sólo van las citas de alguna legislación especial, por vía de 
ejemplo y de un modo meramente incidental. 

Nuestro antiguo Derecho español no hacia distincióa nin- 
gtina entre regnícolas y extranjeros para la testamentifac- 
ción activa y pasiva, como lo asegura Escriche (1), los cua- 
les, "ya fueran transeúntes ó domiciliados, podian disponer 
libremente de su patrimonio por contrato entre vivos ó por 
última voluntad, y si morían intestados no se confiscaban 
PUS bienes, sino que se entregaban á sus herederos legítimos. 
De modo que en España no se ha conocido el llamado dere- 
cho de alhinagio.il 

Efectivamente, tanto la ley 13, tít. I, Part VI, que men- 
ciona todos los que no pueden hacer testamento, como la 2, 
tít. III de la misma Partida, que señala las inhabilidades 
para ser heredero, nada hablan de extranjeros, deduciéndose 
lógicamente que disfrutaban de una y otra aptitud, por es- 
tar comprendidos en la re^la general puesta al principio de 
las mismas: ''Todos aquellos á quieres non es defendido, 

pueden facer testamento Establecido puede ser por 

heredero todo ortip;^ l^^jjfislación que á pesar de haber sido 
redactada en el siglo XIII, es quizá superior en este punto 
á la de los demás códigos actuales del universo, con excep- 
ción del italiano. 

Si en el Código del Distrito existiera solamente el art 13 
que manda sujetar á las leyes del país los biones inmuebles, 
quedaría abierto el campo de la interpretación, lo mismo 
que en el Código farncós. sobre si la vocación á la herencia y 
el orden de suceder de los extranjeros, era materia relativa 
á los bienes mismos ó á las personas, porque no hay incom- 
patibilidid entre ambis cosas, como sucede en el Código ita- 
liano (2); pero desgraciadamente el artículo 17 hace impo- 
sible toda discusión sobre este punto, porque expresamente 

(1) Diccionario de Jurisprudencia y Legislación, palabra •>Extrai^ero.ii 

(2) Código italiano, arts. 7 y 8, "Disposizioni." 
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dice que los extranjeros en las solemnidades internas de sus 
testamentos, ó sea en cuanto á las personas entre quienes 
se haya de distribuir la herencia, se i^ujetarán á las kyes 
mexicanas, tratándose de bienes raíces situados en < I terri 
torio de la República; si bien deja libertad en los nuu bles 
para que se distribuyan con arreglo á las leyes que el « x- 
tranjero elija, entre la personal y la mexicana (art 3286), 
aunque la sucesión se abra en México Esto dá á entend* r 
claramente que con las fincas se abrirá una suct sián distin- 
tay especial, con el inconveniente de que ha>a. á U» menos, 
dos herencias, dos personas morales que representen una 
entidad indivisible, dos sujetos en quienes resida parte de 
un misnio derecho y no se sabe qué parte de las mismas o- 
bligaciones, pues no se indica á quién deban dirigirse lo» a- 
creedores, ni podría imponerse á una persona por la misma 
ley que le niega el carácter de heredero y albacea, la obli- 
gación de cubrir como heredero ó albacea los conipr» mia<»s 
del difunto. Dicho Código no consagra el principio de na- 
cionalidad ni algún otro en lo relativo á bienes muebles, 
que deja libresi de todo vínculo con la legislación nacional. 

Si para fijar el Derecho Internacional exterior, el C'ódigp 
del Distrito es defectuoso, lo es más todavía para establecer 
las relaciones con los mexicanos de los Estados; y c^mo « se 
mismo Código se adoptó casi sin modificación por las diversas 
entidades fedérale», la legislación en esta parte ha qutídado 
totalmente incierta, sin precedentes y sin tradición, como 
sucede en Jalisco. 

La dificultad sería puramente teórica si ese Código no se 
hubiera modificado en el Distrito, después de haberse adop- 
tado en muchos Estados, pues habiendo uniformidad en las 
legislaciones, sería hipotética la nec» ?idad de una regla pa- 
ra decidir los conflictos; pero el Distrito adoptó, por ejemplo, 
el principio de la herencia libre, en junio de 1884; mientras 
que Jalisco y muchos Estados permaná c^n todavía c«»n las 
legítimas de herederos forzosos. Meiiester es, per conñ- 
guiente, saber lo que se ha de hacer en casos de conflicto, 
que serán demasiado frecuentes. 

En cuanto á las solemnidades de los testamentos, el art 
115 de la Constitución ya dice "que en cada Estado se dará 
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entera fe y crédito á los actos públicos, registros y procedí- 
mieutos judiciales de los otrosn; pero no se índica en el Có- 
digo citado á qué ley deben sujetarse los mexicanos de los 
otros £stados en materia de sucesiones: si á la del domicilio 
y vecindad del difunto, ó ala del lugar de la última residen- 
cia, ó á la de la situación de la herencia. 

Siguiendo el espíritu de sus redactores, sería de suponer- 
se quizá, que los mexicanos de los Estados en el Distrito de- 
berían seguir sus propias leyes perspnales para arreglar la 
sucesión por lo tocaAte á muebles; pero que deberían guiar- 
se por la ley de la situación, en cuanto á los bienes raíces, 
abriéodose así, tantos juicios testamentarios de una misma 
persona, cuantas fueran las entidades federativas en que se 
poseyeran bienes de esta especie, y sin saberse quién debe- 
ría pagar las deudas. 

Empero, como tal conclusión es adversa á los principios 
recibidos en la actualidad, bien pudiera adoptarse á falta de 
texto expreso, la doctrina de que debe aplicarse una sola ley 
para la distribución de los bienes hereditarios, siendo ésta 
la del domicilio del de c%á¿U8, pues el art. 18 del Código de 
. Jalisco, refiriéndose al lé, dice nque respecto á bienes raíces 
rt-girán las leyes mexicanas, aunque sean poseídos por ex- 
trauj tiros (no dice leyes de Jalisco); y como tan mexicanas 
son las de la situación en Jalisco, como las del domicilio de 
Chiapas, ni se viola el Código, ni los principios científicos, 
aplicando las segundas; para lo cual servirán las doctrinas 
de loa antiguos juristas que dan preferencia para el estatuto 
personal, á las leyes del domicilio, ya que tienen cabal 
aplicación, como se ha notado en otra parte. — Las mismas 
observaciones son de hacerse por lo que vé á contratos cele- 
brados y obligaciones contraídas por mexicanos en otro Es- 
tado de la Federación, distinto del suyo propio, y exigibles 
en este último, y vice versa. 

Eu los Estados-Unidos, los conflictos de legislaciones inte- 
rioras en materia de sucesiones se sujetan á los principios 
de Derecho Internacional allí admitidos. La forma de los 
testamentos se arregla (1) generalmente por el Estatuto of 



(1) Kent, Comment&riea twelfth editíon, vol.IV, p^ 185. 
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frañdsy 29, Charles II; pero la partición se hace conforme á 
leyes diversas en cada Estado aunque con pocas diferencias 
notables (1). La ley del lugar de la situación rige los bienes 
raíces y la del domicilio los muebles (chattels). Respecto 
á extranjeros se aplica la Common Law, que es el sistema 
del tiempo de Guillermo el Conquistador (2), aunque algu- 
nos Estados han suprimido la incapacidad de trasmitir á ex- 
tranjeros los bienes inmuebles (3). Otros permiten que el 
heredero sea alienígena, pero ccn la obligación de vender 
las fincas en un corto término (4), y el Mississipi confisca es- 
tas últimas, haciéndose cargo de una indemnización recla- 
mable solamente dentro de breves plazos. 

Inglaterra no sólo somete el orden de sucesión en los 
bienes raíces á su ley territorial, sino que hasta la forma 
externa de las disposiciones testamentarias relativas á esos 
bienes, debe sujetarse á ella, desconociendo la regla loctis 
regit actum. Al efecto el testador se verá obligado á co- 
municar sus deseos á un solicitor para que redacte el tes- 
tamento en la forma sacramental y lo cubra con las demás 
solemnidades inglesas (5). 

En lo concerniente á los muebles, el efecto del t stamen- 
to es arreglado por la ley donde el testador tenía su domi- 
cilio; de manera que el testamento mismo debe estar en la 
forma prescrita por esa ley (6). 

Antes del año de 1870, no podían los extranjeros adqui- 
rir propiedades inmuebles, sino haciéndose denizen (cierta 
especie de ciudadanos). Por manera, que ni aun el parien- 
te en el grado requerido por la ley inglesa heredaba, si no 
tenía í^: ngre heritable] que era la británica. Ahora se ne- 
cesita sólo que el heredero pertenezca á una nación amiga 
y que esté domiciliado en el Reino Unido (7). 

(1) Véase Bouvier, "A Law Dictionary'*, w. Descent 

(2) Basilesco, pág. 46. 

(3) Estos Estados son Maine, Massachnssets, Rohde Island, New Jersey, Ohio, 
Minesota, Nebrasca, Wisconsin, Kansas, Michigan, Dlinois, Oregon, Georgia, Flori. 
da, Colorado, Distrito Federal, etc., etc. 

(4) Yermont, Alabama y Carolina del Norte. 

(5) Manuel practique de procedure anglaise de Rand Bailay. 

(6) Nota de Pradiér Federé al núm. 880 de Fiore. 

(7) Basilesco, ob. cit. París, 1884, pág. 46. 
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El art. 3 del Código Civil francés es idéntico al 13 del me- 
xicano; pero como allí no existe la disposición de nuestro art. 
17, de que antes hice unérito, los autores se dividen, opi- 
nando el mayor número, que las sucesiones de los extranje- 
ros en Francia, consistentes en bienes raíces, se rigen por la 
ley francesa (1). Otros, queriendo combinar los sanos prin- 
cipios de la ciencia con el derecho escrito, aunque desaten- 
diendo la tradición, que está por la confiscación completa, 
opinan que el Código nada decide, y que puede muy bien 
defenderse que toda la sucesión de un extranjero debe go- 
bernarse por sus propias leyes (2). 

Mas como el Derecho francés adopta el principio de reci- 
procidad en materia de concesiones á extranjeros, resulta, 
que aunque aparentemente está derogado el derecho de au* 
baña, por la combinación de los arts. 912, 726 y 11, inter- 
pretados muy rigurosamente por los tribunales y por los 
escritores, casi siempre se confisca en favor del tesoro la pro- 
piedad destinada á extranjeros (3). 

Finalmente, en Europa, con excepción de Italia, ó se si- 
gue una jurisprudencia tomada del Código Napoleón, con la 
taxativa de la reciprocidad, sujetando á la ley rei sxUe las 
sucesiones, que -es lo general, ó se adopta un sistema tem- 
plado como el nuestro, que no exige'esa reciprocidad. Una 
de las excepciones es Dinamarca (4). 

La ley italiana aplica á las sucesiones el principio de na- 
cionalidad tal como se ha presentado en el capítulo ante- 
rior. El art. 8.° del Código italiano (5) hace honor á la na- 
ción que lo ha adoptado, y especialmente á sus ilustres re- 
dactores Pisanelli, Fiore y Mancini. 

Trascribiré, para finalizar este libro, las siguientes pala- 
bras de Laurent (Droit Civil International, II, 38): 



(1) Véase Laurent, Tom. V, pág. 229-230. 

(2) Durand, ob. cit. pág. 899, y los aatores que cita en la nota relativa. 

(3) Chabot, Succesaion, sur 1' art 726. 

(4) Basilesoo, pág. 44. 

(6) Art. 8 de las disposizioni del G. L: «Le sucoessiori legitiime é testamentaria 
pero, sia qnanto all'ordine di succedere, sia circa la misura doi dirítii succesaoiü e la 
intrínseca raliditá delle disposizioni, sonó regálate dalla legge nazionale della persooSy 
dtlla cui ereditá si tratta, di qualunque natura siano i beni ed in qnalunque 
trovino." 
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«'Pisanelli, que ha hecho escribir en el Código la igualdad 
del extranjero y del indígena, decía que la ley italiana daría 
la vuelta al mundo. La verdad es semejante al sol y está 
destinada á iluminar la tierra entera. A la Italia, al paísh 

clásico del Derecho, pertenecía tomar la iniciativa 

Cuando haya dado la vuelta al globo, habrá realizádose un 
inmenso progreso: ya no habrá extranjeros en el mundo, to- 
dos los hombres serán hermanos y cada uno podrá invocar 
en todas partes su ley nacional, como la expresión de sus de- 
rechos y de su personalidad." 



LIBRO SEGUNDO. 



CONFLICTOS EN MATERIA MERCANTIL, 



'w^•^ 



El Derecho Mercantil no se distingue del común por su 
naturaleza, ya que ambos son Derecho Privado, y aunque el 
primero tiene su base en el segundo, no hay que olvidar que 
está destinado á reglamentar el ejercicio de una industria 
en que el estado tiene el mayor interés, porque de su segu- 
ridad y fomento depende la prosperidad material de las na- 
ciones. Si tal consideración no lo saca de la categoría de 
privado, imprime, en general, á sus prescripciones aquel ca- 
rácter de pública importancia que sirve para justificar casi 
siempre el que no pueda alterarse, en sus aplicaciones he- 
chas en el propio territorio, por efecto de legislaciones ex- 
tranjeras, porque se desconcertarían la uniformidad y armo- 
nía que deben reinar en las operaciones comerciales de una 
nación. Los que se dedican á esta industria deben tener 
seguridad de que no fracasarán sus cálculos por la aplicación, 
imprevista á sus negocios, de leyes que les son extrañas y 
por lo común desconocidas. La introducción de algún ele- 
mento extranjero en el desarrollo ulterior de las operaciones 
de comercio es casi inevitable, puesto que el tráfico es una 
industria cosmopolita que se relaciona en sus más insignifi- 
cantes detalles con plazas muy apartadas, y estaría cons- 
tantemente expuesto á conflictos que lo harían del todo 
aleatorio en sus resultados, si no tuviera en cada nación una 
garantía especial de uniformidad, interrumpida sólo por con- 
sideraciones de la más imprescindible justicia y de interés 
internacional. 

Antes de entrar al estudio de las cuestiones propias de es - 
te libro, bueno es hacer notar que, si pueden presentarse 
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conflictos de legislación civil de un Estado con otro de la 
Confederación mexicana, no puede haberlos en materia mer- 
cantil, porque el Código de 15 de diciembre de 1883,^ publi- 
cado en virtud de la reforma de la fracción X del art. 72 de 
la Constitución, es general para toda la República, y los Es- 
tados no pueden dar leyes sobre asuntos de comercio. Las 
referencias que se hagan en ese Código no pueden ser á di- 
versas legislaciones quizá opuestas, porque son incorporacio- 
nes que tienen que formar un todo homogéneo sobre la ma- 
teria, y por lo mismo deben entenderse hechas al Código del 
Distrito federa,! (1); á diferencia de cuando se declare que 
algún punto es de la competencia del Derecho Civil, cada 
Estado es libre para variarlo, en virtud de su soberanía in- 
terior, no limitada en esa parte. 

En los Estados Unidos sí puede haber conflictos de legis- 
lación comercial de Estado á Estado (2), porque allí no se 
reservó á la Federación sino lo relativo á impuestos al co- 
mercio, para que hubiera uniformidad en todo el país (3). 
Sin embargo, tampoco puede haber conflictos en materia de 
bancarrotas, á lo menos sobre los puntos principales, que son 
las obligaciones á que los insolventes quedan afectos, y la 
manera de distribuir su activo, ó la preferencia de créditos; 
porque tal materia se reservó también al legislativo de la 
Unión (4), y sería inconstitucional toda preferencia fundada 
en leyes emanadas de un Estado contra acreedores ó bienes 
de otro. Cuando S3 ha pretendido sostener alguna prefe- 
rencia personal, los tribunales del Centro han otorgado la 
restitución (5). 

Para seguir algún método, examinaremos con la debida 
separación las cuestiones más prominentes del Derecho Mer- 
cantil, evitando repetir lo que se ha dicho ya, al hablar de 

(1) Varias éitas de artículos del Código del Distrito, hechas por el de Comercio, son 
pam manifestar que no deben considerarse aplicables en matería^ mercantil; lo qae 
pmeba que en todo lo demás el Código Civil del Distrito forma parte del Comercial en 
materia mercantil. 

(8) "In this respect (bilis of exchange) the states of the United States are held fo- 
reign to each other.**— Bouvier, A Law Dictionary, word "Bill of exchange." 

(3) Constitntion, art. I, section 8, núm. 3.— Story, On Constitution, chap. XV. 

(4) „ „ „ par. 4.— „ „ „ chap. XV, núm. l.lf*. 
(6) Ogden v. Saunders, -12 Weat 218. 
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los conflictos en Derecho común, pues aunque la aplicación 
es diversa, por los intereses diversos que hay que tomar en 
cuenta, el fundamento de las doctrinas no puede variar. Ha- 
ré notar, sin embargo, aquellos puntos en que se descubran 
problemas para cuya solución no basten las explicaciones 
precedentes. 

CAPITULO L 

GENERALIDADES. 

La primera cuestión que se presenta al debate en Dere- 
cho Internacional Mercantil, es sobre la cualidad de comer- 
ciante de la persona que contrata. La regla general en los 
asuntos comunes es atender á la nacionalidad para lo relati* 
vo al estado personal; sin embargo, en Derecho Mercantil se 
toma en cuenta la ley de la nación en que pasa el acto, puesto 
que no se trata de cualidades comunes ú ordinarias, sino de 
un carácter especial que dá á las personas de cualquier na- 
ci<malidad que sean, la ley del lugar del contrato (1). 

Este mismo carácter especial se busca en la persona del 
corredor, y por lo mismo, se necesita que ten^ las cualida- 
des que la ley requiere en el país donde ejerce su oficio, 
dado que el ejercicio público de un oficio ó profesión se roza 
con los intereses públicos de cada localidad, á lo menos, cuan- 
do las profesiones están sometidas á una reglamentación ad- 
ministrativa. 

Con más razón se aplica el mismo criterio para calificar la 
naturaleza del acto, si es común ó mercantil, puesto que así 
lo aconseja la regla general de Derecho: locua regit actum, 
á más de la consideración especial del Derecho Mercantil; 
pero esta calificación se atenderá para la sustancia de las 
obligaciones que el acto engendre, y no para determinar fue- 
ro ó diferencia en el procedimiento del juicio á que haya lu- 
gar, porque ésto es de la competencia de la ley fori, como lo 
veremos en su oportunidad. La diferencia del procedimien- 

(1) Aaaer, ob. cit, núm. 98, apartándonos^* la opinión de Bar en m Enciclopedia, 
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to, la establece la ley del lugar donde radica el juicio, por ra- 
zón de la naturaleza del acto, y no de una calificación abs- 
tracta, hecha por otra legislación, que no tuvo presente para 
disponerla, el efecto que había de producir en el enjuicia- 
miento. 

La contabilidad mercantil y los libros de una negociación, 
deben llevarse como lo mandan las leyes de la nación en que 
esté el establecimiento de que se trate, aunque el domicilio 
principal radique en otra parte, porque un estado, por ra- 
zones de orden público, tiene derecho de imponer estas obli- 
gaciones á los que aprovechan las garantías de su territorio. 
Llevados así los libros, exoneran de toda culpa impuesta por 
la falta de algún requisito que se eiLÍja en el lugar donde se 
présente, porque locua regU o/etwm; y el acto de llevarlos es 
(Everso del de presentarlos ó prob^ con ellos. La exhibi- 
ción está sujeta, en cuanto á la forma, á,la ley del lugar en 
que se haga; pero el dereeko que tienen las pai^s para pe- 
<We la exhibición de éllos> depende de la ley que rija la sus- 
tancia del contrato (1). Recuérdese qud en otra parte se ha 
dicho (2) que la acción ad eíchíberidu'm está subordinada á 
la ley del lugar de la situación de las cosaa; pero éso es cuan- 
do, se hace uso de este derecho, no en virtud de contrato, si- 
no como acción real derivada de la leyv 

Punto complicado en "materia mercantil es el de la fuerza 
probatoria que deben tener los libros, porque hay sentencias 
ejecutorias para que valgan como lo establece la ley del^íon- 
trato ó negocio en que se presentan, la ley del fuero ó lugar 
del juicio y la de la nación donde se llevan. La regla del 
Derecho común, que no podría alterarse sin rasón espeeial, 
es que las pruebas, eñ cuanto sirven para deoidi'r un pleito, 
sé arreglan á la ley del contrato, porque son decisoricB litís, 
ó pertenecen á la sustancia de él. Pero como la ley del lu- 
gar donde se llevan, les dá un valor proporcionado á la forma 
en que obliga extender los asientos, no es racional admitir que 
se arreglen á una ley por lo relativo á la forma, y que la fuenn 
probatoria de las partidas dependa de reglas propuestas por 



(1) Asser, súim. 95. 

C2) Lib. I, tfi. in, cap. 2. 
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otro paÍB^ sin concordancia la una con las otras. Esto me 
hace inclinar á la opinión de Massé (1), el cual sostiene que 
los libros deben hacer la fé que les den las leyes del IngdiX 
del contrato, con tal que estén en la forma prevista pof (Jí-\ 
chas leyes para aquel caso ofrecido, en aquello que co^ el 
contrato tenga relación. Los demás efectos ordinarios de 
la Utis se surten conforme á la ley delfuero, con la misma' 
taxativa, á saber, si en lo sustancial se acomodan á la forma 
prescrita por ella. 

A lo que se ha dicho del mandato común (2), es de agre- 
garse aquí, que los factores (3) desempeñan su encargo con- 
forme á las leyes del lugar en donde reciben su procuración, 
en cuanto á las facultades que tienen, cuando hayan de ren- 
dir cuentas á sus principales; pero respecto de terceros con 
qtdenes contraten, esas mismas facultades y la pubUcación. 
que deba hacerse, tanto dje las extraordinarias como de las re^ 
tricciones hechas á la£ ordinarias, deben sujetarse á las i^glas- 
de la legislación del estado donde los ñu^tores las ejercen con 
establecimiento abierto (4). Asser (5) y Baa» (6) creen que' 
bastará la publicación en el lugar donde se eonfirió el man- 
dato, para que obligue á los terceros. Pero parece que bas- 
tará, en efecto, la publicación en la gaceta del pueblo de la 
residencia de los principales, para que éstos queden obliga- 
dos por el aumento de facultades sobre las ordinarias, como 
por ejemplo, la relativa á la enajenación de bienes raíces; 
mas para la i^striecióh de las £aciiltades ordinarias ó la sus* 
pensión total del mandato, se requiere que el registro y lá 
publicación se hagan de acuerdo con las leyes del país eti- 
que está establecidas la íia<;toría. Si hemos defendido esta 
doctrina con Fiore, tratándose del mandato puramente civil, 
tenemos que sostenerla en materia' comercial, en que las ra- 

(1) Le Itooit commercial dsns sea rapporta avec le Droit des gena, et le Droll civil,: 
1874, ntim. 768. 

(2) lib. I, tít. m, cap. I, par. 2. 

(8) "FoBdé de procuration,** en francés; »Procuríst," en alemán, é 'institore" en ita»- 
liano. 

(4) Código de Comercio mexicano, art. 800; Código fluizo de obligaciones, arts. iSt' 
7!^i T Otfdige federal alemán, arta. 860 y signienieB. 

(6) Núm.07. 

(8) Bar, Bnejrelopedie, pág. 806. 
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zones se refuerzan con el interés público del lugar donde la 
procuración se desempeñe, y con que en el comercio debe 
preYalecer la buena fé. Si se prueba que los terceros cono- 
cían las restricciones ó revocación del poder, perderán su ac- 
ción para sostener la validez de los actos del institor, porque 
cesa la razón de su derecho, que es esa buena fé de su par- 
te (1). 

CAPÍTULO IL 



SOCIEDADES MERCANTILES. 

No todas las legislaciones, como la del Distrito mexiccuio 
(art. 28 del Códi. Civil), dan á las sociedades de comercio el 
carácter de personas jurídicas, sinq que algunas les conceden 
solamente tina especie de personalidad /or^/iaZ para que ten- 
mn aptitud de contratar, sirviendo la razón social como una 
fórmula abreviada para significar los nombres de los que con- 
traen derechos y obligaciones solidarios, pero sin que la so- 
ciedad pueda presentarse en juicio como una entidad diver- 
sa de las personas que la componen. Se conciben también 
legislaciones en que se niegue á las sociedades aun esta per- 
sonalidad limitada. No entraré al examen de cuál de los 
sistemas sea el más fundado; pero es necesario tomar algún 
partido entre las diversas opiniones que corren acerca de cual 
deba ser la ley competente para decidir sobre esa personali- 
dad, ó sobre el carácter jurídico que haya de reconocerse á las 
asociacionea Asser opina (2) que debe atenderse á la ley del 
lugar donde la sociedad tenga, su principal establecimiento, 
fundado en algunas ejecutorias suizas (3) que han declarado 
extranjeras á sociedades formadas en Suiza para establecerse 
en Francia, escapando á las leyes de este último punto. Pe- 

(1) Estas son las doctrinas tomadas del novísimo Código de Comercio italiano, arts. 
9tfí y sigaientes. 

(2) Núm. 100. Asser sigue en este punto una opinión semejante á la que sos* 

tiene en materia de factores, preocupado por las argumentaciones de Lyon-Caen y Be* 

nauH, "Des sodetés extifuigéres,ir núm. 546, con motivo'de las sociedades francesas que 

para evadir los requisitos onerosos de la ley francesa se van á Suiza á forma bub ^ta- 

tutos y luego se establecen en Francia con el carácter de sociedades extranjeras. 
(8) Sentencia del Consejo federal, de 21 de enero de 1875. 
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ro generalizando esta misma consideración como es debido, 
sirve para demostrar que ningún país está obligado á reco- 
nocer carácter legal á las asociaciones que se establecen en 
su territorio, sin sujetarse á las formalidades que sus leyes 
prescriben por consideraciones de interés público, aunque ese 
establecimiento sea ó no el principal. 

La personalidad de estas entidades no es ñsica ó natural, 
que si lo fuera, habría que reconocerles el estado legal que les 
diera la ley del lugar donde hubiesen tenido nacimiento, co- 
mo se ha visto respecto de las personas humanas. Su ser mo* 
ral ó jurídico se los da originariamente una ley; pero los prí- 
vüegios ó ficciones legales no pueden extenderse más allá 
del territorio donde impera la ley que los cria; y para que 
adquieran nueva existencia en otra parte necesitan some- 
terse á la ley de ese otro lus^ar, por cuanto á las condiciones 
qu« les impV Por otra ^arteí^resultarían siempre los mis- 
mes inconvenientes que Assei^y Lyon-Caen piensan conjurar, 
sometiéndolas solamente á la ley del establemiento princi- 
pal, porque esas dificultades reaparecerían en los países donde 
la sociedad tuviera un establecimiento secundario, lo cual 
sería tanto más digno de tomarse en cuenta, cuanto que no 
siempre es fácil decidir cuál de varios establecimientos mer- 
eantiles de un mismo dueño, sea el principal ó el accesorio. 

Nuestro Código de Comercio (art. 367) dispone que "todo 
contrato de sociedad se ha de reducir á escritura pública; el 
que no se estipule bajo esta forma, no producirá ningún e- 
fecto mercantil, ni quedará bajo la garantía de este Código; 
nopudiendo, por lo mismo, ejercitarse acción ninguna, ni o- 
ponerse excepción que nazca de él.it Los artículos siguientes 
se ocupan de lo que ha de contener la escritura, y la fracción 
V del 45 prescribe que ésta se registre. 

Pero, se preguntará, ¿cómo puede una sociedad extranje* 
ra hacer efectivos sus derechos en México? ¿carece por com* 
pleto de la garantía de los tribunales? — No, indudablemente: 
puede dar poder ó ceder sus derechos en el territorio donde 
tenga existencia legal y, puesto que cualquiera de estos con- 
tratos debe juzgarse por la ley del estado en que se celebre 
(1), el personero ó cesionario pueden presentarse en juicio 

(1) lab. I, tít. III, cap. I, páT. 2. 
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válidamente como tales, en el tenitoño mexicano; pero bí 
esa sociedad contrata en México por medio de una agencia 
ó sucursal sin observar las leyes mexicanas sobre sociedades, 
se expondría á que se le opusiera la excepción aludida del 
art. 367 del C. M. 

El art. 130 de la ley belga de 18 de Mayo de 1873 dispo- 
ne que: "los artículos relativos á la publicación de actas y 
balances y el art. 66, son aplicables á las sociedades extranje- 
ras que funden en Bélgica una sucursal ó un establecimien- 
to cualquiera de operaciones/* 

• Las sociedades en nombre colectivo y en comandita disfru- 
tan de más favor por las legislaciones; de modo que una vez 
cumplidos los requisitos que les imponga la ley del estable- 
cimiento ó del fuero, gozarán de los derechos que primitiva- 
mente les hayan concedido las leyes del lugar donde se for- 
maron, no siendo contrarias á las del país dónde obren; pero 
las anónimas ó limitadas, como se prestan mucho á la estafa 

al fraude, no tendrán más prerrogativas que las que tienen 
as nacionales, mediante el cumpliuiiento de las leyes j re- 
glamentos á ellas relativos, pues unas y otros están calcula- 
dos y dispuestos para garantizar los intereses del público, 
salvo, por supuesto, lo que contengan los tratados especia- 
les en que suele consignarse, que sean consideradas bajo idén- 
tico j¿é que las nacionales, ya cumpliendo con los mismos ó 
con otros requisitos, ó que disfruten en el extranjero de las 
franquicias que tenían en su propio país. 

El art. 623 del. Código suizo niega la personalidad á la 
sociedad anónima, si no se llena el requisito del registro. 

En Inglaterra y los Estados Unidos las sociedades mer- 
cantiles carecen de la personalidad civil paca presentarse en 
juicio, que les atribuyen las leyes del país de su fonnación, 
aunque tienen expedito el dereoho de pedir y disfrutar pri- 
vilegios industriales (1). 

En Francia hay ejecutoriar en el sentido de que las so* 
ciedades extranjeras no tienen personalidad civil y que por 
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(1) Field 645---Wa8tlake "Privaten intemational Iaw, par. Í82 y siguiente— Wiatom, 
par. 106. 
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lo mismo no pueden presentarse en juicio, y las hay también 
en el sentido opuesto, como puede verse en Dalloz (1). 

Las disposiciones del Código de Comercio italiano satisfaz 
cen, á mi modo de ver, las exigencias del tráfico internacional 
y garantizan al mismo tiempo el orden y la seguridad del 
comercio interior del país en que se adopten: 

"Art. 230. Las sociedades legalmente constituidas en 
país extranjero, que establezcan en el Reino una agencia ó 
sucursal, quedan sujetas á las disposiciones del presente cót 
digo respecto al depósito, al registro y á la publicación de 
la acta constitutiva y estatutos, de los cambios de una y otroi 
y de los balances. Deben publicar además el nombre délas 
personas que dirigen ó administran tales e6tableoimiéxtt<)is 
ó que representan la sociedad en el Reinon. 

'< Estas personas tienen hacia los terceros la misma respon* 
sabilidad que los administradores de sociedades nacionalesai • *. 

"Las sociedades constituidas en país extranjero qUe ten- 
gan en el Reino su establecimiento ó el objeto principal de 
sus empresas, se consideran como sociedadba nacionales, y 
están sujetas aun para la forma y validez de su consütución 
estipiidada en pais extranjero, á todas las disposiciones del 
presente código, i» 

Art. 231. <'La falta de cumplimiento á las formalidades 
prescritas en el artículo precedente, produce paca las socié** 
dades mencionadas, las consecuencias legales establecidas 
para las nacionales, y hace en todo caso á loe administnido-' 
res y representantes de cualquiera especie, personal y solidan 
ñámente responsables de todas las obligaciones sociales, por 
los actos que dependen del ejercicio de sus funoicHS€s.ti 

CAPITULO III. 

LETBAS DE CAMBIO. 

Como en el contrato de cambio intervienen de ordinario 
personas de remotos países y las letras atraviesan dilatadas 
comarcas, donde son objeto de nuevas transacciones, esta 

U) B«eiieil, 1863, tom. I, 218 y tom. II, 84. 
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materia es estudiada con singular predilección por los trata- 
distas de Derecho Internacional; y en vista del gran papel 
que estos documentos desempeñan en los asuntos mercanti- 
les ordinarios, son también atendidos con especial deteni- 
miento por los mercantilistas. 

Pero creo deber limitarme á consignar ideas generales que 
sirvan como de clave para la resolución de las principales 
cuestiones sobre este ramo de estudio, dando por supuestos 
los conocimientos necesarios en el Derecho Mercantil común. 

En el Código español hay diferencias esenciales entre li- 
branza, letra de cambio y pagaré (1), pues para que haya con- 
trato dJe cambio es menester que medie compromiso de situar 
el dinero en otra plaza y que el pago se verifique por perso- 
na diversa del emitente, circunstancias que pueden interve- 
nir ó no, según los modernos códigos (2), puesto que pagaré 
ó libranza, mediante los endosos de qué son susceptibles, se 
pondrán después en esas condiciones, y por tanto, hay que su- 
jetarlos desde su emisión á las mismas reglas que la propia- 
mente llamada letra de cambio, so pena de recurrir á sutile- 
zas y argucias para sostener la diferencia. 

Hay, además, dos sistemas diversos de legislación cambia- 
ria, segúin la manera de considerar la letra. El sistema fran- 
cos admite como principal y fundamental el contrato entre 
mirador y tomador, y que los endosos son puramente cesiones 
de los derechos nacidos del primero. De modo que si éste 
no tiene valor por &lta de forma en el giro, por falsedad de 
las firmas ó por incapacidad del girador ó de alguno de los 
anteriores endosantes, tienen que viciarse también los subse- 
cuentes, puesto que nadie puede ceder más derechos que los 
que tiene; y si algunos se dan, es tan sólo por vía de excep- 
ción á la teoria adoptada como base. 

El sistema alemán, que se ha seguido actualmente por 
las legislaciones más respetables, es el que descansa sobre la 
idea que el endoso es un perfecto contrato de cambio por 
sí mismo, independientemente del girador y tomador, á la 
vez que una cesión de los derechos adquiridos, en virtud 
del cual el endosante se compromete á entregar cierta can- 

(1) Art. 429. Lo misma era en las Ordenanza* de Bilbao 

(2) Caá. mex. de com., art., 734 é Italiano, art 261 A, 
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tidad de dinero por medio del girado ó aceptantes por inter- 
vención y, en caso contrario, á indemnizar al portador de la 
letra, de todos los daños y perjuicios que por falta del pago 
en el lugar designado, se sigan al endosatario ó á los que él 
la hubiere trasmitido. 

En este sistema, la falsedad ó nulidad del giro, 6 de algún 
endoso precedente, 6 de cualquiera otra inscripción, no vicia 
las posteriores (1): principio que ha sido adoptado, salvas 
modificaciones de detalle, por Austria, Hungría, Suiza (2), 
los tres reinos escandinavos (3), Italia (4), México (5) y otros 
países. El código francés, el de España, el de Portugal, el 
de los Países Bajos y las leyes turca, griega y rumana, si- 
guen el sistema opuesto (6). En Inglaterra y los Estados U- 
nidos la práctica ha sido, desde hace mucho tiempo, en el 
sentido de la teoría alemana (7). 

Cualquiera persona de medianos conocimientos en Juris- 
prudencia podrá percibir á primera vista las graves diferen- 
cias que ambas teorías entrañan, y que dan por resultado en 
muchos puntos consecuencias opuestas. 

Cada contrato de los que. contenga la letra de cambio debe 
ser regido por la ley de la nación donde se perfecciona, como 
queda sentado en otra parte, en cuanto á la sustancia del 
contrato, pues la capacidad de los que en él intervengan, si- 
gue la ley nacional de éstos. 

Los códigos mercantiles de Alemania (art. 84, frac. II), 
Suiza (art. 822) y Escandinavia hacen en este punto una ex- 
cepción á la regla general, estableciendo que es válido el 
contrato de cambio, hecho por el extranjero, con tal que ten- 
ga la aptitud y edad que las leyes de esos países requieren, 
en cualquier lugar que se consigne. Para ésto se dan ra- 
zones de conveniencia y orden público que Asser no creé 
suficientes, puesto que en Alemania, donde esta novedad se 

(1) Cod. toderal des obligations, art. 801. 
(2J Asser, ndm. 193, not 2. 
(S) Ley de Dinamarca, par. Sa 
(4) C<Jd. di com. art 827 y 828. 

(5)^ C<5d. mercantil, arta. 735 y 858. ^ 

(fi) No se puedeh probar estos asertos negativos, con citas de los o<kligofl relativos, 
pero véase la nota de Asser antes citada. 
(7) Kent, tom. III, chap. 75, núm. 128. 
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inicia, sólo fué admitida p<»: la mayoría de un voto en la 
comisión redactora (1), y por lo mismo, uo la juzga bastante 
justificada. 

La aceptación se considera hecha en el domicilio del acep- 
tante, y en consecuencia, las obligaciones entre emitenle y 
girado, se regirán por las leyes de dicho domicilio. 

Cuando en el aval se pongan condiciones restrictivas, ó 
se limite la garantía á determinadas personas, la acción se 
ejercerá como lo permiten las leyes de donde se puso, y en to- 
do casO; las obligaciones se interpretarán conforme á la misma: 
por ejemplo, para saber si la garantía subsiste, aunque el 
protesto falte, ó cuando no se ha hecho la presentación en 
tiempo, si bien, tanto el plazo del protesto, como el de la 
presentación, se arreglarán á las leyes de que después se 
hablará. 

Algunos autores quieren que cuando las inscripeiones 'de 
las letras de cambio sean suscritas por extranjeros, puedan 
arreglarse á sus propias leyes en cuanto á la forma, y ser vá- 
lidas en todas partes, si el pago de la letra deba hacerse en 
el país de estos extranjeros, porque sobre esa plaza esté gi- 
rada (2). 

Pero ya se apuntaron en otra parte los inconvenientes que 
semejante excepción encierra (3), los cuales se hacen más per- 
ceptibles en las letras de cambio, porque aunque esto pacta- 
do que el pago de ellas se haga en una plaza, el cumplimien- 
to de las obligaciones del suscritor no puede pedirse allí, si- 
no en donde la inscripción ie firmó. 

El protesto debe hacerse, según la regla locus regit a^- 
tum: como lo permita la ley de la nación donde se verifique; 
pero el que se haga ó noel protesto para que sea exigible la 
obligación subsidiaria del girador y endosantes, depende de 
la ley del lugar donde se extendió el giro, porque equivale 
á una condición impuesta en el primitivo contrato, condi- 
ción reproducida después en los endosos. Ahora bien, las 
obligaciones condicionales se rigen por la ley del estado don- 
de se contraen, para saber cuándo debe ó no cumplirse dicha 

(1) Protocolle der LtApngw WocbMleonferenK, núm. 34. 

(2) Nougier, Tom. I, pág. 477. 
(f)Pág 98. 
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obligación, aunque el hecho de ser cumplida ó no la condi- 
ción, depende de la del parajedonde Be verifique. Sin extractar 
siquiera aquí las razones vertidas en pro de la ley del lugar 
del giro ó de la del protesto, baste manifestar que durante la 
guerra franco-prusiana se repitieron litigios sobre este pun- 
to y hubo ejecutorias en uno y otro sentido. Si la ley del 
lugar de la aceptación se opone á que el protesto se extien- 
da antes de los días de gracia, es claro que hay fuerza ma- 
yor y que el tenedor está en la imposibilidad de cumplir la 
condición, y que por lo mismo, no pierde sus derechos; pero 
si sólo es una disposición permisiva que no se opone á que 
el protesto se levante antes, entonces lo más seguro es pro- 
testar. Con todo, habiendo necesidad de adoptar una resolu- 
ción para cuando el tenedor se haya esperado á los días de 
gracia confiado en la ley del punto donde el aceptante se en- 
cuentra, para conservar ilesos sus derechos contra el girador,\ 
no obstante la ley de óste, — parece más aceptable la opinión 
de que los días de gracia entran en el modo de verificar el 
pago y por consiguiente que, para formular el protesto, bien 
se puede esperar el plazo que esta ley concede para el pago, 
como una necesidad de orden público local. 

Muy semejante á ésta es la dificultad que se presenta cuan- 
do la ley del lugar donde deba verificarse la aceptación ó el 
pago, no impongan la obligación de protestar, ó no haya esta- 
blecida ninguna forma para efectuar el protesto, siendo que 
lo exija la ley del país de la emisión del documento. Pa- 
rece que el protesto deberá hacerse cuando no lo prohiba la 
ley local, y que valdrá la forma auténtica prescrita para los 
casos íjie lo requieran. 

La aceptación por intervención es el cuasi-contrato de 
négotiorvmi gestorum entre aceptante y girador y sigue 
las reglas de él; pero respecto del portador, como el inter- 
ventor se sustituye en lugar del girado, debe protestar la 
letra segunda vez por la falta de pago, cuando lo exijan las 
leyes del girador para conservar sus derechos, si bien se hará 
6n la forma que lo permita la ley de donde el protestóse veri- 
fique. 

Por lo dicho anteriormente se infiere que los derechos y 
obligaciones de los endosantes no son idénticos en todas par- 
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tes, respecto de una misma letra; sino que variao según las 
leyes de ios países en que los contratos se forman. De modo 
que todos los endosantes que hayan £rmado su inscripción 
donde su obligación sea solidaria con todas las de los ante- 
riores, podrán ser exigidos; y vice versa, en caso contrario. 
Lo mismo debe decirse para saber si los signatarios puedeí^ 
ser demandados á la vez ó alternativamente y en qué orden, 
pues todo ésto depende de la ley que rija la inscripción, y 
no de la del primitivo girador. Preciso es tener presente, 
además, que los derechos adquiridos en cada país, no depen- 
den solamente de la ley de ese país, sino que están subordi- 
nados á la ley del lugar donde el obligado contrajo su obliga- 
ción. Esta salvedad nos ahorrará el trabajo de entrar en el 
pormenor de muchos casos aislados^ como lo hace Fiore, por- 
que todos obedecen al principio sentado; pero lo aclararé con 
un ejemplo. Supongamos una letra de cambio firmada en 
un país que admita la solidaridad de los endosantes con el 
girador^ endosada en un país donde no se admita: el tenedor 
tendrá la acción solidaria contra los suscrítores de las ins- 
cripciones hechas en el primero, y no contra los del segundo; 
y aunque algún endosatario haya adquirido sus derechos en 
nación que admita la mancomunidad, no tendrá acción con- 
tra los firmantes de países donde no se admita, porque su 
derecho está subordinado á la ley dd lugar donde cada 
obligado contrajo su obligación, que es el principio enun- 
ciado arriba. 

Los que siguen el sistema cambiario francés, se compli- 
can mucho en la solución de tales cuestiones, como sucede 
á Fiore, porque la simple cesión no puede pasar mas allá de 
los derechos adquiridos primitivamente por el tenedor; de 
manera que, creada la letra sin acción solidaria ó sin dere- 
cho para acumular recambios, aunque se endose donde» ta* 
les derechos se concedan, no se trasmiten ni se producen de- 
rechos de solidaridad ó de acumulación de recambios. 

También es debatible el punto siguiente: Si un docu- 
mento no es endosable en el punto donde se cria, pero, sin 
emba^rgo, se endosa y pasa á otro lugar donde sería endo- 
sable, se pregunta si produce acción para demandar en este 
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Último purto. A pesar deque la regla general es que los 
contratas surtan sti efecto contarme á la ley del Estado don- 
de se celebran, se ha decidido en Nueva York que el rndo» 
satario tiene acción judicia:! en donde el documento esréndo- 
sable, porque allí tiene ejecución ese contrato (1).. *' • 

CAPITULO IV. 
Derecho Marítimo. 

f 

Como el Derecho Marítimo contiene casi únicaniente dis- 
posiciones del orden administrativo que sólo afectan intere- 
ses públicos, los conflictos á que da lugar no son objeto, del 
Derecho Internacional Privado; pero hay alguniiA áeiésta» 
disposiciones que producen obligaciones de inaivid«<¡^ k^ÍDdi- 
viduo, y otras que sólo afectan interese» privados /Tátes 
son, entre las primeras^ las que se ocupan de abordajes,, pilo- 
taies, etc ; y entre las segundas, las relativas al comeareis ma- 

lítimo. 

Hay monografías y estudios especiales» no siolo sobrQ ios 
conflictos á que da lugar etx general el comercio marítimo (2X 
sino hasta sobre algunos de ellos en particular (3) que se 
prestarO á un desarrollo considerable de cada una de las ma- 
terias de que se ocupan Pero aquí sólo tomamos en ciient» 
aquello más prominente, para poner en camino de la resolu- 
ción de las cuestiones de este género, como se ha hecho en 
lo que precede, sobre materias que demandiin una dedica- 
ción especial 

Los navios y toda clase de embarcaciones son bienes mue- 
bles, según el Derecho de casi todas las naciones o^viliía- 
das (4), á pesar de que en el Internacional Público tienen la 
consideración de partes del territorio de la nación á que per- 

• ■ 

(1) Story Conílict oí Lav, párr. 357 

(2) Lyon-Caen — Etudes de droit intemational privé marítime. Paria, I88t. — BSofer" 
aon, Qiariwlicrone intenuMsionale niaritima.-Mi]ao» 1877, etc. 

(8) Edmond Story Maakelyne, Pilotage — Molengraaff, Etude snr le contrat d' aflM* 
tenent, «te. 

(4) CkSd. ci7. del Distrito, art. OOL—dód. de eom. fran. art. 190.— Gtfd. di e«BB. ÜaL 
art480, eU 
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t^mje^n. En casi todos los códigos se dan reglas especiales 
]NM^ |h;i e;najena(¿ón, como es la de copiar en registros de- 
téroL^iados (1) los contratos de venta, y son susceptibles de 
hipoteca y gravámenes reales, á semejanza de las fincaa 

Con este motivo se originan serias cuestiones, entrando en 
ellas un elemento nuevo: la ley de la bandera, pues desde 
luego se disputa si ésta 6 la de la situación es aplicable á 
los navios, por lo relativo á los derechos de propiedad y po- 
sesión. 

La Corte fluncesa de Casación declaró en 19 de marzo de 

1872 <{ue las ventas é hipotecas hechas en puerto eztranje- 

rúi m.a. observar la ley francesa, no debían ser obstácnlo para 

él eiÉdb^go y remate de un buque á beneficio de acreedor 

. fraiiGÓs (2). 

feto «i ei^ resolución se elevase á la categoría de doc- 

• trina de Derecho Internacional, ¿á qué se reduciría la buena 
í6 dc^l -óomercio entre subditos de diversas potencias? Todo 
<e>li!iÚB6do está interesado en que se respeten los justos <fe- 
rechos adquiridos, y todas las naciones han establecida fis- 

• glas {»ara la traslación del dominio de las naves, su hipóte- 
^ cá<y 'demás responsabilidades reales; lo que prueba, dice Fio- 
^^ re (3), que suponen que deben respetarse y que tienen de- 

't^cko de expedirlas. Es, además, un interés de todos ios que 
odMlfa^^an con los dueños de naves y los encargados de ellas, 
iSflber ^üe sus derechos son verdaderos, fíitnes y no expues- 
toe'll todos los cambios que tenga el 4m(}tie á lugares donde 

•.íSei^íliserTe una ley diferente. > No se le^puede aplicar el es- 
tatuto real como á las cosas raíces, porque en 'realidad ¿o lo 

- «611, 'JA que su destino es precisamente trasladarse de conti- 
tttóy no sólo de un punto á otro en el miismo t^ritorio, sino 
pasturado por diversos países y jurisdicciones. 

',La iregla general hoy 'admitida comumnént^ y defendida 
por los escritores de crédito, es que, por lo que ve á los dere- 
chos privados reales adquiridos sobre lia; nave y á las responsa- 

(1) Cód. de com. mex., art. 1,020.— Cod. di oom. itKl., «rt. 4SB.~Cod. de oom. fino. 

(2) La ley de 10 de julio de 1885 establece la jurísprudencia francesa Bobx»*Iiip<K<e- 
• 4SM flciM^Ui^afl y reconoce km inscritas en los registros de puerto eztrai^)ero solire bo- 
ques de otra nacionalidad que adquieran después, la francesa. 

(8) Diritto Int. Pub., edición de 1884. Tom. II, núin. 1,038. 
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bilidades á que está afecta, valga la ley del pabellón y es de- 
cir, ia dé la nacionalidad del buque (1). 

Se percibe desde luego la importancia de establecer, antes 
de pasar adelante, algunas reglas para reconocer esa nacio- 
nalidad, así como la de los incLviduos, bien que ésta materia 
86 roce íntimamente con el Derecho Público^ 

Todo Estado puede confiar su pabellón y conferir su na- 
cionalidad á buques mercantes, mediante las condiciones míe 
el mismo establezca; pero la autorización respectiva debe 
constar en lo que se llama acta de navegación, autenticada 
con las firmas y sellos de las autoridades destinadas al efec- 
to, y que en caso de duda pueden reconocerse y legalizarse 
por los cónsules y agentes diplomáticos de la nación á que 
d navio aparente pertenecer, residentes en el lugar donde 
la duda se suscite. En ^ta acta debe hacerse referencia de 
los propietarios del buque y de sus responsabilidades, reales 
por medio de anotaciones, así como de su nombre y porte, para 
comprobar su identidad. ' Los servicios hechos á la nave y 
otras obligaciones que de un modo indirecto -ó mediato tie- 
nen preferencia á ser cubiertas con el precio de su venta, de- 
ben constar en los libros y demás documentos quo con arre- 
glo á las leyes del pabellón están Bbligados á* 'llevar los ofi* 
cíales del navio. " " '^"' \ ' J 

. Prirrui facie debe estimarse la nacionalidad y, propie- 
dad de ún buque, como se deduzca de sus pápeles de mar, 
salvo prueba en contrario, pues para adquirir una nueva na- 
* cionalijdad y perderse la propiedad primitiva, ée necesita que 
sea conforníe á las leyes de la nación á qué. el barco pertene- 
' ció primeratíí ente.' ' ' . | . 

Calvo (2) pormenoriza los diversos modos de adquirir la 
nacionalidad, ó sea las condiciones que se exigen en la ma- 
yor parte de los Estados civilüzawlos, para permiíir él uso de 
la bandera é impartir la protección consiguiente. 

Despejada esta base déla jurisprudencia, marítima, que 
Fiore equipara justamente á la nacionalidad personal, seco- 
noce la ley á que debe sujetarse el buque por lo tocante á 

(1) Véase Piore, obra citada, Tom. II, cap. 10, jrLyon-Oién.^JMiriia! de DroH. But 
Priv., an. 1878, pág. 479. . r 

(2) Derdcho Internacionnl, pir. 841. ' 
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BUS relaciones que tienen alguna analogía con las personales, 
como son una especie de estado jurídico, las reglas para su 
construcción, los derechos de propiedad que sobre ella se 
tengan y los que se adquieran por haberla reparado ó sumi- 
nistrádole algunos servicios, bajo la condición, empero, de 
que todo ello no sea opuesto al Derecho Público del lugar 
donde se hara la aplicación (1) 

Pero por lo relativo á las obligaciones personales entre 
comprador y vendedor, ó por cualquiera otro contrato que 
tenga por objeto la nave ó sus servicios, y que no produzca 
consecuencias trascendentes á tejceros que puedan reclamar 
la observancia de las leyes del pabellón, debe obsequiarse la 
lex loci contractus, ó aquellas de que hemos hecho referen- 
cia al hablar de obligaciones. 

No me ocupo aquí de los contratos de flete y arrenda- 
miento de buques, de préstamos á la gruesa y de seguros ma- 
rítimos, porque con lo dicho en otras partes y lo que aquí se 
apunta, ya se tienen algunos elementos para resolver las 
cuestiones relativas á ellos. 

Huelga decir que por lo concerniente & los hechos que se 
rozan con el interés público, con el Derecho Administrativo 
y Penal de la nación en cuyas aguas se halla la nave, no se 
puede declinar la jurisdicción territorial, en la medida que 
esos mismos públicos intereises lo demanden. La Suprema 
Corte de Justicia mexicana, en la causa Antori, año de 1876, 
ha decidido que no tenían que inmiscuirse los tribunales del 
país en la averiguación y castigo de los delitos cometidos á 
Dordo de un buque extranjero, por nacionales de su bandera» 
sin trastorno del orden público del puerto ni trascendencia á 
los intereses que están bajo la vigilancia y garantía de la au- 
toridad 

Pero los tribunales del país donde la embarcación se en- 
cuentra, pueden mandar hacer el secuestro de ella, siguiendo 
los trámites del lugar del fuero y con arreglo á sus propias 
leyes, por ser ésta una atribución inherente á la soberanía 
territorial, de que una nación no podría prescindir sin re- 
nunciar á esta última Deben, sin embargo, aplicarse para 
la preferencia y orden de los créditos, las leyes de la nació- 

(I) Fiore, Í>erecho IntemacSonjü Público, núma. 1,040 y 1,041. 
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nalidad del buque, siempre que se reclamen por los intere- * 
sados. 

Tanto en el caso de embargo, como en el de que hablaremos 
en seguida las autoridades del punto donde se practique, es- 
tiAn obligadas á tomar las precauciones que la prudencia a- 
conseje, aunque en casos semejantes, tratándose de naciona- 
les, no las imponga la ley, para poner á salvo los intereses 
de propietarios y acreedores extranjeros por detenciones in- 
motivadas, injustas ó dolosas, á fin de no exponer á su go- 
bierno á reclamaciones diplomáticas en apoyo de los intere- 
ses y derechos indebidamente atropellados (1). 

Si las leyes de un país prescriben el pilotaje forzado á la 
entrada de un puerto, quitando el gobierno de la nave á los 
empleados de ella, los que sufran algún descalabro por cul- 
pa del piloto indígena, tienen derecho á reclamar el pago de 
daños y perjuicios, bajo la garantía de la nación que ordena' 
el pilotaje, porque el práctico se sustituye en las obligacfo- 
ries del capitán de la nave hacia los cargadores. Hay, pues,' 
el deber de parte del buque, de obsequiar las ordenanzas de' 
policía local; pero como los pilotos de que se trata son dele- 
gados de la nacidn que los impone, esa misma nación queda 
comprometida en los términos que el Derecho Internacional 
Público lo prescribe respecto de las faltas de sus empleados 
y encargados, para el caso de que ellos mismos no tengan bie- 
nes con que hacer frente á sus responsabilidades por negli- 
gencia ó impericia, salvo las estipulaciones expresas de los 
tratados, en que por lo regular se equiparan, para ésta y»o- 
tras eventualidaaes semejantes, los nacionales y los extran- 
jeros. . . 

Paiu las responsabilidades por choque ó abordaje entre dos 
navios, de los cuales uno ó los dos sufren averías^ es preciso 
aplicar la ley del lugar donde el siniestro pasa, á semejanza 
de las obligaciones provenientes de cuasi delito; pero como 
puede acontecer que el choque sea en altar mar, donde nm- 
gún Estado tiene jurisdicción, entonces será forzoso recurrir 
Á la ley del lugar donde la reclamación se haga judicialmen- 
te, es decir, á la lexfori (2) que es de suponer sea la de ac-^ 

O) Roger, SaUie-arrét, 2c. edition, núm. 15C. 
V9 Auer, ob. cit, núm. IIS. 
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tpr ó reo, y uo á la de una potencia extraña á ambas bande- 
ras; pero más rá^ón habría en todo evento, para aplicar ta 
del último. 

El salvamento de vidas y propiedades, por lo relativo á los 
derechos que los salvadores adquieren, debe regirse conforme 
á las reglas genea:a.les, por la ley del lugar donde pase el he- 
cho, ó por la del pabellón, en alta mar; pero Inglaterra esta- 
tuye un derecho de salvamento para todos los que se verifi- 
quen por tripulantes de buque inglés (1), 

Hay gran diversidad en Ips autores sobre la ley que es 
aplicable á las averías y echazones, tanto para su evaluación 
como para su repartimiento, pues se oscila entre la ley qué 
rige al contrato de flete, la del punto de partida la del lu- 
gar del destino del buque, la del pabellón y la del fuero. 
Mas según los principios generales, debe ser ésta última, y 
en caso de duda, es la preferente. Por ella se decide Asser* 
después de emitir algunas razones de conveniencia en contra 
de las otrae. Esto se entiende de la avería gruesa, porque lá 
jprivada, siendo accidente del contrato de fletamento^ debe 
seguir las mismas reglas que en él se aplican. 

CAPITULO V. 



DE LAS QUIEBEAS. 

» * 

'fin esta materia es sobre la que están menos de acuei^ 
liar teorías expuestas por los tratadistas, cotí ía práctica de 
las naciones y con las legislaciones positivas, y es también 
tnuy dificil que se llegue á él. Desde el siglo XIV se es» 
éribieron en Italia tratados pretendiéndose dar reglas unifc^* 
mes para los comerciantes que suspendían sus pagod, por el 
gran comercio que mantuvieron, antes que los demád paíseü 
de Europa, las repúblicas italianas. Hasta ahora es muy 
consultada la obra de Stracca Be decoctionibue^ 

Pero en todos los tratados se observa que se defienden y 
establecen teorías sobre eada punto, que ñiera muy de dé- 

o.) Acta de 1861, sección 9. 
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sear se hicieran efectivas en la práctica, y se anuncia el po* 
có éxito que han tenido hasta el día esas tentativas, poir^(ué si 
en una pidza se abre el juicio y se califican los crédi^dé 
un modo, esa calificación y las demás medidas que idfá&ti 
loB tribunales, no tienen acogida en otro punto, donde baya 
algunos bienes del mismo deudor. 

Hay una marcada tendencia, dice un autor, en las lejgisla- 
ciones y obras modernas, á considerar las quiebras, no como 
asunto puramente mercantil, y se les asigna rango aparte, 
porque efectivamente las principales cuestiones á que la biem- 
carrota dá lugar son comunes á todos los deudores insotyén- 
tes. Esas cuestiones son: ¿con arreglo á qué ley debeií re- 
partirse los bienes de un fallido entre todos sus acréediQVeis, 
sean de la nacionalidad que faeren?;y ¿qué obligaciones ébn- 
serva ese deudor hacia sus acreedores, después de heettá' eii 
el país de su domicilio la declaración sobre la clase dé (¿ítKie* 
bra que ha suMdo, y después de repartido el paáVo éiJtre 
sus acreedores? 

Hay algunas otras cuestiones, si bien menos prídch^Iés^ 
pero de importancia y que también son comunes á comer- 
ciantes y no comerciantes, como respecto al valor de la d^ 
claración de la quiebra en países extranjeros, y á la.ánítiiri- 
zación que deban tener los síndicos para recoger los biétiéá del ' 
fiftllido que se hallen en otras partes, y para represeníár su 
persona en las contiendas judiciales que se susciten. 

Algunos escritores opinan' que el estado de quiebra dé úúik 
persona y la inhabilidad que le resulta para la administra- 
ción y enajenación de sus bienes es una cualidad pers<HiáI y 
que por lo mismo debe ser de la competencia de la íef na* 
cional, y que una vez hecha la declaración con arreglo' 4 ésa 
ley, debe respetarse en todas partes, siendo para adelante nu- 
los todos BUS actos enajenatorios y de administración en don* 
de quiera que se ejecuten. 

Pero la declaración de la quiebra no se hace ni puede ha- 
cerse por el juez de la nacionalidad, ni al efectuarla puede 
acomodarse á otras leyes tanto de procedimiento, comét de 
fondo, que á las del lugar en donde se haga, que seré éií cteh* 
de los acreedores tengan derecho de demandar al íalliaa 
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La declaración de la quiebra debe hacerse por los tribu- 
nales del domicilio del establecimiento mercantil del fallido, 
y euando no haya domicilio comercial, por el del civil de la 
persona (1) Si hay dos ó más establecimientos que puedan 
reputarse principales y no verdaderamente sucursales se ha 
practicado abrir dos ó más juicios de quiebra con sus masas 
y acreedores diferentes, comprendiendo en cada uno los bie- 
nes que allí radiquen (2); pero el juicio principal á donde 
deben acudir los acreedores de puntos diferentes y acumu- 
larse los bienes que radiquen en terceros lugares, es siempre 
aquél donde esté además, el domicilio personal del comer- 
ciante (3). ' 

La^ sentencia declaratoria de una quiebra, debe ser decla- 
rada yálida en todas partes, sea mediante un procedimiento 
de remisión de sus fundamentoSi sea haciendo constar tan só* 
lo su au^^aticidad, como sucede con todas la demás senten- 
cias (4). 

Esta- doctrina no ha sido aceptada todavía por los tribu- 
nales franceses (5), aunque hay ejecutorias en favor de ella 

(6) V . 

ViQT^ opina (7) que el efecto de las sentencias debe retro- 
traéni^ á la fecha de su expedición, y no comenzar desde la 
del eo^iíatur, como lo han sentado algunas ejecutorias y 
parece más aceptable; pues de lo contrario, sería todavía más 
lógico referir esos efectos á la época dé la quiebra, ñjada en 
la sentencia. 

La rehabilitación del fallido se hará conforme á las leyes 
de sil nuevo domicilio por razones análogas á las que se dan 
para sujótar la declaración de la quiebra á las del lugar en 
que sé hace, pues no es un estado personal, sino una aptitud 

(1) beeisiones del Congreso jurídico italiano de Tnrfn, setienilire de 1889. 

(S) Sentencia de la Corte de Bmselas, citada por Merlln OSaTres, palabra HV¡iiii|te,fr 

(8) , Deolsiones del Congreso jurídico italiano, antes citado. 

(4) Fiore. Del falliniento secondo il Biritto Intemazionale PiiTato. Véase tam- 
bién adelante, Iib. III, cap. IV. 

(i) Journal de D. L P. de 1872, tít. I, pig. 297, sentensia de la Corte de Aix, de S8 
de agoito de 1871.— Id., id. año de 1873, tom. It, pig. 50, sentencia de la Coifte de Ca* 
■aáóa fqinpem de 12 de no?iembre de 1S72. 

(0) Cass. 13 de mayo de|l835. Dev. 35, 1, 707. 

(7> Fiore, DIritto I. Privato, apéndice á los plrrs. 367 y 363. 



113 

mercantil ó efecto penal» que no pasa los limites del territo- 
rio donde se impone, en el segundo caso, salvo siempre lo 
convenido en los tratados internacionales. 

Los síndicos deben considerarse autorizados en todas par- 
tes para recoger los bienes del fallido, administrarlos y pre* 
sitarse en juicio por él, porque son mandatarios ó procura- 
dores, ya sean nombrados con consentimiento del quebrado, 
por el juez ó por la junta de acreedorea Así como se res- 
peta al tutor ó al curador sea propuesto por el pupilo, ó por; 
el consejo de familia ó por el juez, y sus actos son válidos en 
todas partes, así debe suceder con los síndicos. Pero cuan- 
do se trate de que éstos se apoderen forzadamente de algu- 
nas cosas situadas fuera del territorio del juez de donde fue- 
ron nombrados, tendrán que obtener antes, la declaración de 
ser ejecutoria en ese otro territorio la sentencia que los au- 
toriza, lo mismo que para toda ejecución forzada, pues im- 
plica acto^ de s(^eranía que no pueden ejecutarse sin el pre* 
vio fweqiKitur de la magistratura local; mientras que en el 
primer caso es el ejercicio privado de un poder que np nece- 
sita de autorización de otro género. Idéntico procedimien- 
to habría (|ue seguirse para dar valor judicial á la declara* 
cien de quiebra y nulincar los actos enajenatorios ó de ad- 
ministiación que el fitUido quisiera ejecutar en otro territo- 
rio distinto de aquel en oue hubiese sido declarado destituido 
de la administración y desapoderado de sus intereses, por 
razón de bancarrota (1). 

Por lo que ve á la distribución del pasivo, la mayor par- 
te de los códigos modernos (2) y leyes mercantiles (3) con- 
sagran el principio de que los acreedores extranjeros serán 
consideraaos bajo el mismo pié que los nacionales, salvo al- 

KD&s legislaciones que exigen la reciprocidad (4). Pero 
y mucha variedad y confusión respecto á qué ley deba 
▼ftl^r para graduar los privilegios de los acreedores de diver- 

0) Flore, Derecho Internacional Privado, núms. 368 y siguientes. Sentencia do la 

porte de Tolosa, de 17 de abril de 1863, citada en él Jovrnal de D. L P., tom. X, 
P<g.l61. 

(S) Código de quiebras del imperio alemán, dftl877« párr. é. 

^ Ley anstriaca de 1868, párrafos 61 7 62. 

Ci) Tratado f ranco-saizo de 1869. Véanse ademán, Uui refere&das de Asser en !«• 
•o»« á loe núms. 129 y 130. 
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sos países, ya que no es posible aplicar á cada uno la ley que 
deba rngir el contrato 6 1^ relación jurídica de que se trate, 
porque podría suceder que el privilegio 6 prelacióo quí& 
concediera una legislación en un caso fuese opuesto al con- 
cedido por otra legislación á otro acreed'or, es decir, ambas 
leyes podían poner á diversos acreedores en el misnuo lugar- 
de preladón. Por este motivo, los autores anuncian como 
un bello desideratutn la unidad de la ley qíie deba regir 
las quiebras en todo el mundo: utO]^ia que díficilmente de 
conseguirá. 

Fiore, en el núm, 875 de su Diritto IntemaBioirale Priva- 
to, elogia el sistema inglés eonió el más moderado y equi- 
tativo. La base principal de éste consiste en que la dia^* 
tríbudón de todod los bienes muebles y la de ios raíces si- 
tuados en el domicilio del fallido, &e haga conforme á la léjf 
de este punto; pero que las preferencias sobre los dem¿ 
bienes inmueble?, deban respetar la ley de la situación, pu^ 
dióndose abrir juicios especiales ejecutivos, donde haya \Aé^ 
nes raíces del concursado, á fin de que si alÉo sobra, paga- 
das las cargas reales reconocidas por la ley dé la ubicacióú^ 
se recoja por los síndicos, haciéndose ingreáai' á tá niasa c6-^ 
mi&n del concurso (1). 

Este mismo autor (Fior?) tiene la creencia que en los Bé* 
tados Unidos se ha llegado á conclusiones enteramente 
opuestas partiendo de los misínios principios, ó sea, que allí 
se tiene por admitido que no se respetau loi3 privilegios ftíe(- 
ra de los límites del territorio donde están los bienes, dé 
cualquier naturaleza que fueren. 

Pero lí-yendo á Story y á Kent, se convence unO de qoi 
la jnriaprudencia norte americana se reduce simplemente á 
negar unos Estados á otros el derecho de expedir leyes so^ 
bre insolventes, ó que den privilegio á unos acreedores sobrt 
otros que pertenezcan á otro Estado, por haber reserva4o 
esta materia el art. 1. ® , párf. 8 de la Constituteióri, ai P¿- 
der federal, que no ha hecho uso hasta ahora de esta facul* 
tad (2). En consecuencia, los norte-americanos respetan Itó 

(1) Band Bafley» iiftff. 47 y<ririi«kiieB. 

<2> La última ley sobre bancarrotas propuesta por la Cámara de 0ipatados 7 <** 

^^Itftfiw^^ por él Senado, es de junio de 1^8. 
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I^jes de su propia legislatura local sombre bancarrotas, pero 
nu advíiiteQ que se les apliquen las de otro Estada Por éso 
68 que loa pnvilegios de un acreedor sobre bienes muebles, 
1M> pasan las fronteras del Estado donde los bienes están 
6Í¿i¿'io(o8, según se expresa el jurisconsulto italiano. Pero 
tratándose de uación á nación, los Estados Unidos aplicati 
el sistema inglés (1). 

Ahora bien, como las legislaturas de los Estados están 
persuadidas de no obligar á los^ acreedores de otros Estados^ 
ningúa sistema local de privilegios,. $e han concretado ge- 
neralmente en sus disposiciones sobre la materia, á estable- 
cer reglas de procediniiento para el juicio, dejando una 
igualdad absoluta 6 prorrata entre todo3 los acreedores per- 
sonales. 

Este modo de resolver d problema parece ser el más jus* 
to y racional; de lo contrario sucedería que se admitiera á 
un acreedor extranjero á gozar de privilegio rtispecto de 
bienes situados en él territorio nacional; mientras- que loa 
acreedores nacionales no gozarían de idénticoa privilegios 
xM^eoto de bienes que estuViesen fuera.. porque, quizá allí 
no serian admitidos esos mismos, silao otros; y entonces no. 
habrfa equidad ni correspondeneia mitua. Por est^ se ve 
que- no eis posible establecer con justicia ningún orden de 
privilegios entre acreedores de diversa^ naciones, sino los 
fondados en derechoi^ reales adquiridos en el lugar de la si* 
taación de la^ cosas^ eonforme á las leyes de ese lugar al 
lieippo de nacer los derechos. 



CONFLICTOS LOCALES. 

Si se trata de quiebras ó concursos mercantiles» ya se ha 
dicho que no están expuestas á conflictos norque sobie éHas 
no puede legislar más que el Congreso de la Unión; y es ab- 

^ Como poade ?en« en cnalqniera de los escritores da aquella naciós, y especial- 
XnWbealon, 318,8^960. 
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aurdo decir que una legislación tenga colisiones consigo 
misma. Es cierto que ha habido quien opine que el Códi- 
go Mercantil dejaba vigentes las legislaciones locales en ma- 
teria de concursos mercautiles, salvo algunos puntos regla- 
mentados por ól, Qpmo por ejemplo, que formados los cinco 
grupos de acreedores á que se refiere el art. 1,478, el orden y 
preferencia de los acreedores que componen cada grupo siga 
la suerte que los códigos locales les asignen, y ésto en virtud 
del art. 1477, que dice que «* la graduación se hará en los tér- 
minos prevenidos por el Código Civil, con las modificaciones 
establecidas en éste; pero si es ^verdad que el Código Mer- 
cantil pudo adoptar para las quiebras las mismas reglas qae 
un código determinado establezca, también es claro que no 
pudo adoptar las de varios códigos aun mismo tiempo, ni 
mucho menos facultar á las legislaturas locales para que las 
dieran y cambiaran, porque sería enteramente anticonstitu- 
cional. £1 Congreso pudo y puede legislac en materia mer- 
cantil para toda la República en virtud de. la ire^rma de la 
fracción X. del art. 72 de bt' Constitución, pero de una ma- 
nera uniforme, y no puede delegar esa &cultad á otro poder 
ó instituciób, porqué; ni lo expresa así la reforma, bí es ador 
cuado á los pnncipios políticos á» la misma Cónstitucúáú. 

Ahora bien, no puede negarse que la graduación de acree- 
dores en una quiebra, es materia mercaotil, puesto que for- 
ma de ellos cinco grupos, el Código Mercantil; luego lo úni- 
co que racionalmente puede inferii^e es que el art 1,477 ci- 
tado, se refiere al Código Civil del Distrito que es uno y que 
en sus reformas depende del mismo Congreso Nacional (1). 
Desgraciadamente esta uoidad de legislación no se ex- 
tiende á todas las quiebras como en los Estados Unidos, J 
por consiguiente, aun habrá conflictos en los concursos dea- 
^ creedores en que se vean envueltos los no comerciantes, ya 
* que éstos deberán sujetarse á las leyes del Estado del fiJIido, 
según se deduce del art. 1,451 dtel Código de Comercio. Se- 
rá difícil resolver lo que debéi practicarse en' estos concursos 
con los créditos provenientes de letta de cambio, pagará al 



(1) Véande también las razones expuestas en lamotiografia del'Sf. lia t«épes-^piti- 
Uo y Rojas, titulada ••£! 6. ^ estado de la Graduación MereantiLii Onadali^M^ >KI. 
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orden ú otro contrato mercartil, porque los derechos que ten- 
gan tal origen, sólo pueden ventilarse en juicio mercantil y 
conforme á las demás prescripciones del Código de este nom- 
bre. Es decir, un acreedor por letra de cambio puede exi^ 
gir que su crédito ocupe en la graduación el lugar que le dá 
la ley mercantil y no el que le asigne la ley del Estado don- 
de radique el concurso, ó en otros términos: parece que la gra- 
duación debe hacerse como lo establece la ley federal 

Pero, ya que el concurso sea común, siempre que el d u- 
dor. sea del orden común, ó mplemente porque no tenga deu- 
das comerciales, lo cierto es que puede haber quiebras en los 
Estados de la Confederación mexicana, no sujetas á una ley 
uniforme en todos ellos y que por lo mismo se presten á con- 
flictos. Estos conflictos no podrán resolverse por otras re- 
glas que por las del Derecho Internacional Privado. 

Las sentencias pronunciadas por los jueces de un Estado 
de la Federación son válidas y ejecutables en todos los de- 
m&B, reconocida que sea su autenticidad y sin necesidad de 
declaración previa; á la inversa de las sentencias proc< dentes 
de países extranjeros, porque el cap. VI del título XVIII de 
nuestro Código de Procedimientos y el correspondiente del 
de México, son para itla ejecución de las sentencias dictadas 
por tribimales extranjeros, n suponiendo que las de los tribu- 
nales de la República deben ejecutarse en la forma común. 
También se puede deducir esto mismo del art. 115 de la 
Constitución Federal. Por tanto, hecha la declaración de la 
quiebra, el juez del lugar puede librar requisitoria á los de 
lo8 otros Estados para que embarguen y depositen los bienes 
del fedlido y para que se anoten los registros respectivos, á 
fin de que no valgan las ulteriores enajenaciones que quisie- 
ra hacer el quebrado. Queda solamente el conflicto por lo 
relativo á privilegios para el pago y reivindicaciones; pero se 
admitirá sin dificultad que deben respetarse los derechos 
reales adquiridos en el lugar de la ubicación, estando las co- 
cas silbuaoas allí cuando nacieron los derechos, por ser esa la 
regla del Derecho Internacional Privado universal. 
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LIBRO TERCERO. 

CONFLICTOS 
EN MATERIA DE PROCEDIMIENTOS. 

En el enjuiciamiento y demás diligencias judiciales, la re- 
gla general es que debe aplicarse la lex fori. La palabra 
jiyrus tiene en castellano varios significados: el conjunto de 
leyes obligatorias á una persona por razón de clase á nacio- 
nalidad, como el militar, el de extranjería, &.: el tribunal que 
conoce de üh negocio: el foro 6 curia. &; pero aquí se toma 
por el conjunto de leyes dictadas por el soberano del juez 
ante quien pende la contienda ó diligencia de que se trata. 

Estudiaremos la materia siguiendo el orden de los juicios: 
I,°, la competencia; 2.°, la forma del procedimiento en gene- 
ral; 3.**, la prueba; 4 °, las comisiones rogatorias; y 5.**, el valor 
de las sentencias pronunciadas por tribunal extranjero. 

♦ * 

CAPITULO I. 

• * • . • ■ 

COMPETENCIA. 

La competencia es por razón de la naturaleza y valor de 
un negocio, 6 por razón del territorio. En la primera entran 
fiólo reglas del Derecho Interior de cada estado, que distri- 
buye las atribuciones de sus empleados. La segunda, tanto 
puede tener lugar ante jueces de una misma nación, á los 
cuales se haya asignado un distrito jurisdiccional, como en- 
tre jueces y tribunales que dependen de diversas soberanías; 
y por lo mismo cae bajo el estudio del Derecho Internacio- 
nal Privado. 
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Eq determinado asunto, pendiente ante un tribunal, ea 
notorio que deben aplicarse las reglas de competencia esta- 
blecidas por las leyes á que ese tribunal está sujeto (1). Ni 
se podría exigir otra cosa, porque la forma del procedimiento 
es de Derecho Público y obliga al juez más que á los mis- 
mos litigantes; pero podrá suceder que la sentencia que de 
aquel juicio emane, tenga que ejecutarse en país extranjero. 
En este evento habrá que revisar la coinpetencia del juez 
que la dictó por el tribunal ejecutor (2). Del mismo racio- 
cinio antes empleadojse infiere que éste no resolverá el pun- 
to, ajustándose á las leyes de aquél, sino á las suyas propias. 

Es visible, por tanto, que no basta que lá decisión se ha- 
ya dado por jaez competente según las leyes del que {adic- 
ta, sino según las leyes de aquel on cuyo territorio debe eje- 
cutarse. 

Be esto se deducen dos consecuencias. Es la primer», 
que toda nación debe acomodar las reglas de competencia 
de sus tribunales, á los principios de la equidad natural, de 
la igualdad de los estados y de la ciencia del Derecho, á fin 
de evitar que su jurisdicción sea desconocida por los otros 
estados, ocasionando expensas y moratorias inútiles, no sólo 
á los extranjeros, sino á los nacionales, que tendrán que re- 
aovar su querella ante el tribunal de otra nación, para ha- 
cer efectivo su derecho. 

La otra consecuencia es, que el actor debe replegarse á 
ios jueces que ejerzan autoridad sobre el demandado para 
que se hagan efectivos los fallos que obtenga. Kste princi- 
pio tiene á su favor, á más de la conveniencia del deman- 
dante, la equidad hacia el demandado, de no sacarlo de su 
legislación ordinaria y natural, el cual principio, traducido 
al lenguaje de las escuelas, se convierte en la conocida fór* 
muía: actor aequi debet reiforum. 

Otra de las reglas generalmente admitidas, ó mejor dicho, 
la misma regla puesta en otra forma, es la de la competencia 
del juez del domicilo del deraandado,*principio que se reco- 
mienda más, cuando éste tiene allí bienes en que hacer efec- 



(1) Fiore, DiriHo Int. Público, tom. 1, pág. 307. Edición de 1884 

(2) Véase adelanle, cap. V. 
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tivo lo que se falle (1). De la obligación de deducir la ac- 
ción en el lugar convenido en un contrato, hice mérito al 
hablar de las obligaciones convencionales, donde se dijo, que 
el consentimiento de los contrayentes es la ley preferente en 
los contratos. 

Muchos autores juzgan que la nacionalidad de las partes 
ó, por lo menos, la de una de ellas, surte fuero en el país de 
esa nacionalidad. Esto no parece impropio cuando el deman* 
dado reside allí mismo, ,pues entonces va de acuerdo con el 
principio recomendado por Asser"(2), que debe arreglarse la 
competencia, de manera que cada juez juzgue de la relación 
jurídica que le esté sometida, á fin de que no tenga que a- 
plicar leyes que le sean extrañas. 

Sin embargo, en casi toda Europa es admitido que los ex- 
tranjeros pidan y obtengan justicia contra otros extranjeros, 
porque pertenece al orden público, para conservar la paz, 
que se administre justicia á todos los habitantes de un país. 
La Constitución Mexicana (3) ordena que los tribunales es- 
tén siempre expeditos para administrar justicia, sin hacer 
distinción de nacionalidades. Este principio ha sido consig- 
nado en las obras de jurisprudencia, desde el tiempo de 
Vattel (4), y se ha repetido después por casi todos los juris- 
consultos de nota (5); aunque es muy dudoso en Francia (6). 

En cuanto al otro extremo, que baste la nacionalidad de 
uno de los litigantes para poder arrastrar al otro á su fuero, 
es una iniquidad notoria que la jurisprudencia francesa no 
se ha ruborizado de sancionar (7), y que da lugar á un con* 
flicto sin salida: porque si México declarara una cosa seme* 
jante, resultaría que el juez francés y el nuexicano serían 
igualmente competentes para contiendas entre mexicanos y 
franceses, y uno» y otros tribunales se negarían recíproca- 

(1) BaglM dadas por el Instituto de Berecho Interaacional de 1875, que se tnscri- 
benadebuite. 

(1) Droit International Privé, núm. 71 

(3) Art. 17. 

(4) Derecho de Gentes, libro II, par. 103. 

(5) Heffter, par. 00, ^Warton, núm. 706, Lomonaeo, ch. VIII, par. t &, 
(«) Laureii Droit. I.^Privé, vol. IV, p. 14. 

(7) Arts. 14 y 16 del Cód. eiv. francés. 



122 

mente el exequátur de sus sentencias, por una razón qu€ 
ninguno de ellos podría rechazar. 

Durand, juris«onsulto francés (1), se ocupa de refutar y 
censurar la jurisprudencia de los arts. 14 y 15 del Código 
Naploeón, que rige, con más ó menos modificaciones, en los 
países que lo han adoptado. 

Otra regla es la de la situación de la cosa, tratándose de 
causas de posesión (2), por las razones que se han desarro- 
llado al hablar de posesión y propiedad. También respec- 
o de bienes raíces, casi todas las legislaciones establecen 
como principio, que sólo los jueces dé la ubicación son com- 
petentes para todos los juicios que con ellos tengan relación. 

He aquí las resoluciones votadas en el Instituto de Dere- 
cho Internacional, en la Haya, de 1875. 

"(a) El cíomíciíio y, subsidiariamente, lartfidenciia del 
reo, en las acciones personales ó relativas á bienes muebles; 
y la situación de los bienes en las acciones reales, respecto 
de los inmuebles, deben determinar la competencia del juez, 
salvo algunos fueros excepcionales scgán la categoría del 

litigio. II 

•*(b) La regla anterior dará por resultado que el juez 
competente para decidir un proceso n^ será el del país cu- 
yas leyes tengan que aplicarse; pero los fueros excepcionales 
tendrán por objeto que cada relación jurídica sea resuelta y 
apreciada por el juez que esté sometido á las leyes que rijan 
esa relación: por ejemplo, los procesos que tengan por prin- 
cipal objeto decidir una cuestión de estado ó de capacidad 
personal, deberá resolverlos, por regla general, el juez del 
estatuto personal, f I 

"(c) En negocios civiles y comerciales, la nacionalidad 
no debe determinar la competencia judicial, á menos que la^ 
naturaleza del litigio mismo, admita la competencia exclusi- 
va de los jueces nacionales de una de las partes (3).ii 

Las convenciones consulares de muchas naciones atribu- 
yen jurisdicción á los cónsules en materia de averías ocurri- 
das en los buques de la nación á que pertenece el cónsul. 



(1) Droit InUr. Privé» núm. 214. 

(2) Massé, 651. 

(8) A. D. I., tom. I, pág. lU. 
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En este sentido están concebidos los tratados de Francia con 
Costa Rica, Nicaragua, el Ecuador y varios países. 

Otras muchas naciones han convenido en atribuir á los cón- 
sules en su territorio, competencia sobre todas las diferencias 
que se susciten entre capitanes de buque y demás gente 
de mar de su nación, en materia de sueldos y enganches (1). 

CAPITULO II. 

DE LA FORMA DEL PROCEDIMIENTO. 

Al procedimiento pertenecen disposiciones que tienen por 
objeto ordenar los debates y dirigir al juez en los trámites, 
como plazos, audiencias, forma de interrogatorios, &.; á estas 
se lesdáel nombre de ordinatorice litis; y hay otros precep- 
tos que están dispuestos para arreglar las cuestiones inciden- 
talcB y accesorias de la principal y que tienen una influencia 
marcada y directa en la resolución final, como son las relati- 
vas á personalidad, á la clase de excepciones que se pueden 
oponer, ^1 género de prueba que se debe rendir, á la natura- 
leza de los recursos que proceden, & : á tales disposiciones 
se les llama décisorics litis. La regla general es que las ' 
primeras sean las que establece la ley del lugar donde se 
sigue el juicio; y que las segundas, cuando versen sobre pun- 
tos del exclusivo interés de las partes no relacionado con el 
orden público, se rijan por la ley á que está sujeta la obli- 
gación ó derecho que se debate; mientras que si son puntos 
que están ligados con la organización del enjuiciamiento ó 
de los tribunales del país, ó que de alguna manera se rocen 
con el orden público, deberán ajustarse á la lexfori^ tengan 
ó no influencia en la suerte final del asunto. 

No puede señalarse un límite claro y preciso entre los 
preceptos decisorios y los puramente ordinatorios, porque to- 
dos, más ó menos, influyen en la decisión, ya que todos están 
á ella encaminados y ordenados; tampoco es fácil asignar 
por reglas generales qué trámites son solamente en bencfi- 

(1) Véase^Durand, obra citada, núm. 26i. 



Juicio:. fiííriir"i3ii:ír -íj- arütf! as¡. ^Aarü rtamuL. 

^:jv^^ ^TL !a& i.iix.-f i'-- l^SkZi ^ h, r.mriTijgte!? rae no tieneii, 

si^i.':-*: cr^hTiú: :"«:c¡í:l jí roníritrd:'!. 5t c.xz.j9eDSkó¿Sk. ó ]ia> 
c-^z, -Qsc ¿í: i re:t:«:L^rZin . z^ l#:fe ^nñsrxCíSuIíos iDodemoB no 

'J1ÍÍ: fiien s: cic^fLrr & i:d:e l:í^ ^¿¿iCiTes bajo d pié de 



pírjKL r^iií k'Ic irr»rr:* nrü^í^TEt á ¿La a 3ü5 qnelomerecie- 
rask por al^ín crrif idiiít: ^-^ i.: i«ri-¿a i^dacd^ki con la na- 

Ee de cre^eise q-::e esa iíspúgicíói. haja ^ioc»itzado cabida 
eu nuestros códigos, á pesar de ser ellos de fecha tan recien- 
te, no taiitto pc*r un espírir:! de imitación, cnanto por ser ca- 
fei general, como pee retorsión, v paia obligar á que las de- 
más naciones no la impongan á los mexicanos, ja qne tiene 
la condición de lareciprcpcidad y está concebida en términos, 
que parece que al demandado nacional obliga la prueba de 
que en el país de su contrario se exige igual gravamen al 
mexicano. 

La mayoría de los escritores sostiene que no debe exigirse 
la caución de extranjero á extranjero (5), porque desaparece 

(1) Art. le del Código Civil y 106 del de Frooediimentos, fisneeses. 

(I) Art M8 d<l Códi«;ode Piooedímieiitos drOes del Diakríto, j ait. 495 delCódig<» 
d« ProeedJjBfMitoii civilefl de Jalisco. 

(4) VéoM Dttrand, obra citada, núm. 207, donde refuta á Bemolombe que tiata de 
Juntlflear. aunque flojamente, la ob%aeidn de prestar la garantía. 

(6) HoUmian, Conditlon des etrangers, pág. 112.— Anbry et Bau sur, Zaduuúev toxn. 
VI, páff. 800, A. 
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la razóa de la ley, que no es otra sino favorecer al nacional, 
y no porque el csmicter de actor sea más propio para dejar 
burlado á su adversario, que el carácter de reo, ya que en es- 
te último supuesto se exigiría también entre dos nacionales. 

Por ima interpretación benigna, puesto que se trata de un 
privilegio odioso, es de creerse también que no tiene caso 
entre nosotros en la compensación y reconvención, y mucho 
menos de un habitante de un Estado de la Federación, res- 
pecto de otro de Estado diverso, porque el artículo aludido 
habla de extranjero, que no lo son ciertamente los mexica- 
nos de un Estado para los de otra 

En la citación ó emplazamiento deben distinguirse doa e- 
lementos: el uno que está íntimaipente relacionado con el res- 
to del juicio y con la acción que se ventila, el cual debe acomo- 
dafBe á la ley del tribunal que ordena la citación (1), porque 
si así no fuera, habría imposibilidad de concordar los otros 
trámites con esa parte del procedimiento y aun de fundar 
la resolución que de ella dimanara. £1 otro elemento es la 
forma material en que la citación ó emplazamiento se hace 
llegar á la persona á qtden se diri^. Muchas veces habría 
imposibilidad de hacer la notificación en la forma prescrita 
por la ley del juicio, porque no estuviera establecido allí el 
oficial encargado de practicarla, que existe en el lugar del 
proceso, ó porque las leyes y reglamentos de éste le pres- 
cribieran oti» forma; y sabido es que im empleado públi* 
co no puede normar sus actos sino por las leyes dictadas por 
la autoridad de que depende. En este punto debe observar- 
se la ley del lugar donde se ejecuta el acto (2). Loeus 
regii actv/ni. 

Es decir, que el emplazamiento ó citación se hará cuando 
lo prescriba la Ifey del proceso, y surtirá los efectos que ella 
disponga Si la parte citada no se presenta en el término 
que esa ley señale, la rebeldía procede y se incurre en la pe- 
na disciplinaria que ella imponga, hasta perder el derecho dt 
que se trate, porque la pérdida del derecho en este caso, no 

(1) Bar»pir.ll8. 

(2) An«r, núm. 74. 
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proviene de la naturaleza de la acción interpuesta, sino de la 
ley á que está sometida por razón del procedimiento (1). 

El Instituto de Derecho Internacional, en su sesión de Zu- 
rich, de 1877, propone la regla siguiente: "Las oitaciones y 
emplazamientos deberán notificarse á las personas residentes 
en el extranjero, en la forma prescrita por la ley de donde 
proceden, salvo lo que antes se ha dicho. Si según ella, la 
notificación debe hacerse por la mediación de im tribunal, se 
dirigirá comisión rogatoria al juez extranjero para que la prac- 
tique." 

Se comprenden muy bien, dice Asser, las dificultades que 
pueden presentarse, por razón de que los jueces requeridos 
no tengan obligación de prestarse al desempeño de estas co- 
misiones, y por las diferencias de organización y reglamen- 
tos judiciales; pero á ésto únicamente puede contestarse que 
en el estado actual de las relaciones internacionales, no hay 
otro recurso que al de los tratados. 

La misma ley, la del país donde la demanda se instruye, 
arregla la naturaleza y la forma de la procuración judicial, 
el modo de recibir las pruebas, la forma y redacción de las 
sentencias, la adquisición de la fuerza de cosa Juzgada, to- 
do lo concerniente á los términos y formalidades de la ape- 
lación y demás recursos, y también la condenación y regula- 
ción de costas (2). 

Así como el derecho sustancial ó la acción del demandan- 
te debe graduarse y estimarse, en cuanto al fondo, y no pa- 
ra determinar la manera de deducirse en juicio, por la ley 
que rige á la obligación misma, así debe concluirse respecto 
á excepciones: las que dimanan del contrato ó de la natura- 
leza de la obligación que se discute, deberán apreciarse se- 
gún dicha ley; pero las que tienen relación con preceptos or- 
dinatorios del procedimiento, deben sujetarse á la ley del pro- 
ceso. Por este motivo la excepción de la non numerata 
pecunia, la de excusión, la (íe dolo y otras semejantes, de- 
ben apreciarse según la ley bajo cuyo imperio la obligación 
tuvo nacimiento (3). 

(1) Asser, núm. 77. 

(2) Foelix, 126.— Massá, tom. II, 712. 

(3) Fiore, Diritto Int. Priy., núm. 291 é 292 
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Para la prescripción liberatoria de obligaciones, opuesta co- 
mo excepción, debe atenderse á esta misma regla, es decir, 
á la ley que rige la obligación. Díaz Covarrubias presenta 
cinco opiniones que deciden este punto, sostenidas por auto- 
res respetables (1): la que se pronuncia en favor de la ley del 
domicilio del acreedor, la de la ley del domicilio del deudor, 
la de la ley del lugar en que deba efectuarse el pago, la del 
fuero de la demanda y, por último, la del lugar del contrato. 
Refuta las primeras y sostiene con buenas razones la postre- 
ra; pero se olvida de que no todas las obligaciones personales 
provienen de contrato, por lo cual la regla que propone es 
ineficaz, puesto que no puede tener aplicación en algunos ca- 
sos. Mientras que la ley que rige á la obligación misma, si 
bien será la del contrato en la mayoría de las veces (2), com- 
prende todos los casos posibles de obligaciones personales. La 
prescripción de cosa es asunto correspondiente al tít. II del 
Libro primero. 

CAPITULO III. 

DE LA PRUEBA. 

La obligación de rendir prueba incumbe á quien la im- 
ponga la ley que rige el fondo del negocio, porque la nattira* 
leza del acto, según la ley á que está sujeto, trae ya ciertas 
presunciones de hecho y de derecho, y la prueba tiene por 
fin destruir esas presunciones (3). 

Para la admisión de los medios de prueba se aplicará la 
ley del Estado en que ha pasado el hecho ó el contrato que 
se trata de probar (4). De modo que si para ese hecho ó 
acto es admisible, en el punto donde se realiza, la prueba de 
testigos, de juramento ú otra que pudiera no ser válida en 
el lugar del juicio, deberá admitirse, no obstante, con las 
restricciones de orden público que esta ley imponga; pero 

(í) Reglas de D. I. Privado, comentario al núm. 889. 

(2) lib. 1.0, tít. nr, cap. I, par. 2 de esta obra, 

3) Asser, núm. 78. 

(4) Código Civil Italiano, Disposizioni, art. 10. 
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no cuando esas restricciones provienen únicamente de inte- 
reses privados. 

Es preciso distinguir entre la admisibilidad de, la prueba 
misma y la forma ó modo de recibirla por los tribunales. En 
lo primero se puede aplicar la ley extranjera; en lo segundo 
sólo SQ aplica la lexfori, porque )&s citaciones para la prue- 
ba, los plazos para rindióla, ll forma de \m iuterrogatoños, 
etc., pertenecen al procedimiento ordinatorio (1). 

Se disputa si la capacidad de los testigos en la prueba 
testimonial y las tacnas, sea materia de fondo ó de forma, 6 
mtjor dicho, á qué ley deberán sujetarse. Lo más lógico 
ea que pertenezcan al fondo, al valor de la prueba misma; 
porque si «e ha celebrado un contrato ante dos mujeres, en 
un lugar en que éstas pueden servir de testigos en juicio, y 
ae tiene que hacer valer dicho contrato en donde no sean ad- 
misibles esas testigos, se suprimiría la única prueba posible 
en aquel caso, admitida en el lugar donde se formó la obli- 
gación, lo que equivale á que la prueba sea desechada por 
completo (2). 

Cuando un medio de prueba esté prohibido de un modo ab- 
soluto y no solamente para el caso de que se trate, entonces, 
aun cuando esté prescrito en la ley del lugar donde pasó el 
contrato, no se puede practicar en el tribunal del juicio (3), 
porque no estando reglamentada esa prueba en el lugar don- 
de se habría de recibir, no serU posible rendirla, y además 
porque sería atacar el orden público y la soberanía de um 
pais ejecutar actos prohibidos por él. Tal sucedería entre 
nosotros con el juramento, que está reemplazado con la pro- 
testa ó promesa de decir verdad (4). 

Los documentos tienen la fueria probatoria y auténtica 

(1) Díaz CoYarrubiaa, negbus del Derecho Internacional Privado, ntlm. 902. 

(3) He aquí la resolución del Instituto Internacional poco ha citado, en s« sesión de 
Zurióh, de 1877. "La admisibilidad de los medios de prueba (literal, testimonial, Jura- 
OMBio, libroa de comercio, «te.,) y su fuerza probatoria, se detorminaa potr la ley dd 
lugar donde pasa el acto de que se trata." 

itLa misma regla será aplicada á la capacidad de los testigos. A. D. J., Toul II, pág- 
151. 

(8) Asser, núm. 80. —Díaz Cov., en el lugar citado antes, opina lo contrario, pero :i 
mi juicio, erradamente. 

(4) Art. 4. ® de las reformas constitucionales de 25 de setiembre de 1875. 
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que les dá la ley del lugar donde fueron formados; pero no 
la fuerza ejecutiva ó ejecutoria (1), porque ésta depende de 
la ley del tribunal donde se presenten, que ordena los trá« 
mites de las ejecuciones en relación con los documento! á 
que les atribuye esa calidad; y lo contrarié acarrearía graví- 
simos inconvenientes, como se hizo observar en el párr. I, cap. 
I, tít. III, Lib. I de esta obra. 



CAPITULO IV. 



D£ LAS COMISIONES BOQATOBIÁS. 

1^ coi^umbre internacional que los tribunales de los di- 
versos Estados independientes se envíen y reciban mutua- 
mente requisitorias 6 exhortos para la práctica de actos ju- 
diciales de instrucción ó informativos. Aunque no haya 
tratadoB que reglamenten la manera de obsequiarlos, el uso 
ha hecho que se cumplimenten con la misma regularidad 
que los del propio país, á lo menos en materia civil. De las 
naciones civilizadas, sólo Inglaterra y los Estados-Unidot se 
separan de esta costumbre (2). 

En todos casos, el tribunal requerido da cumplimiento á 
la comisión, siempre que no se trata en ella de cosas prohi- 
bidas por las leyes á que está sujeto, como por ejemplo, de 
probar un contrato para hacer el contrabando en cualquier 
parte, y principalmente en la nación del juez requerido; de 
una redamación injusta contra el Estado ó de otra cosa se- 
mejante (3). 

Si el exhorto es para la práctica de una diligencia prohi- 
bida, conforme á las leyes del exhortado, tampoco habrá lu- 
gar á ejecutarla, á no ser que estando prohibida en una for- 
ma, no lo esté, modificándola, como cuando se trata de con- 
fesión bajo juramento, que se puede recibir con simple pro- 

(1) Díaz CoT., lugar citado. 
m Fcelix, liV. H, tit. IV. 
(8) Diai OoTarrabias, núm. 9M. 
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testa ó promesa de^ecir verdad, en el territorio de nuestra 
República. 

Gomo puede ser que la declaración de un testigo ó la pres- 
tación de una protesta ó confesión, requiera, para tener 'va- 
lor en el lugar del juicio, en contra de la parte á quien per- 
judique, ser hecha ante un juei d« determinada categoría, 
es necesario entonces que tal materia sea arreglada de an- 
temano por tratados, á ñn de que la competencia exista, lle- 
gado el caso; ó á lo menos, que la ley del juez que expide la 
comisión prevea las eventualidades de una organización ju- 
dicial diferente. 

Si la práctica de la diligencia exige algunos gastos y cos- 
tas, el tribunal requerido no está oblifadó á desempeñarla 
si no se presenta alguna persona encargada de expensarlos. 

No es fuera de propósito trascribir aquí algunas reglas 
adoptadas por el Instituto de Derecho Internacional en su 
sesión de 10 de setiembre de 1877, para que puedan servir, 
á defecto de convenoión expresa. 

'<E1 juez que cohocé de un proceso podrá dirigir exhorto 
á y otro extranjero para la práctica de akjún acto judicial 
en su territorio jurisdiccional, que sea inoispensable ó útil 
para la decisión del negocio que esté bajo el conocimiento 
del primerort. 

'>A1 juez requerido toca decidir de su propia competencia, 
de la legalidad de la requisitoña y de su oportunidad, ti 

"El tribunal exhortado deberá obsequiarla después de cer- 
ciorarse de la autenticidad del documento y de su propia 
competencia rationce máterice. En caso de incompetencia 
la trasmjíirá al competente informando al juez de orígenn. 

"El tribunal ejecutor aplicará las leyes de forma de su fue- 
ro á los actos que se le encomienden, inclvso el juramento, h 
. El art. 334 del Código de Procedimientos Civiles del Im- 
perio alemán, añade: "que aunque la prueba ó acto sea vicio- 
so, por haberle faltado algún requisito, conforme á la ley 
del juez que lo practicó, esa prueba ó acto surtirá todo su 
efecto, si el requisito de que se trata no lo vicia ó nulifica^ 
conforme á la ley del país en donde radica el proceso, n 

El tratado internacional más completo, tanto sobre exhor- 
tes, como sobre competencias y ejecución de sentencias dic- 



tadas en el extranjero, es, sin duda> el celebrado entre Fran« 
cia y Suiza el 15 de junio de 1869; y á defecto de otras re- 
glas se pueden consultar sus artículos para la resolución de 
casos análoffos y para saber hasta dónde puede y debe He- 
gar la cortesía / condescendencia internaciLiles/ 

CAPITULO V. 

DE LAS SENTENCIAS EXTRANJERAS. 

Una sentencia puede considerarse cómo un mandamiento 
de la autoridad judicial, al encargado de llevarla á efecto, 
para que la ejecute; ó como la simple decisión por el juez 
competente de una controversia sobre la existencia de una 
relación jurídica. Con el primer carácter, sólo pueden obe- 
decerse por las autoridades de la misma nación á qu^ el juez 
pertenece. El segundo, puede reconocérseles en todas partes. 

Por lo mismo, para que una sentencia sea ejecutoria, se 
necesita que haya sido pronunciada por los jueces del país, 
ó que ellos la hayan revestido de ese carácter, mandándola 
ejecutar por medio de un auto Hadado pariatia 6 exeq^ia- 
twr. Pero si una relación jurídica ha sido fijada por el juez 
competente, no puede volverse á poner en tela de juicio, des- 
conociendo la jurisdicción con que se resolvió, porque ésto 
equivaldría á desconocer en las demás naciones un atributo 
esencial de la soberanía, como es la facultad de mantener el 
orden piblico resolviendo de un modo pacífico las querellas 
de los particulares. Es decir, equivaldría á oponerse^ á la 
existencia de todo gobierno. 

Podrá, pues, negarse una nación, en rigor de derecho, á 
prestar ejecución airectamente á las sentencias extranjeras; 
pero los jueces no podrán menos de reconocerles el carácter 
de excepción de cosa juzgada, siempre que como, tales se 
presenten en juicio, deniostrándose su autenticidad, y ha- 
biendo recaído sobre puntos de la competencia del juez ex- 
tranjero (1); porque así como no se ofende la soberanía de 



O) niaz Ck)Tarrubia8, núin. 907. 



una nación admitiendo que la ley extmjera se aplique á 
cuestiones de estado j capacidad personales, así no debe 
considerarse vulnerada, concediendo la autoridad de la cosa 
juzgada á las resoluciones que sobre esos mismos puntos ha- 
ya dado el juez competente (1). 

Este es el extracto de la teoría profesada por los princi^ 
pales autores, respecto á sentencias dictadas en asuntos ci- 
viles; pero al pasar al Derecho positivo de las naciones, ad- 
mite algunas variedades. 

En Suecia, Noruega y Dinamarca, se niega todo valor á 
las sentencias extrapjeras, cuando no n^edian tratados. 

En los Países Bajos (2), Portugal y algunos cántenos sui- 
zos (8), se les concede ejecución, mediante una revisión com- 
pleta de los fundamentos y de las pruebas con que se hayan 
dictado. 

En los Estados Unidos e Inglaterra, una sentencia ex- 
tranjera induce presunción del derecho declsirado en ella; 
pero no tiene ninguna fuerza por sí misma, puesto que para 
que produzca ejecución se necesita un nuevo juicio (re-exa^ 
mination) en que se admiten las excepciones de fraude, 
irregularidad y falta de jurisdicción (4), lo que equivale á 
negarle el efecto de cosa jus^da (5). 

Francia, por la Ordenanza de 1629, negaba la fuerza de las 
sentencias extranjeras respecto de franceses, y algunos au- 
tores, respetables, como Fislix, creón que tal es la jurispru- 
dencia vigente hasta el día. Otros, con Demolombe, opman 
que en virtud de los artículos 646 del Código de Procedi- 
mientos, 2,123 y 2,128 del Civil, toda sentencia dictada 
por tribunal extranjero, debe revisarse en el fondo para ^ue 
produzca efecto en Francia; y otros, con Durand, sienten, in- 
terpretando los mismos artículos, que la revisión debe con- 
cretarse á la jurisdicción y competencia del juez que la pro- 
nunció. -^ 



(1) Fioxe,I>iiittoIiitPúb.,tom. I,nüai. 407,odiclóndel8d4. 
Axtíealo 481, CkkUgo de Procftdimiwitoa, 



(S) Axtíealo 481, GikUgo de Pn>oedimi« 
[81 JTonmal de D. I. P., tomo IV y X. 
(4) BouTier, €k>iiflict of Lam^ f onign J 



f onign Jndgmeiits. 

(6) Diaz Govarrabias, núm. 906, coloca también estos países entre los qne reTisan el 
fondo del negodo; sin embargo, lüyier los pone entre los qne solamente examinan la 
competencia, como Bélgica, Alemania, &, 



133 

En Grecia no hay revisión y se ejecuta sin nueros trámi- 
tes, tratándose de extranjeros; pero sí la hay cuando alguna 
de las partes interesadas es regnícola (1). 

En casi todos los demás Estados europeos y Repúblicas 
americanas la jurisprudencia es sujetar á revisión el fallo 
extranjero, á fin de que quede comprobado que se dictó por 
juez competente, y se otorga el exequátur siempre que ha- 
ya reciprocidad por parte del país de que procede y cuando 
no se lesiona el orden público del lugar (2). 

El Derecho Mexicano sobre esta materia está consignado 
en loa artículos 780 y siguientes del novísimo Código de Pro- 
cedimientos Civiles del Distrito» que adopta un tempera- 
mento liberal, pues da á las sentencias y demás resoluciones 
extranjeras la misma fuerza que á las nacioaales, siempre 
que reúnan los siguientes requisitos: I, que hayan recaído á 
consecuencia del ejercicio de acción personal; II, que la obli- 
gación que consignen sea lícita conforme á la legislación 
mexicana; y IIX, que no hayan sido dictadas en rebeldía ni 
en país que se niegue á la reciprocidad (3). 

De Estado á Estado de la confederación Mexicana, aunque 
00 se ha expedido la ley reglamentaria del art. 115 consti- 
tucional, el uso es que las sentencias tengan pleno valor y 
fuersa, como dictadas en el propio territorio, salvo el caso 
de cuestiones de competencia¡[que se deciden por la Supre- 
ma Corte federal, según lo previene el artículo 99 (4). 

Las sentencia^ ó laudos de arbitros, volviendo al Derecho 
Internacional, se ejecutarán en los mismos términos que se 
ejecutan las sentencias de los tribunales, si según la ley del 
lugar en que se dictaron, tuvieren fuerza ejecutoria. Si no 
tuvieren este carácter, serán considerados como contratos (5). 

Los actos de jurisdicción voluntaria deben tener en todas 
partes la misma autenticidad y vigor que en el lugar de su 
procedencia. 

Estos actos son aquellos en que el juez no decide ningu- 



(1) Saripolos, Journal de D. Int. Prlv., tom. VII. 

(2) Véase para los detalles á Bivier en su nota 8 al núm. 80 de Asser. 

(S) Los artíenlos correspondientes del C. de Jalisco, son los 1,600 y aáfni«itM. 

(4) Véase atrás el cap. sobre quiebra. 

(5) niaz CoTarrubias, núm. 908. 
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na controversia, sino que interpone su autoridad para dar- 
les validei. Es más bien una forma auténtica que un acto 
jurisdiccional, j por eso hay tanta variedad entre las nació- 
nes, respecto á los que tengan tal carácter, pues los actos 
que en una parte deben pasar ante un jues, como el protes- 
to de letras de cambio, se ejecutan en otra ante un notario 
ú otro oficial de la administración, sin jurisdicción; y en al- 
gunos no se conocen absolutamente. 

Los actos de jurisdicción voluntaria entran, por tanto, en la 
categoría de las formas solemnes de que ya se ha tratado en 
otro lugar. Baste decir aquí que los nombramientos de tu- 
tor, las emancipaciones, legitimaciones, elevación á escritu- 
ra pública de testamentos, etc., deben respetarse en todas 
partes, si son hechos en la forma que es válida en el país de 
su origen, aunque en el país donde se les quiera hacer valer 
se exija otra forma. 



LIBRO CUARTO 



CONFLICTOS EN MATERIA PENAL. 



CAPITULO!. 

•IDEAS GENERALES Y DIVISIÓN DE LA MATERIA. 

Preciso es reconocer que el Derecho Penal Internacional 
está todavía muy imperfecto, ya que tiene que avenirse al 
modo de ser de las naciones y á los principios generalmeate 
admitidos en las legislaciones positivas. No podría un Es- 
tado proclamar reglas que carecieran de correspondencia y 
engrane con las legislaciones de los otros países, porque ten- 
dría que quedarse sin reprimir algún delito grave, al repu- 
tarlo sujeto á otro tribunal, ó bien no podría obtener la coo- 
peración debida, cuando el mismo Estado se creyese compe- 
tente para juzgar á algún individuo refugiado en ajeno te- 
rritorio. Sin la marcha armónica de la práctica universal, 
se tropieza á cada momento con el inconveniente de iosolur 
bles conflictos y serias complicaciones diplomáticas, que no 
compensarían el bien que pudiera esperarse de una reforma 
arreglada á las conquistas actuales de la ciencia. 
I tHay, pues, que atemperarse á los usos; y como ellos obe- 
decen á antiguas teorías, á preocupaciones arraigadas y á in- 
tereses seculares, es menester admitir competencias contra- 
dictorias llevando las deducciones de una regla hasta un 
punto dado; y de allí para adelante, cuando el absurdo y la 
injusticia se hacen palpables, acomodarse á la regla contra- 
ria por vía de excepción. 
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Haréme más explícito concretándome á algún punto de- 
terminado: se admite el principio de que el territorio en que 
un delito se comete surte fuero respecto de sus tribunales, 
y al mismo tiempo es forzoso convenir que en muchos casos 
tiene un Estado competencia para conocer de delitos come* 
tidos en territorio extraño. Algunas ocasiones no se pre- 
sentará el conflicto; pero en otras, resultarán dus competen- 
cias disputándose á un mismo acusado. Para mayor sencillez, 
supongámonos en el primer evento; todavía resulta que si 
una nación ha de aplicar sus propias leyes á las infraccio- 
nes que juzga, alguna vez tendría que imponer penas por 
hechos que al tiempo de ejecutarse no fueron delitos, porque 
no estaban comprendidos en ninguna ley penal del territo- 
rio donde pasaron, supuesto que la ley del lugar del juicio 
no fué allí promulgada. Castigar á una persona por la in- 
fracción de una ley no promulgada, es una iniquidad que 
Íugna con las nociones más rudimentales de la filosofía del 
derecho. 

Llegados los publicistas alas fronteras de este absurdo, re- 
troceden diciendo, que no se puede castigar un hecho cuan- 
do no sea delito por la ley del país en que se ejecutó. Pe- 
ro no menor inconsecuencia habría imponiendo dos años de 
Erisión al que sólo se hubiere hecho reo de una multa por 
i ley que tenia obligación de obedecen de todos modos, se 
aplica un precepto que no*rígió al acto cuando tuvo su ve- 
rmcatÍTo. T si cada nación impone sus leyes y sus penas, des- 
entendiéndose de las que las demás hayan aplicado al mis- 
mo acto ó individuo, no hay seguridad para nadie en este 
mundo, ni es posible viajar, porque se caminaría bajo la ame- 
naza constante de castigos inesperados por hechos que, sien- 
do inocentes en su nacimiento ó habiendo sido debidamente 
purgados, se pueden, en lo futuro, convertir en reatos jamás 
extinguidos ni prescritos. 

La jurisprudencia internacional tiene que ir por este ca- 
mino, mientras el Derecho Penal no se uniforme en su par- 
te sustancial, y mientras la policía correccional de las nacio- 
nes no se equilibre, para que haya una cuasicertidumbre de 
que con la represión territorial quedan garantizados los de • 
rechos del individuo en todas partes. Entonces, el prínci- 
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pió de la territorialidad de la ley penal no snfrirá más ex- 
cepciones qne la de los delitos puramente políticos y la dé 
aquellos que »óU} interesen á la entidad social ofendida, jpüelí 
para los demás bastará la solidaridad internacional interesadla 
en reprimir en todas partes las mismas faltas con ' 1» únicé^ 
difenncia de las circunstancias accidéntale* de los hechos^ 
que en vez de perjudicar, favorecería grandemente á la moí- 
ral y al desarrollo armónico de los Estados; ' • * 

Él estudio del Derecho Internacional en esta patte, de'bfe 
liniitar<íH, por consiguiente, á fijar y rectificar aqiiellos prin* 
cipios filosóficos del Derecho Penal que tienen frecueíitc é 
íntinií^roce C(hi las necesidades internacionales, y 4 exóoneV 
las reglas más generalmente admitidas, llevándolas paratét 
lamente en las aplicaciones prácticas, y combinándolas dé 
manera que se salven flagrantes contradic«ione«5';es decif^ 
se n< c« sita indii^ar ha»ta dónde se pueda -^exlttndüv e)Mm|g^ 
río de una, cin exclusión de otra. " * 

El Dt'rechf» Público arregla las relaciones dé las ahtorídj^ 
des entro si ó de éstas con los particulaiies; por .can8Ígn{4»ii^ 
te, en cada Estado, sólo puede tener vigor el Derecho Pibl»- 
co nacional, porque es el único que tienen iacultad dé apla- 
car sua empli ados, iel cual no se puede alterar, mezclar 6 
derogar con el que otro gi>bierno dicte. ' . « ' « 

Hay qne tener presente, además que la ley penal, ánique 
se haya expedido para reprimir delitos del or<ilen .prÍTafifA^ 
tiene por objeto, no sólo la reparación de los perjuicios s^ 
gnidos al ofendido, sino imponer un verdadero castigo, j^ara* : 
apartar á l<»s d* más de entregarse á aquelk a desérdenes; 
mientras que la ley civil no tiene más objeto i.; ue/eglú men- 
tar la propiedad y stisam xos. La primera es de Derecho PA* 
blico, aunque algunas v^'ces su violación afecte' polo 'inter^* 
ses privados, e» mo sucede cuando se comete eií el extranjd^ 
ro un delito contra particulares nacionales; la segunda c^ar 
OfdinarÍHmentede Dt recho Privado, porque eij roda ley en- 
tran dos elementos: un interés particular que tienda' á ga- 
rantizar casi sit mpre. y el interés público Cuando el pri- 
mero predomina ha^ta el punto de hacer imperceptible a| 
segundo, como en las leyes que arreglan el estado personal^ 
Ee les puede admitir un efecto extraterritorial por la nacióla 



donde 36 ejecutan, en obsequio de la persona á cuyo benéfi- 
co ban fiido dictada», y por eso la siguen y protegen en to^ 
^aa partes, á lo méttOB mientras no ofenden el orden público 
/del. tugar donde seiapliquen. 

«: En las leyes penales el elemento del interés social es el 
¡predominante por lo regular, pues con excepción de los de- 
litos privados (1). la represión y castigo de éstos, en el terri- 
4i#rio donde se cometen, es de intei^s público. No sería con- 
í^riñe al ri^r.^e Ibs principios filosóficos atribuir eztrate- 
fntovialidaa á Ik l!lE>y penal por la nación que la expide ó por 
^^^raii^erp se fe da aljs^unas veces por la que la expide, su- 
.l^uesto el estado todavía imperfecto de las relaciones interna- 
«q^oQáles que no presta garantías absolutas de que Ms delitos 
-¿i^epQijudican auna nación o á sus miembros, sean debi- 
^laa^njte.reprniE^dQs en aquella donde se hayan ejecutado. 

Mas la nación que no expide la ley penal, no puede concQ- 

4érfer 'efecto éb su territorio, porque no existen los mismos 

«lofeitos por una. que por otra parte. Por eso los jueces de 

^uEÉtacte, aun en el caso de juzgar y seutenciar por delitos 

perpethides fuera del territorio, no. pueden aplicar leyes ex- 

¿tr^s|»rftS| imponiendo otras penas que las que les permite 

imponer. el. Estado que los ha constituido, Las autoridades . 

*nff^ti&aÚKL más.atribucion€ss que las que les encomienda la 

^ti^griie que dependen, á diferencia de los particulares, que 

.pueden hacer todo lo que la ley no les veda. 

^i. Es. ficilisrio que todo Entado tiene derecho á imponer pe- 

^üas por Iqs actos ejecutados dentro ó fuera de su territorio, 

•que de alguna mattej*a alteren el orden ó que perjudiquen 

i las.persona^ que á él pertenecen, porque todo ser tiene 

derecho á proveer á su propia conservación. El único juez 

4Sbmpetente para decidir cuándo se altera el orden de un Es- 

>tado, es, sin disputa, el Estado mismo por medio de sus fun- 

.eionaríos á quienes su constitución encargue esa facultad, 

isomo que las naciones, no reconocen otro juez ó tutor sobre 

la tierra. Aunque el S3utimiento de la solidaridad de las 

l-J_. 

•' (1) BeabneíAe no hBj dditos "privados :it pero se da este nombre á los que no se 
* |)ersigaen ouando no hajr querella ó media perdón del ofendido; porque entonces así 
^conviene inás ala sociedad pam evitar escándalos, prolongados pleitos y odiosas ven- 
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naciones haga esperar que las unas vigilarán por el bien de 
las otras, el derecho que de esa obligación se deriva es im- 
. perfecto, por no estar suficientemente garantizado para el 
ofendido. 

Esta y otras razones de igual peso inducen á admitir que 
el Estado ofendido se reserve el derecho de castigar á esos 
criminales cuando entran en su territorio, y que aun se le 
permita en algunos casos hacer uso del recurso de la ex- 
tradición. 

Se vé por lo expuesto, que los conflictos en materia de De- 
recho Penal Internacional pueden provenir con motivo de la 
competencia de jurisdicción para castigar los delitos, y que 
ésta se origina: por razón del territorio en que se cometen ó 
porraz>n do la naturaleza del hecho, y de los males que 
causa Trataré, por consiguiente, de este punto, después 
lo relativo á extradición y, por último, sobre el valor y efec- 
to de las requisitorias, sentencias y condenas dictadas ó su&i- 
das eii país extranjero. 



CAPITULO II. 
De las competencias. 

§ I. 

Delitos cometidos dentro del tebritorio. 

La regla general es la que he anunciado hace poco; á 
saber: que toda nación tiene derecho de expedir leyes pe- 
nales j ara que se apliquen por medio de sus jueces á todos 
los hechos que pasen en su territorio, castigando á los que 
las infrinjan (1). 

(1) En las naciones cristianas, la penalidad es una misma para nacionales y ez« 
traineros, con raras excepciones f muladas en la naturaleza misma de los hechos, 6 en 
la circunstancia de que Hiendo extianjeros sus autores, tengan m&a 6 menos gravedad. 
En As'a no tuc jde así, pue-i eu casi todos los países de aquel continente se Juzga á lo» 
da fuera por leyes especiales. 
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Se consideran cometidos dentro del territorio los delitos 
que se realizan en alta mar á bordo de buques nacionales; 
los que se verifican en los navios de guerra de la nación, 
aunque estén en las aguas jurisdiccionales de otro Estado; 
los perpetrados á bordo de buques mercantes extranjeros en 
las aguas jurisdiccionales de la nación de que se trate, siem- 
pre que alteren la paz pública ó tengan trascendencia en el 
territorio donde se encuentren dichos barcos. Aunque los 
que se ejecutan en los buques de guerra, sj hallan material- 
mente en el mismo caso, se acostumbra remitirlos á la juris- 
dicción del soberano de su bandera, por cortesía y conve- 
niencia internacional. 

No se necesita procedimiento de extradición para la cap- 
tura de un presunto criminal refugiado en buque mercante 
extranjero, y basta que la autoridad local excite al capitán 
para la entrega y que éste se niegue ó ponga algún pretex- 
to, para que se considere justificada una visita y cateo del 
barco (1). 

En buque de guerra se necesita la extradición, excepto 
el caso de que el capitán abusando de sus prerrogativas fa- 
vorezca á revoltosos que atenten contra la seguridad del Es- 
tado, asegurándoles la impunidad ó el éxito de las maquina- 
ciones que desde allí sigan tramando, dirigiendo, por ejem- 
plo, las conspiraciones de tierra ó cosa semejante pues en 
estos casos la autoridad local puede reclamarlos inmediata y 
perentoriamente, y si el capitán se resiste á entregarlos pue- 
de ser tratado el buque como enemigo, puesto que se ha 
permitido actos de verdadera hostilidad (2). 

Los deitos cometidos por agentes diplomáticos, sus em- 
pleados y familiares, se reputan hechos en el territorio del 



El Cijdigo chino, al tratar de esta materia, se refiere á tres estatutos suplementarios 
relativos á delitos cometidos por extranjeros. (Código Penal ch no, traducción espa* 
fióla de Bravo, Madrid, 1884, División I, sección 97.) 

Sin embargo, los curope s y americanos en China, no siempre son juzgados por las 

leyes y tr bunales del Imperio, sino por los de su propia nacionalidad, sea en virta 

de tratad(», ó por un verdadero abuso apoyado en la fuerza, abuso c.ue también t'ene 

su razón de ser en la inhumanidad y falta de justificación conque en aquellas regiones 

se trata á los extram'eíos, cuando no son protegidos por su gobierno. (Puede Tjrsosobr^ 

este particular el Apéndice IX al Código antes citado. 

Fiore, Derecho Internacional Penal, núro. 16, 
Dallpz, Bepertorio, Palabra "Droit naturel,** núm. 81. 



(2) 
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soberano á quien sirven. Antiguamente se exageraba esta 

1)rerrogativa de una manera incompatible con la soberanía 
ocal; pero la tendencia internacional de esta época, es á res- 
tringirla como una mera gracia del gobierno ante el cual es- 
tán autorizados, limitándola hasta donde lo exige la razón de 
su existencia, que es asegurar á los Ministros una completa 
independencia y libertad para el ejercicio y cumplimiento 
de la alta misión que les está confiada, la cual pudiera in- 
terrumpirse con la maliciosa imputación de algún dslito, 
comprometiéndolos en un proceso criminal de los que traen 
por consecuencia la restricción de la libertad. Fiore emite 
la opinión de que para los delitos comunes de un Ministro 
diplomático es competente la justicia local, aunque debe de- 
ferirse á la extradición pedida por el soberano á quien re- 
presente (1). Pero Bluntschli opina que en ningún caso 
está sujeto á la soberanía local, aunque en circunstancias 
extremas haya derecho de arrestarle, remitirlo á su sobera- 
no (f exigir la reparación de los males que el Enviado haya 
causado (2). Esta parece ser la práctica usual. 

Los jueces locales son competentes para conocer de los 
delitos cometidos en las casas de los Ministros extranjeros, 
por otras personas distintas de las exceptuadas ó aforadas: 
la prerrogativa de que éstos disfrutan es personal y no por- 
que sea cierta la ficción que se hace comunmente de que los 
palacios de los embajadores sean un territorio extranjero. 
Los criminales refugiados en esas casas deben ser pedidos 
con toda urbanidad y por los conductos establecidos; pero en 
casos de fuga, al ser perseguidos por la policía, y cuando de 
no aprehenderlos luego, se siga algún escándalo ó perjuicio 
á la buena administración, opinan algunos que la autoridad 
judicial ó administrativa puede reclamarlos y aun proceder 
á una visita domiciliaría (3). 

El lugar que ocupan los ejércitos en campaña ó de paso 
por terrítorío extranjero en un campamento, se considera 
sometido temporalmente á la jurisdicción de sus leyes y je- 
fes, á fin de que éstos puedan conocer de todos los delitos que 

• O) I>«recho Penal Internacional, núm. 25. 
(1) Derecho Internacional codificado, núms. 145, 143 y 214. 
(t) Calyo, Derecho Internacional, parr. 588 y aig. 
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afecten á la seguridad y disciplina de dicho cuerpo, cometí- . 
dos durante su permanencia; aunque esa jurisdicción ees» 
cuando el criminal se hubiere escapado de su acción, pudien* 
do muy bien ser castigado después por los jueces locales, sin 
haber lugar á la extradición (1). 

Algunas naciones europeas y los Estados Unidos han con- 
seguido de los países asiáticos ó no cristianos, el derecho d» 
ejercer una jurisdicción excepcional en las causas civiles y 
criminales de sus subditos residentes en estos lugares, por 
medio de cónsules y agentes establecidos al efecto j&to. 
apenas se justifica por las pocas ó ningunas garantías que 
esos pueblos atrasados pueden ofrecer á los extranjeros. 

En cuanto á los delitos continuos, ó comenzados en un paí« 
y terminados en otro, pueden de ellos conocer á prevención los 
jueces de ambos territorios (2); pero sería inicuo que unsk 
vez penados en un lugar los responsables de dichón delitOB, 
estuvieran expuestos á otro nuevo castigo, sin abonárseles par 
lo menos la primera condena. 

Cuando el criminal se encuentra en otro territorio distin- 
to de aquél cuyos j^ueces tienen competencia preferente ó 
privativa para castigarle, se puede ofrecer la extradición, y 
en caso de no ser aceptada, desterrar al delincuente, ó jun- 
garle por las leyes locales (3). 

Se ofrece aquí la siguiente importante cuestión: ai uns^ 
persona, después de haber perpetrado un delito en nuestro te- 
rritorio se refugia en otro país, donde es perseguido y castiga- 
do por él, y alguna vez vuelve al suelo donde delinquió ante» 
de prescribirse la acción criminal, ¿podrá ser juzgado de nue- 
vo y castigado por aquella misma infracción? En mi sentir 
debería admitírsele la excepción de cosa juzgada, y en úl- 
timo caso, sólo aplicársele el exceso de la pena que le faltase 
cumplir, conforme á la ley territorial, restando la que se le 
hubiese abonado en otra jurisdicción; porque el fin de la ley 
local está igualmente satisfecho, si el criminal sufre su peiMb 
en un país ó en otro: el escándalo de la impunidad desaps- 



(1) Faustin — Helie, Inst., Crim. tom. II, párr. 126. 

(2) Esta es la jurisprudencia casi uniT«rEa]; y nuestro Código la ettable3« en tu Mrt. 

186. 

(8) Código Penal italiano art. 9. 
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rece con la prueba de la cosa juzgada; y sobre todo, el prin- 
cipio non bis in idem, en mkteria criminát es abiolüto^ ¿i' 
mo basado en la equidad natural (1). . i* 

§ 11. . ' I 

DELITOS COMETIDOS FUERA DEL TERRITORIO. . * ♦« 

Hasta ahora no han podido ponerse de acuerdo loa crimi- 
nalistas acerca del verdadero fundamentó dej derecho de cas- 
tigar, y se asignan á las penas varios fines. Según él sistéAia 
á que un autor se inclina, y el fin ó fines que estima eséñciaí^ 
les ó preferentes, así decide en qué casos tienen las ñacicAiéa^ 
derecho para reprimir los delitos perpetrados fíiefa. déj't^í^ 
rritorio. 

Los más avanzados, como Beccaria (2) y Carrara (3)» (flpi"^ 
nan que un Estado debería tener derécjio á castimrá lóil 
delincuentes que caigan eñ su poder, por -todos lós ^litoiTOC 
que se hayan hecho reos en cualquiei^ territorio, porqtie 
interés deja observancia de la inórial debe ser solidario ^ '^ 
castigo debe imponerse, no por razón del mial que uií EletádSP 
ó sus miembros hayan experimentado, sino por el escáiidblif 
que causa el ver impune aun criminaJ que, aunque eñ ótírf 
región, se ha hecho reo de los delitos que la ley locaí r¿'|^ 
pnme. . - <, • 

Los juristas ingleses afirman lo contrario, esto es, que el 
dominio de la ley penal no sale del territorio^ y poF Iq míaí;' 
mo, que en ningún caso son punibles los delitos cometüabs'ctf 
el extranjero por los nacionales; ó ádmitfeii rarísimas excepr-' 
cienes (4) guiados por el principio utilitario, qtie es-labáSé 
de su legislación penal. . ^i 

El primer extremo parece falso, porque confunde las' no--» 
ciones de Moral y de Derecho, y los fines de la socié<Ja(i'cÍP 

t 

(1) Véase Bonfils, De la competence, núm. 877. • 

(2) Delitos y penas, par. 35, cap. £.<> 
(8) Programma, par. 1,058. 

(4) Story, Conflict oí Law», pir. 623. Philimore, InUmational Iaw, voL 17, pár.f 
078. 
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%áii con él de la sociedad y culto religiosos. La Religión y 
la Moral arreglan todofi los actos del hombre para que coa* 

X8U últii^o fin. El Derecho solamente se ocupa de las 
iones externas de los hombres entre sí. Confundiendo - 
«e el objeto del Derecho^ con eh de la Moral,- se confunden 
iambién las atribuciones de la autoridad civil con las de la 
autoridad religiosa y se llega á la tiranía de la conciencia 
ppr^a primera, 6 ¿la falta de un criterio pi-áctico para juz* 
gáir de las o]t>lig8'CÍones civiles por la segunda, es decir, á la 
affcarquía y disolución del gobierno. 

* ^ Ea cierto q.ue la pena ha de ser moral iza dora, porque el 
otéete d^ Derecho no debe ser opuesto al de la Moral; pero 
VOma el fin de ésta e^ más complexo se pueden bien cum- 
plir las prescripciones del Derecho, faltando todavía á las de 
*la Moral; mientras que no se puede satisfacer íntegramente 
¿ I^ ley moral, sin haber obsequiado todas las prescripciones 
jurídicas. 

'. ! La ley penal civil (1). debe proponerse la conservación de 
kpk. sociedíid civil y garantizar los derechos de los asociados, 
fin aponerse al fin último del hombre; pero de no oponerse á 
^Lpa'Cpsa, á tratar de obtenerla, media una gran* distancia; 
V' por eso, tí la Iqy penal no debe desentenderse de uno de 
fos" elementos esenciales del delito, que es la intención, y del 
objeto moral de la pena, que es la reforma ó rehabilitación 
del culpable, no atiende á ellas únicamente sino que, para 
fa apreciación del delito, considera el mal causado exterior- 
B^enté; y pana la regulación de la pena, se fija en la repara* 
9lón á la sociedad y al ofendido aunque no desatendiendo la 
rehabilitación moral del agente, hasta donde sea posible sin 
peijuicio del bien común. 

El sistema penal que tiene por base únicamente la repa- 
' facióa y expiación del mal moral causado por el delito, es el 
dé lós que predican la extraterritorialidad absoluta' de las leyes 
penales para aplicarse á extranjeros y regnícolas, que hubie- 
- ren obrado contra su contenido en cualquiera parte del mun- 
do; pero no se explican satisfactoriamente loa motivos para 
poderse exigir en todo caso el cumplimiento de leyes no pro- 

<1) Diga <*civi]«*i 43n contraposición de "religiosa." 
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mulgadas, respecto de las personas á quienes se aplican, ni 
se cohonesta de ninguna manera, la violación dQ este prin- 
cipio del Derecho Natural, reconocido universalmente. 
: En cuanto al extremo opuesto, de la territorialidad exclu- 
siva de la ley penal, que se apoya en el sistema utilitario es 
antipático desde su primera enunciación. Los que lo pre- 
l^onan usan de un sofisma confundiendo las ideas de útil y 
de buenOj al defenderlo especulativamente. TJtil es lo que 
trae el bien, lo que conduce á él. Lo útil es el medio y lo 
bueno es el fin. Hay, pues, inconsecuencia en proponerse lo 
útil como fin, cuando encierra esencialmente la idea de me- 
dio ó de instrumento para conseguir algo. 

Afortunadamente no hay necesidad de refutar el sistema 
utilitario para poder asegurar que la acción de un gobierno 
puede extenderse algunas veces al castigo de los delitos co- 
metidos fuera de su territorio, pues los mismos jurisconsultos 
ingleses que afirman qu^ay motivo para castigar al ladrón 
que viene á nuestro suelo á gozar del fruto de sus rapi- 
ñas, ejecutadas en país extranjero, creen que la presencia de 
tal hombre no es nociva, sino favorable á la riqueza pública 
del país donde se refugia. Toda la dificultad estribaría en 
hacerle* comprender que los intereses de la humanidad y de 
las naciones son solidarios en favor de la justicia y de la mo- 
ralidad: que el escándalo de la impunidad de un delito gra- 
ve, aunque cometido en el extranjero, desmoraliza á los que 
la presencian y los excita á obrar del mismo modo, confiados 
en el bienestar que alcazarán con sólo trasladarse á otro 
país. 

Además, que aunque así no fuera, no puede considerarse 
á los Estados como grupos 6 campamentos de enemigos dis- 
puestos á favorecer los unos á los malhechores de los otros, 
porque la sociedad humana sería imposible. 

Seguiremos, pues, el término medio, que consiste en sentar 
como regla general que una nación tiene competencia ex» 
elusiva ó preferente respecto de los delitos que se ejecutan 
•n su territorio; pero que también la tiene en algunos casos 
en que el delito se comete en otro país, cuando así lo exija 
el derecho de propia conservación ó lo sugiera la soUdaridad 
de intereses que debe animar á Io3 diversos grupos que for- 
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ma la humanidad, y para que no sean holladas impunemen- 
te la justicia y la moral, que son el fundamento de las ins- 
tituciones sociales, aunque salvando, en todo caso, la equiiad* 
natural hacia el presunto reo. 

Este partido es tanto más aceptable, cuanto que á él se 
inclina la generalidad de los criminalistas é intemacionalis- 
tas, y es conforme á las legislaciones de la mayor parte dé- 
los Estados, inclusa la nuestra, ya que consignan la compe- 
tencia de los jueces nacionales para varios delitos cometidos' 
en el extranjero, mediante el cumplimiento de algunos té- 
quisitos que legitimen la justicia de la excepción, acomodán- 
dola á los usos, necesidades y aspiraciones de cada paía 

Los delitos puramente políticos 6 contra la forma de go- 
bierno y cambio de su personal, como no son considéradoB 
delitos por lo regular sino en el país á que ese gobierno per- 
tenece, no podrían ser castigados en otra parte, aunque «a. 
ella pasen los hechos constitutivos de la infracción ó conexoíi 
con ella. ' ^ 

"El derecho de asilo en caso de crímenes políticos es sa-* 
grado, dice Geyer; porque si se quisiese castigar ó entre^Étr 
al delincuente, sería necesario decidir antes, si el gobierno y 
la constitución atacados son legítimos, lo que traería compfi^; 
caciones internacionales: el tribunal sería incompetente para 
resolver esas cuestiones, ni tendría posibilidad de hacerlo, p<ftr 
falta de los datos y elementos necesarios.. 1 (1). 

»»En efecto, agrega Fiore, estos delitos no acusan em sus 
autores un ánimo perverso sino que más bien re&ultán del 
espíritu de partido y de los sentimientos políticos.? (2) 

Que la humanidad no ve con horror los hechos calificados 
de delitos por el partido político triunfante y contrario al 
de sus autores, se demuestra con que siempre se ha dispen- 
sado asilo á los perseguidos por esa causa, y con que los tra- 
tados de todas las naciones civilizadas consignan el principio 
de no extradición por delitos políticos. 

Pero como es forioso admitir que un gobierno, ó más bien 
dicho, un Estado, tiene el imprescriptible derecho de pro- 



(1) Enciclopedia de Holtzendorff, año de 1170, pif. 540. 

(2) Fiort,' ob. eit., núm. 865. 
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veer á la conservación de sus instituciones, también debe con- 
cluirse que puede castigar á los que se hagan reos de esos 
atentados. 

No queda, en consecuencia, otro recurso á las naciones y 
gobiernos ofendidos, que aplicar ellos mismos el condigno 
castigo á esos delincuentes, cuando lleguen á pisar el terri- 
torio que está bajo su jurisdicción. 

Caen, en segundo lugar, bajo la competencia extraterrito- 
rial los delitos que, en el ejercicio de sus funciones, cometen los 
agentes de cualquiera especie, como cónsules y pensonas que 
admiten cargos de una nación para desempeñarlos en otra, 
porque aunque el hecho materiifl que constituye estos delitos 
y los de que hablamos en los párrafos que preceden, se veri- 
fique en otro Estado, el daño se causa en el territorio mismo; 
tales son los prevaricatos, concusiones, peculados y extralimi- 
tación ó abuso de facultades, cometidos por los agentes de una 
nación en otro territorio, en el ejercicio de su encargo. Se- 
ría muy impropio atribuir jurisdicción á un juez txtraño que 
no tuviera los datos necesarios para estimar su gravedad, ni 
conociera las instrucciones violadas, &, para juzgar de tales 
hechos. Por otra parte, algunos de ellos no tendrían el ca- 
rácter de delitos en el lugar de su comisión, porque no sien- 
do contra el Estado en que se juzgaran, sólo se concediera 
acción civil para la reparación del mal causado; y por úl ti- 
Bao, porque vendría á constituirse á esa otra nación, juez en- 
tre la directamente ofendida y sus subditos. Paréceme que 
la sola indicación de esta razones, el consentimien#) unáni- 
nie de los pueblos que así lo practican, y el de los autores 
gue acordes lo enseñan (1), bastarán para convencer de la 
justicia de la excepción. 

Se da también extraterritorialidad á la ley penal de un 
Estado, por motivos muy semejantes, para castigar aquellos 
delitos que, sin ser de un carácter político, atacan al Estado 
mismo, como son los de falsificación de moneda, sellos, bille- 
tes de banco y todo género de documentos públicos de un 
país. En estos casos puede haber lugar, aun á la extradición 
por parte del Estado ofendido, cuando así lo digan los trata* 

XI), Fiore, ob. dt., núm. 7S. 
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dos respectivos, porque aunque constituyan un delito común 
toenado por las leyes del territorio en que se hayan cometido, 
jamás podrá negarse la competencia del Estado lesionado 
para aplicar su propia jurisprudencia, al menos en el caso de 
ser en él aprehendidos ó encontrados los delincuentes (1). 

Se comprende perfectamente que la nación ofendida es la 
que mejor puede apreciar el daño causado, para aplicar la 
pena más oportuna, en ejercicio del derecho de propia con- 
servación; si bien pueda tomar en cuenta, consultando á la 
equidad, la condena que hubiese sufrido el reo, en virtud de 
sentencia anterior sobre el mismo hecho. 

El delito de piratería y trata de negros perpetrados en 
alta mar. hac » competentes á los jueces del lugar donde son 
hallados los culpables, tanto por ser estos crímenes contra el 
Derecho de gentes como porque el sitio en que se verifican 
es común á todas las naciones. 

Eií cuanto i los delitos cometidos contra particulares, co- 
mo este puuto está íntimamente relacionado eon la extra* 
dicióu, depende de la amplitud que se dé al derecho y o- 
bligación de hacerla, la competencia que corresponde á loe 
tribunales de un país. Efectivamente, si hay derecho de 
ofrecer al crimin<ftl, y seguridad de que será castigado en el 
lugar donde perpetró el delito, no habrá motivo para reser- 
var una competencia contradictoria á favor de la nación 
donde accidentalmente se encuentre el inculpado. 

Pero <i§mo no siempre se puede contar con que los delin- 
cuentes que se refugian en otra nación sean entregados, 6 
que ésta los castigue debidamente cuando le sean consigna- 
dos, preciso es recurrir á otra jurisprudenci;^, según los paí- 
ses y los delitos de que sd trate. 

Cuando los delincuentes llevan á otra nación el fruto de 
8US rapiñas, ó siguen de cualquier modo aprovechándose de 
los efectos de su crimen, no puede menos de admitirse que 
sean castigados en este ultime lugar, porque hasta cierto 
punto han seguido cometiendo el delito en este otro terri- 
torio. 



(t) Código penal Mexicano, art. 184.— Buccelati, Ossenrazioni al Progetto dt Godi* 
oe pénale. 
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En los crímenes que afectan los derechos de familia, como 
la bigamia, el adulterio, la exposición de parto, etc., aunque 
perpetrado» en otra región por los nacionales, se castigan 
en el país de la nacionalidad, conforme á sus leyes, porque 
éstas rigen la persona en sus derechos y obligaciones de fa- 
familia, y es preciso que se aplique con todos sus accesorio! 
y consecuencias (1). 

Cuando, aunque existan tratados de extradición con la 
nación q^ue fuera competente por razón de la bandera ó del 
territorio en que se perpetró el delito, ésta no pudiera tener 
lugar por algún motivo, también se ha atribuidt) jiiriFdicción 
á los jueces del país donde sea llevado el criininal. Un jem- 
plo para aclarar esta doctrina pone Fiore en el caso de la 
sublevación ocurrida en el navio llamado la ..Crit/lla,.» en 
que algunos esclavos asesinaron al capitán y á otras persv)nas 
de la tripulación. La Inglaterra conoció de este delito apli- 
cando sus leyes, porque de. haber accedido á la entrega de 
los culpables, habrían vuelto á la esclavitud, después de ha- 
ber sido juzgados y castigados por su participio en el asesina- 
to: caso en que está prohibida la extradición por la ley bri- 
tánica. 

Lo que se deduce de la comparación de varios códigos y 
de las doctrinas apuntadas en el capítulo anterior, es que los 
delitos cometidos en otro territorio contra particulares, sean 
justiciables, cuando se cumplan las circunstancias siguientes: 

I Que sean cometidos por ó contra nacionales. 
IL Que el inculpado se encuentre en la naciju de que 
se trata. 

III. Que éste no haya sido juzgado y castigado en otro 
país por el mismo delito. 

IV. Que el hecho de que se le acuse tenga el carácter de 
delito en donde se haya verificado, y que no merezca so- 
lamente una corrección ligera por parte de la legislación que 
se trate de aplicar (5). 



(1) Mancini, Belazioni. 

(2) No cito aquí loa diferentes eódigos y leyes que adoptan estos principios, cob 
mác 6 menos alteraciones, porque serla un trabajo muy largo y de poca utilidad. 
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El Código mexicano requiere la queja de parte legítima 
cuando se trate de reo nacional (1). ' 

El Código italiano (art. 9), dispone que se consigne al reo 
extranjero al gobierno del lugar donde cometió el delito y 
sólo en caso de negativa para recibirlo, se abra el juicio en 
Italia. 

Algunas legislaciones exigen la reciprocidad cuando la 
parte ofendida sea extranjero. 

La jurisdicción para castigar los delitos cometidos por un 
pacional, proviene de que á la ley violada se le dá efecto ex- 
traterritorial en los casos que ella misma determina, respec- 
to de los individuos que están obligados á. guardarla por loi 
vínculos de sujeción á su patria que conservan en el exte 
rior, si bien no pueda hacerse efectiva la pena hasta qui 
vuelvan á su país. 

En todo caso, la competencia para conocer de delitos eje- 
cutados en el extranjero es subsidiaria ó supletoria, pues I» 
jurisdicción territorial es la principal y preferente: de aqui 
proviene el que no se pueda repetir el juicio que se h* se- 
guido en el teatro del delito y que no se acceda á la extra- 
dición, sino en el caso de prevaricato de ios empleados de la 
nación que la solicita; y también que se debería otorgar &• 
ta, tratándose de nacional lo mismo que de extranjero, que 
hubiesen violado la ley penal del país de la residencia. 

La mayor parte de las legislaciones dan, sin embargo 
competencia absoluta á sus jueces para conocer de luí delii 
tos cometido» por nacionales en el exterior; pero ésto reco- 
noce por origen la preocupación casi general de que no debe 
consentirse en la extradición de los paisanos, á pesar de que 
como veremos adelante, tal preocupación es contraria á 
los principios de justicia, á la conveniencia internacional, y 
aun á la de los mismos inculpados, porque la defensa no po- 
drá probar sus excepciones lejos del lugar donde se dice 
perpetrado el delito, y donde pasaron los hechos relativos. 

Solamente los Estados Unidos y la Inglaterra, han decla- 
rado que no castigarán á sus nacionales que delincan eu el 



! 
(1) Art. 186. Igual cosa exige la ley francesa de 27 de junio de 1866. 
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eictranjero (1), al mismo tiempo que no consienten jen «u ex- 
tradición cuando les son reclamados; pero tal conducta pro- 
yiene de que testas naciones han puesto úoicamente por 
punto de mira, á »u legislación y á su política, un refinado 
mercantilismo, ó sea la utilidad material inmediata. 

El castigo dt'l extranjero que ha dañado á un nacional, se 
justifica Con que todo Estado debe á sus subditos ausentes 
una protección eficaz, en justa correspondencia al vínculo de 
sujeción que el nacional conserva en todas partes hacia su 
patria. Si se admite que éste es punible por contravenir á 
las leyes de su nacionalidad, y se da á la ley penal de la pa- 
tria un effctó extraterritorial en sentido adverso, lógico es 
concedérselo también en el sentido favorable. La protec- 
ción puede impartirse excitando al gobierno respectivo para 
que castigue al culpable- y lo estreche á cubrir las respon- 
sabilidades civiles consiguientes. Cuando el criminal se en* 
cuentra al alcance del Estado á que el ofendido pertenect, 
se podría proponer la extradición; pero cuando ésta no se 
acostumbra ó no se acepta, no queda otro recurso que im- 
poner directamente al extranjero la pena debida. Verdad 
,que es difícil justificar la aplicación de una ley penal á que 
no estaba sujeto el delincuente; pero se puede decir que, 
por Derecho Natural, todo malhechor se hace acreedor á una 
pena, y que al entrar voluntariamente al territorio del 
Estado del ofendido, acepta las consecuencias de la legisla- 
ción penal de ese Estado (2). Infitil es, por otra parte, re- 
petir que esta práctica estriba principalmente en el estado 
defectuoso de la civilización actual del mundo y de las re- 
lacií»nrs internacionales; y por consiguiente, basta que los. 
razonamientos patenticen la conveniencia del hecho, dado el 
•upu^'Sto de la imp »sibilidad de aplicir un sistema más ri- 
gurosamente filosófico de penalidad internacional, con ente- 
ra uniformidad en todas las emergencias. 

Algunr)S Estados, en el caso de que nos ocupamos, aplican 
la legislación más favorable aireo, siguiendo el principos 
jurídico de que en materia penal debc;u resolverse todos li o 



(1) Díaz Covarrubias, reglas de Der. Int. Priv., núm 912. 
(1) Ortolan, Droit Peaal, núms. 904 á 018. 
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casos que ofrezcan alguna duda, del modo más favorable al 
reo. In pmnis benignior est j^nterpretatio facienda (1). 

§ III. 

COMPETENCIA ENTRE LOS ESTADOS DE LA FEDERACIÓN. 

Diré fín á este capítulo con algunas reflexiones sobre los 
conflictos que puedan presentarse entre los diversos Estados 
de nuestra República. 

En primer lugar, se nota la falta de una ley federal que 
"marque las reglas de competencia en materia criminal, por* 
que la» que pudieran establ^-cerse en los códigos de un Es- 
tado, no tendrían fuerza obligatoria en otro, y sólo se apli» 
carian en cuanto se quisiera atenderlas por cortesía ó por el 
valor que se diera á la razón en que estuvieran fundadas. 

En segundo lugar, no podiían aplicarse las reglas de De- 
recho Internacional, porque como se ha visto, la mayor par- 
te de ellas tienen por origen la inseguridad de que se im- 
ponga al delincuente la debida corrección en otro país; mien- 
tras que en una asociación perfecta de Estados, bien se po- 
dría címfiar en la observancia y eficacia del principio de la 
preferencia del fuero territorial, sin necesidad de recurrir á 
otras reglas suplementarias, como son casi todas las que fun- 
dan la competencia extraterritorial, por delitos contra parti- 
culares. 

Es de creerse, por tanto, que las autoridades administrati- 
vas y judiciales de cada Estado, están en el deber no sólo de 
cumplimentar los exhortos en materia penal, arrestando ó 
remitiendo á los criminales; sino de dar aviso á las autorida- 
des de otro Estado cuando en el curso de un proceso, ó por 
otro motivo descubran que se hubiese cometido algún deli- 
to en el territorio de ese Estado, y deben también poner al 
criminal á disposición de dicha autoridad, tan luego como 
hubiese cumplido sus condenas pendientes en el Estado re- 
mitente. 



11) Cód. 49, de BcfpilU Jurii, íb S«zio. 
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Conforme al art. 99 de I& Constitución, la juaticiatfederal 
está encargada de dirimir las competencias que se susciten 
entre jueces de diversos Estados; pero la Corte no podrítt 
adoptar otra regla en sus decisiones, que la de la competencia 
por razón del territorio en que el -hecho se cometa^ á seme- 
janza de lo que se observa entre dos distritos judiciales suje- 
tos á una misma soberanía. 



CAPITULO III. 

EXTRADICIÓN. 

Antiguamente, y hasta hace poco, se creía quo el ríriiíjinal 
que se refugiaba en otro país adquiría un aSilo invi6labíc, y 
que estaba en el honor de esta última nación, no feólo i\o en- 
tregarlo á la justicia que lo reclamase, sino aun defenderlo^ 
oomo si las naciones no fuesen solidariamente 're&ponéabl^s 
y guardianes de los fueros de la justicia y la mora], sino ábii 
gaderos de los bandidos y malhechores, las unas respecto de 
las otras. . ' * 

Las únicas excepciones que se admitían* en virtud de las 
alianzas de los soberanos, eran las que ahora son excepciones 
del principio contrario, á saber: las relativas á los delitds J)0; 
Hticos, pues los monarcas pactaban entregarse 'mútuáVncnte 
á los que se hubiesen hecho reos de delitos de cotiápiráclón* 
y atentados contra su gobierno. Es notable á este' respecto, 
el tratado entre los reyes de Escocia é Inglaterra,' do llV4, 
©n que pactaban entregarse mútuaThofttt' los feos cuípáMéá 
de rebellón (felony). ' , * * 

No faltan en la actualidad autores rriotletnos y*díí *nqtá. co- 
mo Pinheiro Ferroira (l)ySapoy (2)^ qifc sofetieTic'n'que ed 
un uso bárbaro y cruel el que las nacibTics'íjntrégaeA A los 
criminales que se hayan rdñigiailó en su; tcrrit'otio. .^<5tro8 
creen que la extradición no es uh deber imjiucsto por Dprfe-* 
cho Natural, sino que sólo provioiu? (kl derecho copven'rip- . 

(1) Bevue etrang^re, iom. 1, p;í^. (;:>. . , ' 

(2) TiC» etrangér» en Flanee, ti< isitiiif jartii', i'-.V!". Li«'. 
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nal de los tratados, aduciendo como una prueba el que en la 
tfpoca presente casi todas las naciones tienen celebrados tra- 
tados de extradicidn, con lo cual estiman demostrado que no 
habiendo tratados no hay derecho ni obligación de extradi- 
ción, porque se incide en las simples prescripciones de la ley 
Daterat. 

Pero la generalidad de los autores, mejor inspirados en los 
deberes recíprocos que impone la fraternidad universal, es- 
tán de acuerdo en que la mutua protección que las naciones 
se deben, las obliga á entregarse los grandes criminales, aun- 
que no haya tratados, sin negar á cada una en los casos que 
ae presentan, el derecho de declarar si es llegado el momen- 
to de esa obligación, pues que las naciones, por ser autóno- 
mas ¿ independientes, son tos únicos jueces de sus propios 
actos. El hecho de que casi todas ellas hayan celebrado con- 
venios de extradición, prueba lo contrario de lo que se figu- 
ran algunos criminalistas ilusos y poco profundos, porque ese 
hecho reconoce la universalidad del derecho en abstracto, y 
fiólo manifiesta que necesita ser reglamentado de acuerdo coa 
las costumbres y leyes dé cada país y que habiendo estado 
vigente durante los siglos poco civilizados el uso contrario, 
se necesitan textos expresos para derogarlo, haciendo decla- 
raciones positivas 

No es ésta una obra á propósito para entrar en extensas 
discusiones sobre los primeros principios; y, por lo mismo, ha- 
ré punto omiso de varios a^^gumentos en pro y en contra 
de esta tesis. Baste repetir que los más acreditados es- 
critores sientan como doctrina incontrovertible en la actua- 
lidad que á defecto de tratados procede la extradición, á lo 
menos en f a generalidad de Jos casos, y que así lo han con- 
signado los códigos de las naciones civilizadas (1). Hasta 
los Estados más obstinados en sostener el principio de no ex* 
tradición, tales como Inglaterra (2) y Grecia (3) han modi* 
ficado sus teorías en este puntOj y la tendencia general de 
extender en la práctica la institución de la extradición, va 

{1> Vcas^ Flore, BirittointpeiL.capw IV. . 

■ (2) Tratado de Inglaterra y Francia» de 14 de agosto de 1876. ' 

<3) Tratado de Orecia ¿'Italia, de 17 de noriembre de 1877. —Art. 4.* del Cdügo de 
iprocedimientocrpenatesí de Qrecia. 
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Acentuándose más cada día. Parece que todos los Estados 
tienden á asociar sus fuerzas para garantizarse su seguridad 
reciproca y oponerse á la impunidad de los delitos. 

Entre los autores que por varios motivos dan á la extra- 
dicáón un fundamento jurídico iodependiente de los tratados, 
puede citarse á Covarrubias (1), Vattel (2), Kent (3), Bur- 
lamaqui (4), Bluntschli (o), Bonafos (6), Calvo (7), Pradier- 
Foderé (8), Durand (9). Flore (10) y muchos otros. 

Las reglas generales comunmente admitidas para que la 
•ztradición proceda, son las siguientes: 

1.* Que se formule la demanda por la vía diplomática 
acompañada de las piezas justificativas del delito, en copia 
legalizada, y la acusación ó querella de la parte interesada 6 
del Ministerio Público. Algunas naciones exigían las prue- 
bas de que el iadividuo pedido era criminal; pero como ge- 
neralmente está prohibido recibirlas y hacer declaracionea 
sobre este punto, estando el reo ausente, se ha modificado 
también esta exigencia en los tratados. 

No es enteramente esencial que la demanda se haga por 
la vía diplomática, pues los tratados como el que tenemos 
con los Estados Unidos, pueden establecer otro procedimien* 
lo; pero indico solamente la regla general sin descender á las 
excepciones hechas en el Derecho positivo 

Hay una especie de extradición sumarísima, y es la que 
se refiere á los desertores de la marina, que las naciones a- 
costumbran hacerse, mediante una petición del cónsul res< 

E cativo ó del capitán del buque, á las autoridades locales. 
ta diferencia se justifica atendiendo á las necesidades del 
servicio marítimo. 

Es costumbre también no acceder á la extradición, sino 



(1) Pncticamm qiuMtionum, chap. XL 

(3) lib. n, par. 70. 

(8) Commentaries, I, pág. 37. 

(4) Derecho de Gentes, Part 4.*, cap. III» par. 59. 

(5) Derecho Internacional codificado, nám. 895. 

(6) De V extradiction, pá^. 82. 

(7) Der. Int., Lib. IX 

(8) Principes generaux, pág. 54^. 

(9) Droit. Intem. prlT., nüm. 238. 
<10) Derecho pen. Intem., núm. 278. 
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por delitos graves y que tengan este carácter en ambos s- 
tados. Sobre este punto ha habido varias modificaciones 
en el sentido de ir dando cabida en los tratados á muchos 
delitos que antes no eran objeto de extradición, porque co- 
mo se ha dicho, la tendencia del Derecho Internacional, es á 
que los malhechores no queden impunes sólo por abandonar 
el teatro de sus crímenes, y que la justicia no sea burlada en 
ningún caso. 

Los delitos políticos, como se ha visto en otra parte, son 

feneralmente exceptuados de motivar una extraíüción. "Si 
ay alguna regla entre todas, decía Lord Palmerston en el 
Parlamento inglés, respetada en los tiempos modernos por 
todos los Estados independientes, grandes y pequeños, es la 
de no entregar los refugiados políticos, n Entre los Cantones 
de la Confederación Suiza no se entregan los reos políticos 6 
por delitos de imprenta (1). 

Siempre ha sido difícil definir el delito político y fijar re- 
glas ciertas para conocer cuándo la infracción legal es de es- 
ta naturaleza. El atentado alevoso contra la vida de un so- 
berano, después de grandes discusiones en los gabinetes, se 
ha decidido que es un delito mixto, y que por lo mismo, 
puede sin escrúpulo, hacerse la entrega de su autor. Fiore 
adopta como criterio para saber en qué casos puede conside- 
rarse un delito como político ó conexo con él, que su au- 
tor se proponga modificar el estado político de la nación de 
que se trata y no atentar solamente contra las personas ó 
propiedades y, agrega, que todas las vías de hecho cometidas 
en tiempo de guerra contra personas y propiedades, se repu- 
tan como delitos conexos con políticos (2). 

En las instrucciones dirigidas al ejército de Estados Uni- 
dos, durante la guerra separatista, se consigna el principio 
de que es punible como delito común, el asesinato de un ene- 
migo, llevado á efecto fuera de combate. : 

No están sujetos é extradición los criminales que pueden 
ser castigados por el delito de que se traté, en el lugar don- 
de ae han refugiado, y cuando la jurisdicción que los reclame 

(1) Art. 65 de la Constitncidn federal suiza y 3. ^ de la ley de extradicidn. 

(2) Fiore, obra citada, núms. 371 á 377. 
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sea igualmente subsidiaria en su competencia, pues en tales 
casos no estaría justificada la causa principal en que aquélla 
debe bajarse. Por ésto se excluye generalmente el delito 
de piratería, para el que todos los Estados tienen idéntica 
:Competencia. Sin embargo, en el tratado de México con I- 
talia se declara como sujeto á extradición este delito; pero no 
debe deducirse de aquí que se haya querido con ello derogar 
el principio de Derecho Internacional que hace que los pira- 
tas puedan ser juzgados en todos los países Sólo se ha tra- 
tado de prever el caso de que el Elstado requerido, aunque 
competente, no quisiese hacer valer el derecho de juzgar por 
sí misnao al acusado. 

Es costumbre internacional no entregar á los propios na- 
cionales, y así lo consignan los tratados de la mayor parte de 
las naciones; pero los motivos en que este uso se apoya no 
tienen fundamento filosófico, sino que debe reputarse mejor 
como un resto de la antigua ojeriza con que se miraba á la 
extradición. Se dice que un Estado debe protección á sus 
nacionales, que toda nación tiene jurisdicción sobre sus sub- 
ditos, y que puede haber parcialidad desfavorable para ellos 
en los tribunales extranjeros, y dificultades para producir su 
defensa; pero se comprende que todos estos argumentos, ó 
son fútiles, ó descansan en un supuesto falso, pues como he 
dicho en otra parte, el juez natural del reo es el de la nación 
donde el delito se ha cometido, y si un país debe protección 
á sus miembros, no es para que gocen de impunidad ni para 
sustraerlos á sus jueces competentes. La falta de imparcia- 
lida;d, ó sería motivo para impedir que en ningún evento fue- 
ra juzgada una persona más que por sus jueces nacionales, 6 
no debe serlo en el caso de que por propia culpa, uno se ha 
sujetado á esa jurisdicción extranjera. Vice versa, en el lu- 
gar del delito, es donde pueden producirse con más facilidad, 
tanto las pruebas de culpabilidad como las de inocencia, y 
por lo mismo, así el interés de la vindicta, como el de la de- 
rensa, están en pro del fuero del territorio del delito (1). 

Guando dos Estados igualmente competentes, por diversos 



(1) VdBM, Mifcre otros, á Kluit, Deditione profugorom; y Calvo, Der. Int., tom. I, 
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iiiotivos reclaman á un mismo individuo, toca á la nación re»^ 
querida, decidir cuál sea la preferente, y para ello puede te- 
ner de antemano reglas establecidas en sus leyes, sea la de 
la primera demanda, ó la de la jurisdicción preferente del 
lugar donde se cometió el delito, ó cualquiera otra. Elste 
caso se puede presentar por la falsificación de moneda y 
billetes de una nación, ejecutada en otro territorio, cuando 
el falsificador se refugia, en una tercera potencia 

Si se ha formulado la demanda de extradición por un 
motivo, y con fundamento de él se ha accedido á ella, entre- 
gando al acusado, no puede la nación solicitante hacerle otros 
cargos, ni castigarle por otros delitos, si no es formulando por 
ellos nueva demanda, porque de lo contrario, se daria lugar 
á que se violaran los tratados en que se hubiesen consigna- 
do los delitos sujetos á extradición, pidiendo á los reoa por 
una causa, y procesándolos después por alguna de las excep- 
tuadas. No habiendo tratados entre la nación requeriente 
y la requerida, se podría violar el derecho de asilo universal- 
mente otorgado para los delitos políticos. Esta es la prác- 
tica, aunque en algunos casos se ha defendido una doctrina 
más laxa en favor de la extradición (1). 

No entran en esta consideración los delitos ó &ltas come- 
tidos durante el proceso ó posteriormente, en los cuales pue- 
de con libertad intervenir la jurisdicción del Estado que tie- 
ne al reo en su poder, ó cuando éste mismo consienta en que 
el juicio verse sobre todos los puntos pendientes contra él, 
aun sobre los exceptuados en el tratado respectivo. 

Si el malhechor, después de absuelto ó de extinguida su 
condena, permanece en el lugar del juicio más del tiempo 
necesario para salir del territorio, puede ser enjuiciado libre- 
mente por los otros capítulos que antes se hubieren reserva- 
do, porque cesa de estar bajo la protección del Estado que 
lo entregó, como si hubiera venido espontáneamente al pun- 
to de que se trata 

En general, la doctrina de los autores modernos es favora- 
ble á la extradición en todos los casos que antiguamenie se 
tenían por dudosos, como cuando se trata de delitos conezoe, 

(1) . Caso liowrtnce entre los Bstados Unidos é Inf latsrra, en lo* afios de 187iy ISTIL 
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y cuando, 8Ín cambiar el hecho por el cual se solicitó la en-- 
trega, se varía sólo e) nombre y su apreciación en el curso 
del proceso, por alguna nueva circunstancia atenuante ó a* . 
gravante. En éstos y otros casos análogos se concluye á fa- 
vor del derecho que tiene la sociedad para que no queden 
impunes los delitos por meras nimiedades de forma ó dife- 
rencias de palabras. Siendo la extradición de derecho es- 
tricto y obligatoria á las naciones/ independientemente de 
IcMB tratados diplomáticos^ debe concederse siempre que hay 
competencia por parte del Elstado requeriente para conocer 
del delito, y la hay por razón del territorio en que se haya 
cometido ó porque su impunidad dañe directamente á la na- 
ción de que se trate; pero como se reconoce también una 
competencia supletoria ó subsidiaria, si el delito ya está cas- 
tigado por ésta, cesa la competencia principal» en virtud de 
la cosa juzgada. 

Es cierto que fuera de los casos y de la forma previstos 
por los tratados^ no se puede exigir á una nación la entrega 
de criminales, porque no se le puede obligar á que se cons- 
tituya ejecutora de los fallos de otros jueces^ ya que seria 
atentar contra su independencia y soberanía^ pues equival- 
dria á introducir agentes extranjeros en su territorio, para 
que ejerciesen actos de verdadera jurisdicción. Pero ésto tam- 
poco significa que la nación donde un delito se comete, no 
tenga derecho á castigar al culpable, porque también seria 
atentatorio contra el principio de propia conservación y con- 
tra el que funda las competencias jurisdiccionalea 

No sólo está reconocido que es secundar los oficios del de- 
ber natural no faltando al honor y al patriotismo» acceder á 
las extradiciones legítimas, sino que se ha llegado en Ja ac- 
tualidad á deducciones muy liberales^ proponiendo la'extra- 
dición por parte del país donde el criminal se ha refugiado, 
al que sea competente por raasón del territorio, como se vé 
en el art. 9 del Código penal de Itali^ y ésto para evitar 
loe dos escollos, de aplicar una pena indénida ó de c(Hisetttir 
el escándalo de la impunidad 

Otras naciones, como México (1), se han reservado ea at* 

(1^ €óéSifPmmX,Kgi.nL 
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güuO¿ á¿oB, el decebo de expulsar kl extranjero, en el su- 
puesto' dé que ningún país está obligado á dar abrigo en su 
teiritorioá facinerosos. 

La materia de extradición está íntimamente conexa con 
la de competencias, y se completan ambas recíprocamente; 
|)orque debe haber competencia cuando hay derecho pa- 
ra'obonérse á la extradición, á fin deque el criminal no que- 
dé 6m castigo, como lo pide la equidad natural; y vice versa, 
debe otorgarse la extradición, cuando el Estado que la soli- 
cita, tiene derecho, es decir, es competente, para conocer de 
preferencia sobre' aquel delito y de castigarle. 

De lo expuesto se infiere, salvo las dificultades de hecho 
que fle presenten en algunos casos: 

I. Hay. obligación de entregar al nacional que ha de- 
linquido en otro territorio, cuando lo pida la nación en la 
cual se cometió el delito. 

II. Cesa la obligación anterior, cuando el acusado ha sido 
absuelto, ó condenado y castigado por el mismo hecho en o- 
tra parte. 

III. .Sería conveniente que se generalizara la práctica 
de proponer la extradición de extranjeros que hubiesen de- 
linquido en otro Estado, contra nacionales ó extranjeros que 
los acusaran; y áólo deberían juzgarse en país distinto del 
competente por razón del territorio, cuando aquel proceder 
no produjera resultado. 

IV. ' Toda' nación tiene derecho á expulsar de su suelo á 
lof extranjeros que hayau cometido alguna falta gn^ve en 
otra parte,* aunque no se presenten á reclamar los ofendidos. 

.. ; . CAPITULO IV. 

VALOR INTJBBNÁCIONi^L DE LAS SENTENCLAS EN MATERIA 
% • < CRIMINAL. 

Si las sentencias civiles no adquieren fuerza ejecutiva en 
otro país, más qué mediante el mandamiento del juez com- 
petente para pronunciarlas de nuevo, las criminales jamás 
revisten ese carácter, porque la ley que prohibe ciertos 
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actos, el juicio declarativo de haberse cometido un delito y 
la sentencia que aplica la pena ó que pone en relación el he- 
cho con el derecho: todas son cosas que para ejecutarse re- 
quieren la posesión de la soberanía local. 

Pero conceder á las sentencias extranjeras el efecto de la 
cosa juzgada, es precisamente reconocer esa soberanía á las 
demás naciones en el propio suelo, ó el derecho de juzgar 
sobre lo que á su jurisdicción está sometido. Toda senten- 
cia legalmente pronunciada, es decir, por quien tiene com- 
petencia, es una verdad legal. EJsto quiere decir sentencia 
firme, jurídicamente hablando. 

Convenir que una nación tuvo derecho para juzgar de al- 
guna cosa, y luego no admitir su juicio como legítimo, es una 
manifiesta contradicción. Luego para no dar valor á las 
sentencias pronunciadas en otra parte, se necesita, ó negar 
á la nación de que proceden el ejercicio de la soberanía, lo 
que es absurdo, ó afirmar que ei^ aquel caso particular no 
tuvo competencia para conocer y formar juicio. 

Como se vé, toda la cuestión se reduce á la de la compe- 
tencia jurisdiccional sobre delitos. Si hay détecho para cas- 
tigar al que ha delinquido en el extranjero, la sentencia que 
recayó en el juicio es legítima, hay cosa juzgada y no puede 
repetirse el debate sobre aquello mismo. Non bis in idem. 
Sólo cuando la primera sentencia haya sido nula, la segunda 
será la única legítima, para que no haya do8 sobre lo mismo. 

Apegándonos literalmente al sistema de la territorialidad 
de la ley penal, si bien se corta el nudo gordiano de las di- 
ficultades' con dos palabras, se olvida por completo el estado 
actual de las relaciones internacionales, qué giran sobre la 
base de una jurisdicción extraterritorial en muchos casos, y 
se engolfa uno en una ciencia especulativa, ó más bien di- 
cho, platónica, que nada tiene de común con los hechos y 
con las necesidades de la práctica. 

Bueno es recordar que no es del todo exacto que conforme 
á la filosofía del Derecho, no se puedan jamás castigar loi 
delitos cometidos en el extranjero, pues ya hemos visto que 
aun consultando á la utilidad de las naciones, con tal que 
sea bien entendida, se puede sostener la exterritorialidad de 
la ley penal en algunos casos. 
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Caminamos» por lo mismo, en el concepto de haber dos es- 
pecies de competencia en Derecho Internacional; la origina* 
ría ó preferente, y la excepcional ó subsidiaria. Esta distin* 
ción tiene decisiva influencia para apreciar el valor de coea 
ju:^ada que se puede dar á los fallos extranjeros. 

Í3espuésque un Estado juzga y castiga en virtud de com- 
petencia territorial, no puede abrirse nuevo juicio sobre el 
mismo punto en ninguna parte. Cuando se dio la sentencia y 
sin haberse cumplido, ni prescrito ó condonado la pena, con* 
forme á la ley del juicio, se encuentra el criminal en otro 
Estado, entonces las cosas cambian absolutamente: la justi- 
cia no ha quedado satisfecha, la reparación. no se ha verifica- 
do, el escándalo está en pié y no podría adoptarse sino uno 
de estos tres partidos: dejar impune el delito, como si no se 
hubiera cometido, ejecutar la sentencia dictada en otra par- 
te, ó sujetar á nuevo juicio al delincuente. 

Lo primero, que es el sistema inglés y angloamericano, 
ya se ha visto que es inconciliable con los deberes interna* 
cionales y con la constitución de la sociedad, y que aun los 
mismos jurisconsultos de esas naciones se ven precisados á 
mitigarlo con excepciones. 

Lo segundo, tiene positivos y prácticos inconvenientes, 
prescindiendo de que habría que sustituir el Derecho Públi* 
co Nacional con el extranjero. ¿Qué seguridad habría de 
obtener una ejecutoría auténtica, y en un plazo convenien* 
te, de la nación que hubiera expedido la sentencia? ¿Cómo 
se aplicaría una pena, tal vez inusitada y sujeta á variacio- 
nes, por conmutación, disminución ó aumento, no reglamen* 
tados del mismo modo en ambos lugares.^ A lo más se po- 
dría seguir la práctica de aquellas naciones, que entre las 
penas del lugar del delito y las del lugar del juicio, impo- 
nen la más benigna, en cuanto sea posible; pero ejecutar la 
sentencia dictada en otra parte., no sería ya reconocer el va- 
lor de la cosa juzgada, sino constituirse una nación en mera 
ejecutora de los fallos de las demás, coDcediéndoIes un efec- 
to en materia críminal que no se concede ni en las cavsat. 
civiles en quo el interés privado sobrepuja al interés públi* 
co. Inconsecuente é ilógico sería que tratándose de un in- 
terés publico que eclipsa del todo, los derechos privados, se 
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siguiera un procedimiento opuesto. El fin principal de las 
penas es cumplir una exigencia social, 6 lo que se llama sa- 
tisfacer la vindicta pública, y por eso deben adaptarse á las 
costumbres y necesidades del pueblo donde se imponen. Los 
fines privados de la reparación del ofendido y de la leforma 
del delincuente, son importantes, pero subordioados al pri- 
mero. 

Resta únicamente el tercer extremo, á saber: abrir un nue- 
vo juicio con aplicación de las leyes del tribunal que dicta 
la sentencia, si bien la pena se atempere con lo que estatu- 
yan las leyes del lugar del delito. 

La sentencia criminal dictada por juez competente, es co- 
sa juzgada en todas partes, como en materia civil, respecto 
de los hechos que abraza en sus declaraciones, es decir, de 
aquellos que estaban sujetos á la jurisdicción del juez que 
la pronunció; por manera que pueden surtir sus efectos civi- 
les, aun fuera del país que dictó la sentencia, como si se tra- 
tara de una verdad jurídica. Por ejemplo, en el país donde 
86 dice pasado el hecho, se declara que hubo adulterio: tal 
declaración tendrá valor en el país de la nacionalidad de los 
esposos, para los efectos civiles á que haya lugar, cumo son 
la separación corporal, la administración de los bienes, &.- 

Podría acontecer, sin embargo, que aunque el delito lleve 
idéntico nombre en ambos países, tenga en óUos la palabra 
significado diferente; en el cual caso, se atenderá de prefe- 
rencia á la sustancia de las cosas, que al sonido de los voca- 
blos; verbi-gracia: en un país se puede haber condenado por 
incesto, siendo tal, la unión entre parientes hasta el octavo 
grado; mientras que en el Estado, donde aquella declaración 
ña de tener efecto, sólo se da ese nombre á la unión de pa- 
rientes en grado más próximo. El hecho en sí, se tendrá de 
todos modos como cierto; pero no con el calificativo que la 
ley del segundo país desconoce. Lo mismo pasará cuando 
los efectos civiles se atribuyen á un hecho que en ambos lu- 
gares lleve el mismo nombre, pero que en el uno se necesi- 
ten ciertas condiciones especiales, y no así en el otro, para 
que produzca los mismos efectos civiles. El hecho se tendrá 
también como cierto» pero sólo obrará efectos civiles en otra 
parte, cuando reúna las circunstancias que allí especifique 
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la ley para esos casos. Esto puede suceder entre nosotros, 
tratándose de adulterio del marido, qi e aunque declarado 
en otra nacién, sólo sería motivo de divorcio, en México 
cuando re6na las condiciones señaladas por el artículo 24S 
del Código Civil. 

Si la sentencia extranjera modifica el estado civil de la 
persona ó la priva de algunos derechos civiles, procediendo 
del país de la nacionalidad, causaría sus efectos en todas par- 
tes, porque las leyes personales siguen al procesado a donde 
quiera que va, y su condición civil debe ser una sola y la 
misma que tiene eai su patria; pero si la sentencia procede 
de una tercera nación, dond i se haya cometido el delito, 
aunque el hecho imputado se tenga como cierto, sólo causara 
el efecto de la privación, si la ley de la nacionalidad así lo 
previene. 

Aun en la condición política puede producir efecto una 
sentencia criminal extranjera, como cuando para ejercer al* 
gán cargo ó empleo, la ley que lo confiere exige no haber si- 
do condenado por ciertos delitos. La sentencia extranjera 
sólo determina el hecho. Sin embargo, una sentencia de 
casación francesa (1) declaró que la inhabilidad para los de- 
rechos políticos en Francia no podía provenir en virtud de 
sentencia extranjera, porque equivalía á dar intervencióa á 
los jueces extraños en la composición de los cuerpos electo- 
rales. Pero desde luego se nota que el fundamento de es- 
ta declaración es un falso celó de patriotismo mal entendí • 
do, pues tan asesino es el que asesioa en Francia como el 
que asesina en Suiza, si es que la ley del primer punto se 
propone sinceramente que los electores no lo sean. 

También podrá tener influencia en causas criminales la 
declaración extranjera, como sucedería tratándose de saber 
si había habido reincidencia. Si uno ha sido condenado en 
Francia por homicidio y comete después en México otro de- 
lito semejante, debe en justicia ser tenido como reincidemte 
(2), sin que por ell« pueda decirse que se ejecuta la pena im- 
puesta por un fallo extranjero, sino solamente que se dá por 



(1) Caiación francesa de 14 Abril de 1868, negocio Blanehard. 

(2) Coa. Pen. del Dieteito federal Hei., art. ». 
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cierto un hecho declarado por el juez que para ello tenia 
competencia. 

Guando los delitos afecten de un modo especial al Esta- 
do, podrá éste no quedar satisfecho con la ligera pena que 
se hubiere impuesto en el lugar de su perpetración, y enton* 
ees estaría en su derecho, reagravándola en la proporción pe- 
dida por sus propias leyes, calculadas precisamente para res* 
guardar los derechos lesionados. 

Pasemos ahora al otro supuesto, de que la sentencia ex- 
tranjera haya sido diccada en virtud de competencia pura- 
mente supletoria. Así como hay escritores que opinan que 
castigado el reo en el lugar de la comisión del delito, toda- 
vía es justiciable por el mismo hecho, en todo caso, en su 
propia patria (1), hay otros que sostienen que castigado un 
delito en el extranjero queda viva la acción penal del lugar 
en que fué perpetrad^ (2). Pero por mí parte, me allego á 
que debe sentarse como regla general que la sentencia pre- 
nunciada por juez competente, según las reglas aceptadas 
por el uso internacional, tiene el valor de «osa juzgada en to- 
das partes, si bien deban señalarse excepciones á esta regla, 
principalmente cuando la competencia de que haya emanado 
no sea preferente. 

Los partidarios de la territorialidad absoluta de la ley pe- 
nal, niegan el valor de cosa juagada á las sentencias extran- 
jeras, aun en el caso de haberse ejecutado aplicándose la pe 
na. Pero admitiendo que existe razón y derecho para que 
las naciones juzguen ^n algunos casos de delitos cometidos 
en el extranjero, forzoso es admitir que las sentencias que 
emanan de esa facultad, son legítimas, y que no puede haber 
(Jos de la misma calidad, respecto de un solo hecho. 

Si México, por ejemplo, declara en sus códigos que los jue- 
ces mexicanos tienen jurisdicción para conocer de algunoa 
delitos cometidos en el extranjero, no puede negar ese mis- 
mo derecho en casos análogos, á las otras naciones, á menos 
que pretendiera haber un Derecho Internacional para Méxi- 
00, diverso del que obliga al resto del inundo: si reconoce en 



(3) EUero, opusooU criminali, pag. 325. 

(4) Griolet, Autorité de la chose jagée, pag. 225 et suiv. 
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las demás naciones ese derecho, no puede negar sos conse- 
cuencias, es decir, la legitimidad de los juicios emanados de 
¿I; pnrc reconocer la legitimidad de una sentencia firme, es 
tenerla como verdad jurídica. La generalidad de los Esta- 
dos se hallan en el mismo cImo que México; bien puede decir- 
se, en consecuencia, que por consentimiento de las naciones* 
se da efecto de cusa jusgada á las sentencias extranjeras, 
dictadas en país distinto del de la perpetración del delito, á 
lo m^nes en la minma proporción que cada Estado se estima 
competente para dictar fallos de esa especie. 

Podrá, sin embargo, abrirse nuevo juicio y dictarse nuero 
fallo sobre los hechos declarados en sentencia pronunciada 
en país extranjero donde no pasaron, para los efectos civiles 
ó penales que deban operarse en Estado distinto de aquel 
donde se celebró el juicio. Sólo los jaeces del lugar donde 
pasa un hecho, son competentes, de una manera exclusiva» 
para resolv^er sobre los derechos y obligaciones que dte él 
emanen; j una vez declarada por óUos su existencia, uo pue- 
de volverse á discutir en juicio, porque es muy racional creer 
que en ese lugar existan las pruebas más completas en pro 
y en contra, y los medios más á propósito -para producirlas. 
Además, nada obsta para que subsista la acción civil, á pe- 
sar de haber habido absolución ó que la acción penal se haya 
extinguido de otro modo, como puede suceder aun de sen- 
tencia dictada en el mismo territorio (1). Con mucha más 
razón, pues, podrá debatirse civilmente el mismo hecho que 
haya sido materia de una sentencia criminal extranjera. 

En todas las legislaciones, la absolución puede proceder 
de falta de prueba de que el acusado es autor del delito, 6 
fundarse en demostración directa de la inocencia dtsl mismo. 
La nación en cuyo territorio se ha cometido un crimen no pue- 
de darse por satisfecha con una absolución del primer géne- 
ro, mucho menos cuando esté en posesión de las pruebas que 
en la primera averiguación faltaron, porque queaaría en pié 
el escándalo, tanto más pernicioso, cuanto que se abriría la 
puerta á grandes abusos de impunidad manifiesta. Sería 



(1) Arts. 6, 8 y 295 del Código de Procedimientos penales del Distrito federal mexi. 
cano. 
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restringir mucho la soberanía y derechos de conserración de 
tiD Estado. Quiere decir que podrá en todo caso oponerse 
1» sentencia extranjera, como una prueba documental, y el 
tribunal, estimarla, según el valor que tenga, atendidos los 
fundamentos en que se apoye la sentencia Si la nueva es 
también condenatoria, sería conforme á la equidad abonar al 
reo la pena sufrida. Tal es lo que me parece más admisible 
siguiendo un temperamento medio entre los que están por 
.:reQOvar siempre el juicio, sin tomar para nada en cuenta los 
'hechos consumados en el extranjero, y los que opinan que es 
inviolable el reo, en cualquier caso, desde luego que exhiba 
una sentencia extranjera y demuestre que ha cumplido su 
condena (1). 

CAPITULO V. 

BEQÜISrrOBIAS EN BÍATERIA CRIMINAL. 

De la solidaridad y comunión de intereses de las naciones 
para que no haya delitos y para que se reprima la infracción 
de las leyes protectoras de los derechos de la humanidad y 
de las sociedades, se deduce la mutua ayuda que deben pres- 
tarse en la administración de justicia, cooperando á la orga* 
niaación de los procesos y al descubrimiento de la verdad en 
la persecución de los delitos, por lo menos en cuanto esa ayu • 
da sea conciliable con la independencia internacional, sin 
podérseles exigir que se conviertan en ciegos instrumentos 
de persecuciones tiránicas y rastreras. 

Debería, según esto, considerarse como un deber de cortesía, 
deaquellob que no pueden rehusarse, sino con motivo funda« 
do, el dar cumplimiento á los exhortes provenientes de tribu- 
nal extranjero para la práctica de algunas diligencias en ma* 
teria criminal, siempre que no tuvieran por objeto sino actos 
de procedimiento é instrucción del proceso, como citaciones, 
interrogatorios de acusados, declaraciones de testigos, jui« 
cios de peritos, compulsa de documentos, notificaciones de 
sentencias, etc., y p )r lo meaos, cuando no hubiera motivos 

j(l) Véase Bonfils, Da U compa tence, ndm. 877. 
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de duda de que la nación requeriente obraría del mismo mo- 
do si fuese requerida, y cuando no se violara con el cumpli- 
miento del exhorto ninguna prescripción del Derecho Fabu- 
co local, pues los jueces requeridos deberían acomodarse» ea 
cuanto á la forma procesal» á las leyes de su propio fuero; 
pero la verdad es que hasta ahora, solamente Inglaterra, los 
Estados Unidos, México y Qrecia, despachan las requisitorias 
criminales de fuera, sin necesidad de tratado especial (1). 

La jurisprudencia valida en la época, es que si una nación 
no puede ser obligada por derecho estricto á la entrega de 
los acusados residentes en su territorio, á menos de conven- 
ción anterior expresa, tampoco debe estorbar el curso de las 
pesquisas criminales practicadas en el extranjero; aunque 
también hay que advertir, que si se denuncia un delito j 
á su autor, debe procederse á la instrucción do la causa, ó 
consignar al criminal á la nación ofendida (2). 

Las requisitorias deben tener por objeto actos de instruc- 
ción y no de ejecución penal ó dp apremio y violencia: como 
almonedas, secuestros, cáteos, prisiones, etc.. porque en tal 
caso el obsequiarlos, no sería tanto prestar un auxilio ju- 
dicial, sino aceptar al cargo de agente de policía de una 
nación extranjera. Para verificar el arresto y remisión de 
un acusado á otro territorio, se aplican las doctrinas relati- 
vas á extradición. 

No en todos los procesos se acostumbra prestar la ayuda 
internacional judicial, sino en los que se siguen por delitos 
que están sujetos á extradición; es decir, que las requisito- 
rias se cumplen, cuando los delitos á que se refieren están 
sujetos á éxiradicióu entre el Estado requeriente y el reque- 
rido, quedando exceptuados en general, los políticos y pura- 
mente militares, porque no parece que sea menester exigir la 
cooperación de todas las naciones, para la persecución y cas« 
tigo de un desertor, lo mismo que para el de un parricida ó 
salteador. 

Puede suceder que, aunque se trate de delitos políticos ó 
militares, la requisitoria tenga por objeto la práctica de di- 

(1) Fiore, Dereebo penal Intemadonal, núm. 450. 

(2) Kent, Comentaríes, Tom. I, pág. 37. 
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iigencias pedidas por la defensa ó en favor del acusado, y 
entoncefl la equidad aconseja que se le áé cutrtplimiento; j 
así se acostumbra en la práctica (1). 

Hasta hace poco tiempo los gobiernos no se prestaban á 
Ift asistencia judicial para la organización de los procesos y 
castigo da las acusados de contrabando, aduciéndose por ra- 
zón, que las naciones vivían á este respecto, en una especie 
de hostilidad permanente, y que todo lo que dañaba á launa 
en sus intereses fiscales, favorecía al comercio de las de- 
más (2). 

Afortunadamente en la actualidad son pocos y desacredi- 
tado» los economistas que conservan estas disolventes teo- 
rías, y si bien el contrabando extranjero no sea perseguido 
activamente, tampoco se sostiene que pueda dársele protec- 
ción oficial, ni es objeto de excepción en los tratados de ex- 
tradición y auxilio judicial. 

Otra restricción se hace por lo relativo á las requisitorias 
emanadas de procesos contra ciudadanos del Estado reque- 
rido, porque existe aún en muchos escritores el error de que 
la patria debe su protección hasta para la perpetración de 
delitos y su impunidad; pero ya he tratado de propugnar 
una opinión diversa al hablar de extradiciones. 

En algunos tratados entre naciones europeas, se estable- 
cen reglas para hacer comparecer testigos residentes en otro 
territorio y para cuando deban ser conducidos los reos al ex- 
tranjero con objeto de celebrar careos. Como estos usos di- 
fieilmente se establecerán en nuestro foro, durante mucho 
tiempo, nos abstendremos de entrar en sus detalles que, á 
mayor abundamiento, sólo pueden ser objeto del derecho 
convencional. 

Las requisitorias ó exhortes en materia penal, como en la 
civil, deben dirigirse por conducto de la vía diplomática, ó 
por lo menos, legalizados de Ministerio á Ministerio, para 
que su autenticidad no quede expuesta á duda. 

La legalización de firmas en documentos que han de ha- 
cer íé en el exterior ó que vienen de allá, está reglamentada 



(1) Arlia, Le convcnzioni d' extradizioni. 

(2) Pardessus, Droit commercial, par. 1,487. 
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entre nosotros, por la ley de 28 de octubre de 1853. Na- 
da hay que. agregar respecto de requisitorias entre los Es- 
tados de la Federación Mexicana, sino que deberán obse- 
quiarse, tanto en lo que tiene relación con el procedimiento 
y la instrucción, como en lo que vé á la ejecución y actos de 
apremio; pues no se necesita de uno á otro Estado, formular 
demandas de extradición, y Jbastará requerir á las autorida- 
des judiciales ó administrativas para que se sirvan proceder 
á las diligencias que se les encomienden, de cualquier orden 
que sean, inclusos el arresto y envío de procesados. 
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